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La aplicación de la acción extraordinaria de protección en el Ecuador. 
 
El presente trabajo titulado “La aplicación de la acción extraordinaria de protección en él 
Ecuador”, es de gran importancia, debido a que es una garantía constitucional establecida en la 
Constitución de la República del Ecuador. Hay que recordar que de acuerdo al artículo uno de la 
nueva Constitución de 2008 el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y Justicia, razón 
por demás suficiente que el Estado puede reclamar obediencia, si su actuación es legítima y para 
serlo las autoridades públicas, en este caso las de la Función Judicial incluida la Corte Nacional 
de Justicia, sus actos, sus resoluciones no pueden violar los derechos de las personas, por ello 
resumo lo tratado de la siguiente manera, Capítulo I: Antecedentes históricos de las garantías 
jurisdiccionales; Capítulo II: La AEP en la legislación ecuatoriana; Capítulo III: La AEP en la 
legislación comparada; Capítulo IV: La AEP como garantía Constitucional; Capítulo V: 
Investigación de campo; Capítulo VI: Propuesta de reforma jurídica. Además es menester 
relacionar al tema con los siguientes descriptores en orden de importancia:  
DERECHOS HUMANOS, GARANTÍAS CONSTITUCIONALES, ACCIÓN 
EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN, ACCIÓN O RECURSO DE AMPARO 
CONSTITUCIONAL, ACCIÓN DE TUTELA, TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DEBIDO 







The application of special of protective action in Ecuador. 
 
The current work so-called “Application of Protection Extraordinary Appeal in Ecuador” is 
important, due to the fact the warranty provided in the Constitution of the Republic of Ecuador. 
Ecuador Remember that in accordance to the new Constitution 2008. “Ecuador is constitutional 
Estate of rights and justice”, a sufficient reason to claim for obedience from public authorities in 
the current case, from the judicial Function and the National Court of Justice, that its acts and 




HUMAN RIGHTS. CONSTITUTIONAL JURISDICTIONAL WARRANTIES. 
PROTECTIVE  EXTRAORDINARY ACTION. CONSTITUTIONAL APPEAL OR 
ACTION. PROTECTION ACTION. EFFECTIVE JUDICIAL PROTECTION. DUE 
PROCCES AND JURIDICAL SAFETY. 
 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have translated the 





      
El presente trabajo de investigación, en la que se hace un estudio sobre una de las varias 
garantías constitucionales, existentes en el Ecuador, el tema en particular es; “La aplicación de 
la acción extraordinaria de protección en el Ecuador”, estudio que nos permite conocer sobre la 
nueva garantía jurisdiccional de derechos incorporada en la Constitución de la República, bajo 
la denominación de acción extraordinaria de protección, prevista para la revisión de decisiones 
judiciales que vulneren derechos reconocidos constitucionalmente o en instrumentos 
internacionales de derechos humanos, aclarando que se refiere a la justicia ordinaria cuyo 
control de constitucionalidad está regulado en los artículos 94 y 437 de la Constitución y 
artículos 58 y siguientes referentes a la acción extraordinaria. 
 
En la caracterización de las variables, se ha utilizado, como Variable Independiente; las 
falencias e imperfecciones de la acción extraordinaria de protección que no permiten cumplir 
con la función para la que fue creada de ser una garantía Constitucional. Como Variable 
Dependiente; Los perjuicios que ocasiona a las partes procesales que utilizan esta Garantía 
Constitucional hacen que sea necesario corregir las falencias e imperfecciones para la correcta 
aplicación de esta garantía constitucional  
      
Hay que señalar, que las violaciones a los más elementales derechos del hombre, crearon las 
condiciones propias para solucionar el problema y son la razón de ser de las garantías que 
tutelan efectivamente los derechos constitucionales, y son desde el plano jurídico derechos 
subjetivos públicos, derechos que se tiene frente al poder social organizado del cual el Estado y 
por ende la Función Judicial es parte integrante. La acción extraordinaria de protección, es una 
garantía constitucional que tiene como finalidad proteger, precautelar, tutelar, amparar los 
derechos constitucionales que se han violado por acción u omisión en una sentencia, resolución 
o auto definitivo dictado por el juez que depende de la función judicial.  
      
El propósito básico de esta investigación, es realizar un estudio de las debilidades de probables 
vacíos jurídicos que pudo haber obviado el legislador en la promulgación de la ley y, que debido 
a esta problemática está ocasionando perjuicios jurídicos, económicos y sociales a los 
ciudadanos. 
  
En su estructura, el presente informe, se ha organizado en seis capítulos: “En el primer capítulo 
consta; Generalidades y Antecedentes Históricos de la Acción Extraordinaria de Protección, 
Concepto, Importancia y la naturaleza Jurídica. En el segundo capítulo, consta; la Acción 
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Extraordinaria de Protección en la Legislación Ecuatoriana tanto en la Constitución como en la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, el Objeto, las 
características, la Función y los Aspectos Procesales. En el tercer capítulo aparece; la Acción 
Extraordinaria de Protección en la Legislación Comparada, El Contexto Internacional y de 
Derecho Internacional en que se la crea, la Tutela sobre Sentencias en Colombia, la Acción de 
Amparo en Perú, y el Recurso de Amparo en España. En el cuarto capítulo se analizará; A la 
Acción Extraordinaria de Protección como garantía constitucional sus debilidades, lo que hace 
que la vuelva inútil en su aplicación, Resarcimiento del perjuicio y se tocara a la Corte 
Constitucional. En el quinto capítulo consta; La investigación de campo su análisis e 
interpretación de resultados tanto de las encuestas y entrevista, así como de casos, verificación 
de objetivos, contrastación de hipótesis y la fundamentación jurídica de la propuesta, luego las 
Conclusiones y Recomendaciones. Por último en el sexto capítulo, se cierra el presente trabajo 
con; Propuesta de la Reforma Jurídica a la ley correspondiente, los datos informativos, los 













Tema: “LA APLICACIÓN DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCIÓN EN EL ECUADOR”. 
 
GENERALIDADES DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. 
 
1.1. Antecedentes históricos de la Acción Extraordinaria de protección.  
      
Las garantías jurisdiccionales no son recientes, al contrario tienen sus orígenes muy antiguos 
porque con el aparecimiento, y la existencia de la sociedad fueron necesarios ir regulando la 
vida de los seres humanos así como del absolutismo de gobernantes que originariamente 
abusaban del poder, así tenemos como claros ejemplos de garantías jurisdiccionales a los 
siguientes: 
 
                          El Doctor Patricio Pazmiño Freire, (2013, p, 22) en la Revista de Derecho 
Constitucional “Umbral” expresa que, Las garantías jurisdiccionales de los 
derechos tienen sus orígenes míticos en el interdicto romano de homine liber 
exhibendo, el cual se constituía en una especie de acción popular encaminada 
a tutelar la libertad de cualquier ciudadano romano privado dolosamente de 
ella.  
 
De lo anotado podemos señalar que: cómo podemos observar, las garantías constitucionales de 
ningún modo son recientes ni mucho menos, vienen a través de varios siglos atrás, tiene sus 
orígenes con: El Derecho Romano y el interdicto de homine liber exhibendo que en aquella 
época era una especie de acción popular, que tutelaba la libertad ciudadana privada dolosamente 
de ella.            
 
El Derecho Romano como base y fundamento del derecho, ha sido el más importante aporte en 
la historia del derecho al mundo civilizado, los países hicieron suyas, estas prácticas jurídicas 
avanzadas para la época e incluso hasta nuestros días, aún en las aulas universitarias se imparten 
esta asignatura base del derecho actual. 
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                         El doctor Patricio Pazmiño (2013. pags. 22, 23) de la misma Revista 
“Umbral” manifiesta que, Más tarde es la famosa Carta Magna de 1215. En 
virtud de esta Carta los señores feudales ingleses consiguieron una serie de 
prerrogativas frente n a las ambiciones absolutistas del Rey Juan. En virtud de 
este pacto el tiránico rey ingles fue obligado a acordar una serie de 
concesiones y derechos de la nobleza frente a la Corona. Le obligaron a 
garantizar la existencia de una Iglesia "libre" de las intromisiones del Rey; a 
garantizar la vigencia de la llamada ley feudal; así como los derechos de los 
pueblos a la libertad de comercio; se acordó mediante la carta magna una 
reforma de la justicia, que incluyó la instauración del habeas corpus, en virtud 
del cual el rey se comprometía a no disponer la muerte ni la prisión de los 
nobles ni la confiscación de sus bienes mientras no fueran juzgados. El 
artículo 39 de la Carta, establecía que "Ningún hombre libre podrá ser 
detenido o encarcelado o privado de sus derechos o de sus bienes, ni puesto 
fuera de la ley ni desterrado o privado de su rango, sino en virtud de sentencia 
judicial y con arreglo a la ley del reino. Otro antecedente famoso, como 
reacción frente al poder de la Corona se instituyó la Petición de derechos que 
fue concedida el 7 de junio de 1628, donde se declara ilegal el 
encarcelamiento, excepto caso de un delito, se extiende la garantía del habeas 
corpus para toda persona, y se prohíbe la prisión preventiva para los acusados 
hasta que se demuestre el crimen que han  cometido; se declaran ilegales y se 
prohíben los impuestos no aprobados por el parlamento y los préstamos 
forzosos. Posteriormente, en 1640, el Habeas Corpus Act abolió la Star 
Chambe/0 y los tribunales basados en la prerrogativa real.  
 
El siguiente antecedente importante del actual sistema de garantías jurisdiccionales es la famosa 
Carta Magna de 1215. En virtud de esta Carta los señores feudales ingleses consiguieron una 
serie de prerrogativas frente a las ambiciones absolutistas del Rey Juan. En virtud de este pacto 
el tiránico rey ingles fue obligado a acordar una serie de concesiones y derechos de la nobleza 
frente a la Corona. Le obligaron a garantizar la existencia de una Iglesia "libre" de las 
intromisiones del Rey; a garantizar la vigencia de la llamada ley feudal; así como los derechos 
de los pueblos a la libertad de comercio y al uso de los bosques públicos; también se acordó 
mediante la carta magna una reforma de la justicia, que incluyó la instauración del habeas 
corpus, en virtud del cual el rey se comprometía a no disponer la muerte ni la prisión de los 
nobles ni la confiscación de sus bienes mientras aquellos no fueran juzgados por sus iguales.  
 
Específicamente el artículo 39 de la Carta, establecía que "Ningún hombre libre podrá ser 
detenido o encarcelado o privado de sus derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni 
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desterrado o privado de su rango de cualquier otra forma, ni usaremos la fuerza contra él ni 
enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial y con arreglo a la ley del 
reino.  
 
Otro antecedente famoso del actual sistema en el mismo contexto inglés y como reacción frente 
al poder de la Corona se instituyó la Petición de derechos que fue concedida el 7 de junio de 
1628, donde se declara ilegal el encarcelamiento excepto en el caso de que se cometa un delito, 
se extiende la garantía del habeas corpus para toda persona, y se prohíbe la prisión preventiva 
para los acusados hasta que se demuestre el crimen que han  cometido; así mismo se declaran 
ilegales y se prohíben los impuestos no aprobados por el parlamento y los préstamos forzosos. 
Posteriormente, en 1640, el Habeas Corpus Act abolió la Star Chambe/0 y los tribunales 
basados en la prerrogativa real. En ella se eliminó la jurisdicción real en asuntos civiles y 
penales, además se estableció un procedimiento judicial ante los jueces del common law para 
garantizar la libertad de locomoción y movilización de los antiguos siervos, que a partir de ese 
momento pudieron transitar y trabajar libremente en los talleres de la naciente industria textil 
inglesa 
 
De lo expuesto se puede expresar que: una de las etapas importantes en el reconocimiento de los 
derechos y garantías, fue en Inglaterra, la Constitución de 1215, donde los señores feudales 
consiguieron importantes cambios constitucionales y así una serie de prerrogativas frente a las 
ambiciones absolutistas de la realeza, donde se declara ilegal el encarcelamiento y se prohíbe la 
prisión preventiva, se declaran ilegales y se prohíben los impuestos no aprobados por el 
Parlamento así como los préstamos forzosos.   
 
Fueron logros importantes que se resumen en; Una iglesia libre de las intromisiones del Rey; 
garantizar la vigencia de la ley feudal; el derecho de los pueblos a la libertad de comercio y uso 
de los bosques públicos, reforma de la justicia e inclusión del Hábeas Corpus con el cual el rey 
se comprometía a no disponer la muerte, ni prisión de los nobles, ni la confiscación de sus 
bienes mientras no sean juzgados. Más tarde el Hábeas Corpus abolió el star chambe/0 y los 
tribunales basados en la prerrogativa real.     
 
                         El doctor Patricio Pazmiño (2013. Pág. 24) de la ya antes mencionada obra 
“Umbral” determina que, Llegamos a la Declaración de Derechos del hombre 
y del Ciudadano de 1789, origen y pilar central del sistema de garantías 
propio de cualquier Estado de Derecho. En el plano procesal, que es el que 
aquí interesa, esta famosa Declaración establece la prohibición de nombrar 
jueces especiales para juzgar a una persona; también incorpora el principio 
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de presunción de inocencia como elemento necesario de un juicio imparcial en 
materia penal.  
      
La revolución Francesa de 1789, es uno de los acontecimientos sobresalientes en cuanto se 
refiere a la realización y consecución de derechos y deberes del ser humano, marca un hito muy 
importante con la Declaración Universal de los derechos del hombre y del Ciudadano, que es 
origen y pilar central del sistema de garantías propio de cualquier Estado de derecho en el plano 
procesal imperante hasta nuestros días, en el cual se establece la prohibición de nombrar jueces 
especiales para juzgar a una persona, incorpora el principio de presunción de inocencia como 
elemento necesario de un juicio imparcial en materia penal, es decir, ya desde aquel entonces se 
reconoce a la presunción de inocencia como un principio básico que se le debe respetar al 
imputado o encausado hasta no ser declarado culpable, así como también la prohibición de 
nombrar jueces especiales para juzgarlo, cosa que es contraria a esta declaración y a los 
derechos humanos expresados en la misma. 
         
                         Posteriormente el doctor Pazmiño Freire, (2013. Pág. 24) de la misma obra 
asegura que, Siglos después, el due process of law fue reconocido en las 
primeras constituciones norteamericanas y expresamente proclamado en la 
quinta y decimocuarta Enmienda de la Constitución de Estados Unidos en 
1791 y 1868 respectivamente, que consagran ciertos elementos básicos de lo 
que debe entenderse como un juicio justo e imparcial, a saber: La prohibición 
de declarar contra sí mismo, la privación de libertad deberá ser realizada sólo 
por los medios procedimentalmente establecidos por la ley, juicio rápido y 
público, derecho de defensa e Información sobre las causas de la detención.  
 
Los primeros antecedentes que sobre derechos y garantías que llegan a nuestra América los 
encontramos siglos después en los Estados Unidos el due process of law o debido proceso legal 
que fue reconocido en las primeras Constituciones Norteamericanas proclamados en la quinta y 
décimo cuarta enmienda de la Constitución en los años de 1791 y 1868, de este modo 
consagrando los principios garantistas de, el juicio justo e imparcial, la prohibición de declarar 
contra sí mismo, la privación de libertad deberá ser realizada por los medios establecidos en la 
ley, juicio rápido y público, derecho de defensa e información sobre las causas de la detención. 
      
El derecho norteamericano como gestor de importantes cambios en el sistema judicial tomado 
como ejemplo por muchos países del mundo y especialmente por los países de la región quienes 
se vieron influenciados, por tanto acogieron como suyos estos importantes cambios, es decir la 
eliminación de la arbitrariedad en los procedimientos judiciales, sin duda alguna un avance 
significativo para la época que corría.      
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                         Manifiesta el doctor Patricio Pazmiño, (2013. Págs. 24, 25) de la obra 
mencionada que, En el ámbito latinoamericano la gran mayoría de los países 
de la región fueron influenciados por el constitucionalismo norteamericano. 
En cuanto atañe a las garantías jurisdiccionales el hábeas corpus fue la 
primera de las garantías instauradas en América Latina que siguiendo el 
ejemplo romano fue pensado para proteger y tutelar la libertad personal en 
contra de detenciones arbitrarias. Hay sin embargo ciertas peculiaridades 
como el caso argentino, peruano o boliviano en donde, a falta de una figura 
jurídica especializada se utilizó el Hábeas Corpus para proteger todos los 
derechos constitucionales. Esta situación en la que el Hábeas Corpus era la 
única garantía efectiva para la defensa de los derechos de las personas se 
mantuvo durante un largo tiempo, y es solo hasta la Constitución colombiana 
de 1910 o la mexicana de 1917 cuando comienzan a desarrollarse otros 
instrumentos tales como "el proceso de amparo y la acción o recurso de 
inconstitucionalidad de las leyes" Y habrá que esperar a la irrupción de las 
constituciones nacionales del nuevo constitucionalismo latinoamericano para 
que termine de desarrollarse un sistema complejo de protección de los 
derechos fundamentales. Este es el caso de la constitución Brasileña de 1988, 
de la colombiana de 1991, de la peruana de 1993 e incluso de la ecuatoriana 
de 1998 y la venezolana de 1999.  
      
En lo que tiene que ver con el ámbito regional, en nuestro entorno latinoamericano, terminamos 
como habíamos dicho anteriormente, influenciados como era lógico por el constitucionalismo 
norteamericano por ser el más cercano a nuestra realidad, donde se instauró el Hábeas Corpus 
en todos los países de la región, tanto fue así que varios países permanecieron única y 
exclusivamente con esta garantía constitucional para garantizar los derechos de los ciudadanos 
hasta hace pocos años atrás, el caso de Argentina, Perú y Bolivia, donde solo con esta garantía 
jurisdiccional se protegió todos los derechos constitucionales.  
 
                         De la misma forma señala el doctor Pazmiño Freire, (2013. pág. 25) Revista 
“Umbral” de Derecho Constitucional que, No cabe la menor duda que uno de 
los sistemas más desarrollados de protección de los derechos es el establecido 
por la Constitución de Montecristi, donde encontramos un enorme catálogo de 
derechos protegidos y todo un sistema institucional de garantías, empezando 
por las clásicas garantías jurisdiccionales, las cuales han sido 
complementadas con un muy potente sistema de garantías normativas, 
institucionales y de políticas públicas, que aseguran la eficacia del Estado 
Constitucional de Derechos.  
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 Sin embargo y respetando otras legislaciones constitucionales, pese a todos los problemas y 
críticas opositoras que pueda tener la nueva Constitución de la República, lo que está bien claro 
al menos para los ecuatorianos, que es uno de los sistemas más desarrollados de protección de 
derechos, y que además de las garantías jurisdiccionales se ven respaldadas por las garantías 
institucionales normativas y de políticas públicas, y que de esta forma dichas garantías aseguran 
la eficacia del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, tal y como lo establece el artículo 1 
del texto constitucional.   
 
                         El jurista Patricio Pazmiño (2013. Pág. 26), en la misma obra “Umbral”, que, 
Uno de los elementos significativos del nuevo constitucionalismo ecuatoriano 
es el desarrollo que ha tenido la llamada agenda de los derechos, así como el 
desarrollo exhaustivo de un sistema de garantías o instrumentos 
constitucionales que abarcan escenarios constitucionales, tanto los de la parte 
dogmática o teórica propiamente dicha, como también de la parte orgánica. 
Entre estos mecanismos o instrumentos encontramos las garantías normativas, 
las garantías de políticas públicas, las garantías jurisdiccionales y las 
garantías Institucionales. Las garantías normativas son aquellas reglas que 
aseguran el carácter normativo de los derechos fundamentales, limitando al 
máximo sus restricciones y asegurando la reparación cuando la vulneración se 
ha producido. La más importante garantía normativa es el principio de 
supremacía de la constitución; pero existen otras garantías de este tipo en 
Ecuador como la rigidez; el deber de respeto a los derechos del artículo 11.9 
de la constitución y el deber general de reparación. Sin embargo con tal 
nombre el constituyente ecuatoriano estableció un procedimiento, determinado 
en el artículo 84 de la constitución, que asegura la sujeción de cualquier 
órgano con potestad normativa a los derechos constitucionales. 
 
Por ello es importante señalar que, los múltiples elementos sobresalientes del 
constitucionalismo ecuatoriano es, la llamada agenda de los derechos, y el desarrollo de un 
sistema de garantías o instrumentos jurisdiccionales que abarcan escenarios constitucionales, 
tanto en la parte dogmática o teórica, como  de la parte orgánica. Entre estos mecanismos o 
instrumentos encontramos las garantías normativas, las garantías de políticas públicas, las 
garantías jurisdiccionales y las garantías Institucionales. Las garantías normativas son las reglas 
que aseguran el carácter normativo de los derechos fundamentales, limitando al máximo sus 
restricciones y asegurando la reparación cuando la vulneración se ha producido. Y como la más 
importante garantía normativa que encontramos en el nuevo texto constitucional es el principio 
de supremacía de la constitución; pero existen otras garantías de este tipo en Ecuador como la 
rigidez; el deber de respeto a los derechos del artículo 11.9 de la constitución y el deber general 
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de reparación. Sin embargo con tal nombre el Asambleísta constituyente ecuatoriano estableció 
un procedimiento, establecido y determinado en el artículo 84 de la constitución, que asegura la 
sujeción de cualquier órgano con potestad normativa a los derechos expresados de forma 
estricta en la Constitución de la República de 2008.  
 
                         Finalmente el doctor Pazmiño Freire, (2013. Pág. 27) de la Revista antes 
mencionada asegura que, Las garantías de políticas públicas definidas en el 
artículo 85 de la Constitución vinculan los derechos y su efectividad a las 
políticas públicas a través de la obligación que tienen los responsables de la 
política pública de construirla, ejecutarla y evaluarla en función de su 
dependencia con la eficacia real de los derechos constitucionales. Las 
garantías jurisdiccionales nos conducen a ejercitar el derecho de acción para 
lograr la tutela efectiva de los derechos por parte de los jueces, lo que está 
estrechamente relacionado con el papel que cumplen los funcionarios 
judiciales en las democracias contemporáneas. El juez ya no es más la boca 
muda de la ley, sino que se convierte en el protagonista de la acción del 
Estado. Actualmente en Ecuador existen garantías jurisdiccionales, algunas 
novedosas en el contexto constitucional ecuatoriano, y otras reforzadas en 
relación a sus similares previstas en la Constitución Política de 1998: la 
acción de medidas cautelares, la acción de protección; la acción de medidas 
cautelares autónomas, la acción de acceso a la información pública, el hábeas 
corpus, hábeas data, la acción extraordinaria de protección, la acción por 
incumplimiento y la acción de incumplimiento de sentencias y dictámenes 
constitucionales.  
 
Uno de los aspectos importantes de la nueva estructura constitucional ecuatoriana son: las 
garantías de políticas públicas artículo 85 de la Constitución que vinculan los derechos y su 
efectividad a las políticas públicas a través de la obligación que tienen los responsables de la 
política pública de construirla, ejecutarla y evaluarla en función de su dependencia con la 
eficacia real y efectiva de los derechos constitucionales.  
 
Debiendo señalar como muy importante que las garantías jurisdiccionales nos conducen a 
ejercitar el derecho de acción para lograr la tutela judicial efectiva e imparcial de los derechos 
por parte de los operadores de justicia, jueces y tribunales lo que está estrechamente relacionado 
con el papel que cumplen los funcionarios judiciales en las democracias contemporáneas. El 
juez ya no es más la boca muda de la ley, sino que se convierte en el protagonista indiscutible de 
la acción del Estado. Actualmente en el Ecuador existen garantías jurisdiccionales, algunas 
novedosas en el contexto constitucional ecuatoriano, y otras reforzadas en relación a sus 
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similares previstas en la Constitución Política de 1998: la acción de medidas cautelares, la 
acción de protección; la acción de medidas cautelares autónomas, la acción de acceso a la 
información pública, el hábeas corpus, hábeas data, la acción extraordinaria de protección, la 
acción por incumplimiento y la acción de incumplimiento de sentencias y dictámenes 
constitucionales que completan el amplio repertorio de las denominadas garantías 




      
Para definir y determinar de manera precisa lo que es, o representa, en lo que a garantías 
jurisdiccionales se refiere, la acción extraordinaria de protección es una de las varias garantías 
normativas que encontramos establecidas en la nueva Constitución de la República de 2008, sin 
embargo considero que se diferencia de las demás garantías por ser de las más importantes por 
la forma de interposición que se lo hace ante el máximo organismo encargado del control, 
interpretación constitucional y de administración de justicia siempre en materia constitucional.     
 
                         El tratadista ecuatoriano Luis Cueva Carrión, (2012. Pág. 57) en su obra la 
Acción Constitucional Extraordinaria de Protección la define  expresando que, 
La acción extraordinaria de protección, es una acción excepcional que se 
tramita ante la Corte Constitucional, luego de agotados los recursos 
ordinarios y extraordinarios, por quien tuviere legitimación activa; ampara y 
protege los derechos reconocidos en la Constitución cuando hubiere sido 
violado, por acción u omisión, en sentencias o en autos definitivos.         
      
El nuevo constitucionalismo en el Ecuador ha creado una amplia gama de garantías 
jurisdiccionales constitucionales una de ellas es la acción extraordinaria de protección al ser una 
acción excepcional y subsidiaria debe cumplir con ciertos requisitos indispensables que 
establecen tanto la Constitución y la ley, esto es, “haber agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios”, que vendría a ser la naturaleza jurídica de esta garantía constitucional en 
nuestro país, “tener legitimación activa, que busque amparar y proteger derechos reconocidos 
en la constitución”, “y que hayan sido violados por acción u omisión”, y ante la Corte 
Constitucional como único órgano de control e interpretación de constitucionalidad.  
      
Por su parte Sheyla Guerrero Cedeño de la Facultad de jurisprudencia y 
Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad Católica de Santiago de 
Guayaquil, Revista Jurídica Online manifiesta que, Las garantías son medios 
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de seguridad creados a favor de las personas, con el objeto de que se 
dispongan del medio para hacer efectivo el reconocimiento de un derecho, así 
las garantías están dadas para amparar los derechos. Las garantías son los 
medios o instrumentos jurídicos, establecidos para asegurar el libre ejercicio 
de los derechos, es decir estas garantías son previstas para proteger a los 
derechos cuando estos son vulnerados, por lo tanto sirven de freno contra la 
arbitrariedad y la ilegalidad. 
 
    Todos los ciudadanos debemos tener la absoluta certeza que las garantías son los medios las 
herramientas los mecanismos que nos permiten hacer efectivo el reconocimiento de los 
derechos, medios que fueron creados por el legislador a favor de las  personas de los 
ciudadanos, son instrumentos jurídicos establecidos para asegurar el cumplimiento de los 
derechos por parte del poder público, cuando son vulnerados estos medios o instrumentos 
jurídicos sirven de freno contra la arbitrariedad y la ilegalidad de las resoluciones de los 
operadores de justicia.       
 
                         John Almeida Villacís de la Facultad de jurisprudencia y Ciencias Sociales y 
Políticas de la Universidad Católica de Santiago de Guayaquil, Revista Jurídica 
Online considera que, El concepto de garantía, se sustenta en la idea de 
seguridad y confianza que deben presidir las relaciones jurídicas. El 
desenvolvimiento de una sociedad en un Estado de Derecho descansa sobre un 
conjunto de garantías y seguridades enunciadas en la Carta Magna, en la 
mayoría de los casos como declaraciones programáticas, y desarrolladas en 
determinadas leyes, que posibilitan las interrelaciones de los ciudadanos con 
el Estado y la de los ciudadanos entre sí. De tal manera que en toda sociedad 
que se ufana de vivir en democracia, aquellos derechos que son inherentes a 
cada uno de sus miembros, sus respectivas garantías y el Estado de Derecho. 
Si a una persona se le violentan sus derechos constitucionales y el debido 
proceso al acceder a la administración de justicia, esta acción lo protege como 
lo indica la Corte Constitucional, “hacer justicia significa reparar el daño 
causado y hacer efectiva la responsabilidad del Estado y eventualmente la del 
juez, si se diera el caso. La indemnización por error judicial se debe presentar 
no como un acto caritativo del Estado, sino como un aspecto y hecho de 
justicia”. (Sentencia de la Corte Constitucional No. 007-09-SEP-CC, caso No. 
0050-08-EP, del 19 de mayo del 2009, publicado en el R.O. 602 del 1 de junio 
del 2009). (9). 
 
Es muy importante señalar  que el Estado tiene vida jurídica y plena vigencia de serlo por la 
existencia de sus elementos, que lo componen para el caso que tratamos la sociedad dentro de 
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ese estado es un factor fundamental que en este caso se traduce en población sin este elemento 
no tendría razón de ser, por ello la idea de que una garantía se sustenta en la idea de seguridad y 
confianza que tienen los ciudadanos con el estado, la seguridad y confianza que deben presidir 
las relaciones jurídicas. El desenvolvimiento pleno de una sociedad en un estado de derecho 
descansa sobre un conjunto de garantías y seguridades enunciadas en la Constitución de la 
República. Y la razón de ser de la acción extraordinaria de protección, es proteger los derechos 
constitucionales de los ciudadanos así como el debido proceso, cuando estos derechos han sido 
violentados al acceder a la administración de justicia. Por eso el autor acertadamente expresa 
que; “Hacer justicia significa reparar el daño causado y hacer efectiva la responsabilidad del Estado y 
eventualmente la del juez, por esta razón, la indemnización por error judicial, se debe presentar no como 
un acto caritativo del Estado, si no, como un hecho de justicia.     
 
1.3. Importancia 
      
La importancia que tienen el haber incluido las garantías constitucionales y particularmente la 
acción extraordinaria de protección en el texto constitucional, es poner en primer plano al ser 
humano por sobre cualquier otro interés,  los ciudadanos como fundamento esencial del 
desenvolvimiento del Estado, al reconocer derechos y garantías no solo el país ha adquirido el 
carácter de ser un Estado constitucional de derechos y justicia tal y como establece el artículo 1 
de nuestra Constitución, sino también, por el reconocimiento de la comunidad internacional, 
especialmente de la región, de pasar a ser el Ecuador un país, en el que no habían derechos y se 
irrespetaban los pocos que existían, por ello algunos organismos como la Comisión Andina de 
Juristas exigían reformar el ordenamiento jurídico especialmente en lo que ha derechos 
fundamentales se refiere, a dar hoy en la actualidad, un paso adelante en el  reconocimiento de 
derechos y garantías, sobrepasando las expectativas al conceder incluso derechos a la 
naturaleza, cosa que ninguna Constitución en el planeta reconoce.     
 
                         La Constitución del Ecuador de 2008 en el artículo 424, determina a la norma 
constitucional como suprema y prevalente respecto de cualquier otra del 
ordenamiento jurídico, que debe ser observada por el poder público en todos 
sus actos. Como consecuencia de la afirmación del carácter normativo de la 
Constitución, esta se define como el límite obligatorio en el ejercicio del poder 
dentro del Estado, por su carácter preferente vinculante y obligatorio. Límite 
de lo que son los derechos reconocidos en ella, los que determinen 
prohibiciones y obligaciones que deben cumplir de manera explícita los 
distintos poderes del estado. 
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De acuerdo con esta afirmación para todos es conocido, por lo menos de aquellos profesionales 
del derecho y operadores de justicia que se encuentran diariamente en contacto con la realidad 
jurídica del país, de que la Constitución de la República goza de supremacía sobre las demás 
normas y leyes existentes en nuestro ordenamiento jurídico nacional, y que todos los ciudadanos 
nos encontramos inmersos en reconocerla como tal, y muy especialmente los poderes públicos 
que deben observar con minuciosidad en todos sus actos, porque solo con el reconocimiento de 
estos poderes públicos se asegura la supremacía constitucional de la Constitución, así como el 
reconocimiento de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución como límite 
obligatorio en el ejercicio del poder y por su carácter preferente, vinculante y obligatorio que 
deben gozar dichos derechos por parte de los órganos y funcionarios gubernamentales. 
 
La doctora María Mercedes Lema (2012. Págs. 131, 132) en la obra Apuntes de 
Derecho Constitucional expresa que, El nuevo modelo constitucional garantiza 
la supremacía y eficacia de la norma constitucional por medio de todo un 
sistema que controle la constitucionalidad de las actuaciones del poder 
público integrado por mecanismos de control que trascienden el ámbito 
estrictamente político, e integran el control de carácter jurisdiccional que goza 
de objetividad. Este control ha sido generalizado a todas las funciones del 
Estado: la función judicial, la administración de justicia y en general, el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional, la que está obligada al cumplimiento 
estricto de la norma constitucional y del respeto y la protección efectiva de los 
derechos dentro de procesos judiciales. En este contexto se ha 
institucionalizado el control constitucional de las actuaciones judiciales por 
medio de una garantía jurisdiccional específica: la acción extraordinaria de 
protección. 
 
La Constitución ecuatoriana de 2008, en el artículo 1 establece como “Estado Constitucional de 
derechos y justicia esta novedosa denominación es el nuevo modelo de Estado que rige hoy al 
país, texto constitucional que expresa, que es el modelo constitucional establecido en el país que 
garantiza la supremacía y eficacia de la Constitución por sobre las demás normas del 
ordenamiento jurídico ecuatoriano, que además de controlar las actuaciones del poder público 
con mecanismos de control estrictamente político, que son parte integrante del control 
jurisdiccional, control generalizado a todas las funciones del estado; como la función judicial, la 
administración de justicia y en general, el ejercicio de la potestad jurisdiccional, quien está 
obligada al cumplimiento estricto de la Constitución, respetar y proteger los derechos en los 
procesos judiciales que conozcan. Con este propósito ha sido creada la acción extraordinaria de 
protección como garantía jurisdiccional institucionalizada como control constitucional de las 
actuaciones judiciales dirigido a  jueces y tribunales de justicia.                                         
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                         Por otra parte el tratadista Agustín Grijalva Jiménez (2012. Pág. 276) en la 
obra Constitucionalismo en el Ecuador dice que, La Constitución de 2008 en 
sus artículos 94 y 437 crea un amparo contra decisiones judiciales o acción 
extraordinaria de protección. Esta institución fue quizás una de las que generó 
mayores críticas durante la Constituyente, pues se la acusó de atentar contra 
la cosa juzgada, la seguridad jurídica, la celeridad e independencia judicial. 
Es importante aclarar que esta acción por su propia naturaleza es 
estrictamente subsidiaria y no constituye una nueva instancia. El artículo 94 
de la Constitución establece que esta acción procede cuando mediante 
sentencias o autos definitivos se han violado derechos constitucionales. El 
artículo 437 agrega las resoluciones con fuerza de sentencia, y menciona en 
especial el derecho al debido proceso entre los derechos protegidos, sin 
excluir los demás derechos. 
      
Como hemos visto las garantías jurisdiccionales constitucionales son la esencia misma de un 
Estado de derecho o Estado constitucional de derechos y justicia como es el caso ecuatoriano, 
por ello la creación por parte de la Asamblea Constituyente de Montecristi en el año 2008, de 
las garantías jurisdiccionales y la acción extraordinaria de protección la misma que protege 
derechos y garantías constitucionales,  las reglas del debido proceso, y que procede contra 
sentencias y autos judiciales definitivos, género como no podía ser de otra forma, no solo 
polémicas, sino una extensa crítica, por parte de aquellos grupos de elite que tradicionalmente 
han disfrutado de ciertos privilegios, como por ejemplo en Colombia, grupos retrógrados que 
piden hasta hoy en la actualidad en el vecino país regresar a lo anterior, ya que con la actual 
entendían, al igual que aquí, que perderían dichos beneficios, por esta razón se le acusó de 
atentar contra la cosa juzgada la seguridad jurídica, la celeridad e independencia judicial, de que 
iba a crear una cuarta instancia, muchas cosas se dijeron para desprestigiar y desnaturalizarla, 
sin embargo de que esta acción, la acción extraordinaria de protección por naturaleza es 
estrictamente subsidiaria por tanto no constituye nueva instancia, es decir debe cumplir los 
requisitos establecidos por la Constitución y la ley, para ser admitida a trámite, y si admitida los 
jueces constitucionales, no revisan cuestiones de pura legalidad sino pura y estrictamente, 
violación de derechos fundamentales, o el debido proceso.         
      
                         Además el doctor Agustín Grijalva Jiménez (2012. Págs. 276, 277) en la obra 
mencionada Constitucionalismo en el Ecuador considera que,  La 
subsidiariedad de la acción debe reflejarse en una estricta regulación legal y 
jurisprudencial de su admisibilidad. Esta debería incluir entre otros requisitos: 
términos perentorios para su interposición, incidencia directa del auto o 
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resolución judicial cuestionada sobre el sentido de la sentencia, alegación 
oportuna de la violación constitucional en el curso del proceso, e 
imputabilidad directa de la violación constitucional a la actuación u omisión 
del juez u órgano judicial. En cuanto a los efectos de la acción, lo que hace o 
debe hacer la Corte Constitucional al conocer esta acción es exclusivamente 
verificar si el juez ordinario ha violado el debido proceso u otro derecho 
constitucional, y si hallare tal violación deberá declarar la nulidad a partir de 
la actuación procesal violatoria, y devolver al juez respectivo el proceso para 
que actúe en el marco constitucional. La Corte no entra a conocer hechos del 
proceso sin relación con el problema constitucional, ni dicta sentencia en 
lugar del juez que conoce la causa. 
  
Una de las características de esta garantía constitucional es el hecho de gozar de subsidiariedad 
la acción extraordinaria de protección debe y tiene que reflejarse en ser de estricta regulación 
basada en la legalidad y la jurisprudencia para ser admitida a trámite por parte de la Corte 
Constitucional, se argumenta que debe tener más requisitos tales como “fijar términos para su 
interposición, incidencia directa del auto o resolución judicial cuestionado, alegación oportuna 
de la violación constitucional en el proceso, imputación directa de la violación constitucional a 
la actuación u omisión del juez u órgano judicial. Sobre los efectos de la acción lo que debe 
hacer la Corte Constitucional es verificar si el juez ordinario ha violado el debido proceso u 
otros derechos fundamentales de ser así, declarará la nulidad a partir de la actuación violatoria y 
devolverá el proceso al juez o tribunal sin entrar a conocer hechos del proceso de simple 
legalidad que no tengan nada que ver con el tema constitucional que es el que le compete a este 
organismo.          
 
                         Grijalva Jiménez (2012. Pág. 277) obra Constitucionalismo en el Ecuador 
expresa que, El amparo contra decisiones judiciales busca sin duda ser una 
respuesta a este problema, puesto que en realidad la Corte lo concederá no 
solo contra decisiones judiciales que violen los derechos constitucionales, sino 
también contra decisiones judiciales que violen la interpretación que de tales 
derechos haga la propia Corte, asegurando así su carácter de intérprete 
jurídico final de la Constitución, según el artículo 429. Así, la facultad de la 
Corte para dictar jurisprudencia vinculante en materia de garantías (art. 436, 
numeral 6), y la acción extraordinaria contra sentencias, autos y resoluciones 
violatorias de derechos constitucionales (arts. 94 y 437), siendo dos 
competencias diferenciables son en realidad complementarias, la acción 
extraordinaria es el mecanismo procesal que termina asegurando la 
obligatoriedad de la jurisprudencia de la Corte. Por supuesto, ambas 
funciones son concreciones de la condición y facultad de la Corte como 
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intérprete jurídico final de la Constitución. Los derechos constitucionales son 
el ineludible marco de actuación legítima de la justicia ordinaria y de su rol de 
garante de la Constitución, pero no es posible desarrollar en la práctica este 
marco si no existe algún sistema de unificación de fallos en la interpretación 
de estos derechos. 
 
Los derechos y garantías, y en este caso en particular la acción extraordinaria de protección 
constituye un verdadero amparo contra decisiones judiciales, ya que esta posibilidad estaba 
expresamente prohibido por el Art. 276 de la Constitución de 1998, cosa que cambió 
radicalmente en la actual Constitución de 2008 que incluye explícitamente esta posibilidad. Es 
decir de acudir ante la Corte Constitucional con la acción extraordinaria de protección por 
violación de derechos fundamentales. La Corte Constitucional es el organismo cualificado por 
mandato constitucional para dictar y emitir jurisprudencia vinculante en materia de derechos y 
garantías, por su parte la acción extraordinaria de protección que procede contra sentencias 
autos y resoluciones que violen derechos constitucionales son dos competencias diferentes pero 
también son complementarias, la acción extraordinaria que es el mecanismo procesal que 
asegura la obligatoriedad de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la facultad de la 
Corte como intérprete jurídico final de la Constitución. 
  
Por su parte el doctor Patricio Pazmiño Freire (2013. Pág. 29) de la Revista de 
derecho Constitucional Umbral manifiesta a este respecto que, Uno de los 
avances más importantes constituye la creación del recurso extraordinario de 
protección, acción que ahora podrá interponerse contra decisiones judiciales 
cuando se vulneren el debido proceso u otro derecho constitucional. Este 
recurso legal existe en todos los países del área andina, con excepción de 
Ecuador, como ya lo ha resaltado con preocupación la Comisión Andina de 
Juristas en varios de sus informes. Varios son los casos que han llegado ante 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en búsqueda de justicia que el 
Ecuador no les pudo otorgar, casos en los que nuestro país fue declarado 
responsable por violentar derechos fundamentales, y en especial, los artículos 
ocho y veinticinco del Pacto de San José que se refieren a los derechos y 
garantías judiciales y a la protección judicial. Recordemos que en un Estado 
Constitucional de derechos, todas las autoridades públicas, también los jueces 
deben estar sometidos a la Constitución, los jueces además de ser garantes de 
la Constitución están llamados a procurar la protección de derechos humanos 
y estarán sometidos al control de constitucionalidad.  
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Uno de los logros más importantes conseguidos por el Asambleísta Constituyente de 
Montecristi de 2008 ha sido el sometimiento de todos los poderes del estado de manera 
obligatoria a la Constitución en otras palabras la supremacía de la Constitución, por otro lado la 
incorporación en el texto constitucional de una amplia gama de derechos y garantías entre ellas 
la acción extraordinaria de protección la misma que viene  a cubrir un déficit que el país tenía en 
materia de derechos, si bien anteriormente existía el amparo, este no cubría el amplio abanico de 
derechos y garantías que hoy tiene la acción extraordinaria de protección todo esto debido a 
haber logrado la calidad de estado constitucional de derechos y justicia que hoy tiene el 
Ecuador. Ya lo expresaban de aquella falencia que tenía nuestro país la Comisión Andina de 
juristas al ser el único país que no lograba introducir en la legislación derechos fundamentales 
que se encuentren garantizados por la Constitución, pues esto se ha logrado superar con la 
promulgación de la Carta Magna de 2008 en Montecristi y lo ha hecho con creses, ya que ha 
superado las expectativas no solo de los expertos y países que incidían en buscar para al país 
estos cambios, hoy con seguridad los opositores critican manifestando que es extremadamente 
garantista. Pero para aquellos que defienden los derechos humanos es la única en la región y 
probablemente del mundo.    
      
                         El doctor Pazmiño Freire (2013. Págs. 29, 30) Revista de derecho 
Constitucional Umbral determina que, Es evidente el papel fundamental que 
cumple la acción extraordinaria de protección dentro del ordenamiento 
constitucional ecuatoriano, pues no sólo que llena un déficit existente en el 
constitucionalismo ecuatoriano, sino que su existencia garantiza la protección 
de los derechos vulnerados a partir de una decisión judicial, y a su vez 
consolida la competencia del Estado ecuatoriano para garantizar con sus 
mecanismos internos la protección judicial de los derechos, cuando éstas 
lesionen cualquier derecho constitucional o el debido proceso. Las 
características expuestas, relacionadas al alcance de la acción extraordinaria 
de protección han sido profundizadas por la jurisprudencia constitucional de 
la Corte Constitucional. El Estado constitucional de los derechos ecuatoriano 
es un producto social y político, un nuevo y vigoroso orden jurídico, teórico y 
práctico que debe ser preservado, y en el caso de existir ciertos abusos en el 
plano de la operatividad del modelo, esas arbitrariedades deben ser 
corregidas a partir de la formulación y ejecución de una correcta y 
coordinada política pública de justicia, que preserve la esencia del Estado 
constitucional, esto es los derechos, garantías y obligaciones de las personas, 
y a la vez se ocupe de combatir las indebidas interpretaciones o el abuso del 
derecho.  
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La importancia de las garantías jurisdiccionales constitucionales aparte de ejercer control 
jurisdiccional en las decisiones judiciales que violan derechos y garantías, la razón fundamental 
de la acción extraordinaria de protección es destacable desde su creación porque garantiza la 
protección de derechos fundamentales vulnerados por una decisión judicial, su importancia 
radica en que el estado constitucional de derechos y justicia social es un producto social y 
político que debe ser preservado, que deben ser corregidas a partir de la formulación y ejecución 
de una correcta y coordinada política pública de justicia, que preserve la esencia del Estado 
constitucional, es decir los derechos garantías de los ciudadanos, combata las indebidas 
interpretaciones y los abusos del derecho. 
     
Por tanto esta denominación de Estado constitucional de derechos y justicia social dejando de la 
lado las demás denominaciones de otros países, que no dejan de ser importantes, tiene una 
sobresaliente relevancia porque da origen para crear un Estado constitucional garantista, donde 
priman los derechos de las personas por sobre otros intereses, y justicia social porque un estado 
sin justicia social tendría la calidad o denominación de cualquier otro tipo de Estado pero de 
ninguna forma constitucional y mucho menos de derechos, además porque la justicia social es la 
razón de ser o la base de la democracia, si no lo es,  al menos así debería de ser. Pero también 
podemos añadir que la acción extraordinaria de protección viene a llenar un vació existente en 
nuestra  legislación por mucho tiempo reclamada por algunos organismos internacionales como 
la Comisión Andina de Juristas.  
 
1.4. Naturaleza jurídica 
 
                         La doctora maría Mercedes Lema (2012. Pág. 133) obra Apuntes de derecho 
Procesal Constitucional dice que, Según Alzina, la acción es un derecho 
público subjetivo mediante el cual se requiere la intervención del órgano 
jurisdiccional para la protección de una pretensión jurídica, mientras que 
recursos son los medios que la ley concede a las partes dentro del proceso, 
para obtener que una providencia judicial sea modificada o dejada sin efecto, 
Carnelutti dice que los recursos no son otra cosa que el modo de fiscalizar la 
justicia de lo resuelto. Pues debemos de concluir que la acción extraordinaria 
de protección es una acción porque a) No tiene objeto discutir la pretensión 
jurídica original, sino que su objeto es la verificación de si se ha violado o no 
derechos constitucionales en la providencia jurisdiccional cuestionada; b) No 
es una fase o instancia dentro del trámite del proceso, sino que implica el 
inicio de un nuevo procedimiento, de índole constitucional.  
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Por lo expuesto podemos aseverar que la naturaleza de la acción extraordinaria de protección 
radica en haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, la 
acción es un derecho Público subjetivo dice Alzina, mediante el que se requiere la intervención 
del órgano jurisdiccional, la acción inicia un proceso y en este caso en particular un proceso de 
naturaleza constitucional para la protección de una pretensión jurídica, mientras que los recursos 
son los medios que la ley concede a las partes dentro del proceso, un recurso no inicia un nuevo 
proceso está inmerso en un mismo proceso con la finalidad de obtener que una providencia 
judicial sea modificada o dejada sin efecto. Mientras que para Carnelutti, los recursos no son 
otra cosa, que el modo de fiscalizar la justicia de lo resuelto, concluyendo que la acción 
extraordinaria de protección es una acción porque no tiene por objeto discutir la pretensión 
jurídica original, sino que su objeto es la verificación constatación de si se ha violado derechos 
constitucionales y por otro lado que no es una fase o instancia dentro del proceso, sino que 
implica el inicio de un nuevo procedimiento esta vez de carácter constitucional.      
             
 
                         El tratadista Cristóbal Rosario Serra, (      ), en la obra Guerra de las Cortes 
asegura que, Los postulados revolucionarios de limitación del poder del estado 
y garantía de las libertades ciudadanas, reflejados en las primeras 
Constituciones aprobadas en Estados Unidos y Francia, determinaron que las 
Cartas Políticas tuvieran está clara pretensión normativa, en tanto se 
esperaba que rigieran la actuación del poder público y de las instituciones 
estatales y garantizaran los derechos del ciudadano, objetivos que, sin 
embargo no se cumplieron de manera inmediata, sobre todo en Francia en que 
persistió una sociedad estamental, la lucha por la igualdad ante la ley, la 
resistencia de poderes representados por los nobles, la iglesia, la existencia de 
un monarca absoluto, lo que no tuvo que afrontar Norteamérica, en la que los 
fundadores de la Constitución la consideraron un instrumento para poner fin a 
los excesos del legislativo, hizo que la Constitución adquiriera desde el 
principio el valor de norma suprema. 
      
Tradicionalmente nuestro país ha debido de imitar y acoger una legislación de países que se 
encontraban a la vanguardia, hubo de hacerse eco de  los postulados revolucionarios que 
buscaban limitar el poder del estado y conseguir la garantía de libertades ciudadanas, las 
primeras constituciones aprobadas en EE.UU y Francia determinaron que tuvieran esta 
pretensión normativa, se esperaba que rigieran la actuación del poder público y de las 
instituciones estatales y garantizaran los derechos de los ciudadanos, objetivos que no se 
cumplieron de forma inmediata especialmente en Francia donde persistió una sociedad 
estamental, la lucha por la igualdad ante la ley, la resistencia de poderes representados por los 
20 
nobles, la iglesia, la existencia de un monarca absoluto, lo que no tuvo que afrontar 
Norteamérica en la que los fundadores de la constitución la consideraron un instrumento para 
poner fin a los excesos del legislativo, hizo que adquiriera desde el principio el valor de norma 
suprema. 
      
                         El constitucionalista doctor Patricio Pazmiño Freire (2013. Pág. 27) en la obra 
Umbral revista de Derecho Constitucional dice que, La acción extraordinaria 
de protección se incorpora en el artículo 94 de la Constitución de la República 
del Ecuador como una nueva garantía. Este tipo de garantía está orientada a 
la protección de los derechos cuando resulten de la vulneración por parte de 
los jueces y tribunales cuando ejercen su actividad jurisdiccional. La Corte 
analiza los debates generados en la sesión 72 de la mesa 3 de la Asamblea 
Constituyente, sobre "Corte Constitucional y acción extraordinaria dé 
protección": "El máximo intérprete de la Constitución debe ser un órgano que 
mantenga su autoridad y tenga la máxima capacidad y preparación. Poco útil 
sería una Corte Constitucional preparada pero a la que no se le confieran las 
funciones necesarias para cumplir su papel. A este respecto, el articulado se 
preocupa en incorporar un amplio elenco de funciones para la Corte 
Constitucional, manifestaciones todas ellas de su condición de máximo 
intérprete de la Constitución: desde la declaración de inconstitucionalidad de 
las normas del ordenamiento jurídico, hasta la revisión de casos de violación 
de derechos fundamentales. 
 
Por esta razón podemos señalar que: en nuestro medio, las garantías jurisdiccionales 
constitucionales como una de ellas, la acción extraordinaria de protección se incorpora como 
una nueva garantía, la misma que está orientada a la protección de derechos fundamentales 
cuando resulten vulnerados por parte de jueces y tribunales a la vez que realiza un control 
efectivo de las decisiones judiciales mediante la revisión constitucional de las resoluciones 
violatorias a los derechos constitucionales, la Corte Constitucional analiza las discusiones del 
constituyente sobre sí misma y la acción extraordinaria de protección en el que se da un amplio 
campo de atribuciones para la Corte Constitucional como máximo órgano de control e 
interpretación constitucional y de administración de justicia, desde la declaración de 
inconstitucionalidad de las normas del ordenamiento jurídico, hasta la revisión de casos de 
violación de derechos fundamentales que se hayan realizado en perjuicio de los ciudadanos.  
  
                         Continúa el doctor Pazmiño Freire (2013. Pág. 27) en la antes mencionada 
obra Umbral expresando que, Innumerables fueron las sentencias 
constitucionales dictadas por la Corte Constitucional para el período de 
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transición que hacían referencia a la naturaleza y alcance de la acción 
extraordinaria de protección. Entre esa gama de decisiones resulta importante 
destacar algunas en las que en uso de un criterio de interpretación 
genealógica (actas de la Asamblea Constituyente), se esclareció el fundamento 
para la incorporación de esta novedosa garantía, sus alcances, efectos, así 
como el papel fundamental que desempeña la Corte Constitucional a través de 
la acción extraordinaria en relación con las competencias propias de la 
Función Judicial. El alcance de las competencias asignadas a la Corte 
Constitucional, de ninguna manera vulneran las competencias que le son 
propias a las funciones del Estado. los temores de la Función Judicial, han 
sido evidentes en los medios de comunicación, exclusivamente a petición de 
parte dice una vez cumplidos los requisitos que consten en la respectiva Ley 
Orgánica, se podrá pedir la revisión de sentencias cuando estas resoluciones 
violen el debido proceso u otros derechos fundamentales. Esta revisión no 
significa intromisión, pues la Corte Constitucional está por fuera de las 
funciones del Estado, y no significa una jerarquía superior a la autoridad 
máxima de la Función Judicial. No es la creación de una nueva instancia 
procesal, pues el control de la constitucionalidad de las sentencias se dará por 
excepción, toda vez que siempre los jueces deben ajustar sus dictámenes y 
sentencias a la Constitución, conforme ha sido práctica de larga data, lo que 
está recogido en la Ley Orgánica de la Función Judicial.  
 
En consecuencia las sentencias constitucionales dictadas por la Corte Constitucional que hacían 
referencia a la naturaleza y alcance de la acción extraordinaria de protección, es importante 
destacar algunos, donde se esclareció el fundamento para la incorporación de esta novedosa 
garantía sus alcances y efectos, y el papel fundamental que desempeña la Corte Constitucional a 
través de la acción extraordinaria de protección en relación con las competencias  de la Función 
Judicial. 
 
Por lo expuesto podemos aseverar que el alcance de las competencias asignadas a la Corte 
Constitucional no vulnera las competencias a las funciones del Estado, los temores de la 
Función Judicial han sido evidentes dice: A petición de parte, una vez cumplidos los requisitos 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se podrá pedir la 
revisión de sentencias cuando violen el debido proceso u otros derechos fundamentales, dicha 
revisión no significa intromisión, pues la Corte Constitucional está por fuera de las funciones 
del Estado y no significa una jerarquía superior a la autoridad máxima de la Función Judicial, 
Tampoco es la creación de una nueva instancia procesal pues el control de constitucionalidad de 
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las sentencias se dará por excepción ya que los jueces deben ajustar sus dictámenes y sentencias 
a la Constitución.  
      








LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN EN LA 
LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
2.1. La Acción Extraordinaria de Protección en la Constitución del Ecuador 
 
     La Constitución de Montecristi de 2008 en el artículo 94, contextualiza a la acción 
extraordinaria de protección manifestando:        
      
                         El artículo 94 de la Constitución de la República del Ecuador establece que, 
La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos 
definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios o 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición 
de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado. 
 
                         Por su parte el artículo 437 lo complementa manifestando que, Los 
ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción 
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y 
resoluciones con fuerza de sentencia. Para la admisión de este recurso la 
Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos.  
 
Razón por lo que se puede señalar en resumen lo siguiente: la Constitución de 2008, declara al 
Ecuador Estado constitucional de derechos y justicia social, también introduce en el texto, 
derechos y garantías constitucionales, para en el caso de que sean violentados los mencionados 
derechos, sean utilizados por parte de los ciudadanos, entre la que se encuentra la acción 
extraordinaria de protección, tal y como expresa la carta fundamental procede contra sentencias 
autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 
Constitución y se interpondrá ante la Corte Constitucional, además procederá cuando se hayan 
agotado los recursos ordinarios y extraordinarios. Por su parte el artículo 437 de la Constitución 
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así como el artículo 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional adicionan “resoluciones con fuerza de sentencia.        
 
                        El catedrático Juan Montaña Pinto (2012. Pág. 207) en la obra Genealogía de 
la Justicia Constitucional Ecuatoriana por su lado expresa que, Entender la 
interpretación de la Constitución requiere de un esfuerzo de contextualización 
del proceso constituyente de 2007-2008, el gobierno fue elegido en noviembre 
de 2006 con un mandato claro e inapelable realizar en la práctica el deseo del 
pueblo de transformar las caducas estructuras políticas, económicas y 
jurídicas que gobernaron el país en los últimos 50 años, que llevaron a una 
situación de postración moral e institucional que se reflejó en la permanente 
inestabilidad política de la última década y que, incluso llevó a perder su 
moneda símbolo de soberanía nacional. Una vez elegida la Asamblea 
Constituyente, la metamorfosis de esas estructuras tuvo tres directrices: el 
desmonte de la estructura económica neoliberal que en 15 años había 
desarmado el Estado y llevado a la diáspora a más de tres millones de 
ecuatorianos; la necesidad de implementar una transformación política 
profunda que aparte de modificar el sistema electoral, transformara la noción 
tradicional de democracia representativa entendida como supremacía absoluta 
de una mayoría, por la idea de democracia constitucional y participativa; y el 
impulso de una verdadera revolución jurídica y constitucional pensada como 
lugar y oportunidad de realización de la supremacía de la Constitución.  
      
De lo expuesto se puede señalar y manifestar que: fueron tiempos muy difíciles los que tuvo que 
afrontar el país y que hasta hoy en la actualidad no termina de solucionar, los cambios de 
aquellas caducas estructuras que mantuvieron al Ecuador en un estado de desesperanza y 
postración social, el gobierno electo en 2006 tenía un mandato claro del pueblo y era cambiar 
aquellas  estructuras económicas políticas jurídicas y sociales que estaban haciendo mucho daño 
a la sociedad, donde se mantuvo al país en los últimos cincuenta años, con una inestabilidad 
política donde en una década tuvimos siete presidentes, donde perdimos incluso nuestra moneda 
considerada como símbolo de soberanía nacional, donde la corrupción institucional estaba 
generalizada a todo nivel,  los cambios que debían realizarse, tuvo tres importantes momentos; 
a) El desmonte de la estructura económica neoliberal que en quince años había desarmado el 
Estado y llevado a la diáspora a más de tres millones de ecuatorianos; b) La necesidad de 
implementar una transformación política profunda que no solo modifique el sistema electoral 
también transformara la noción tradicional de democracia absoluta de una mayoría, por la idea 
de democracia constitucional y participativa; y, c) El impulso de una verdadera revolución 
jurídica y constitucional pensada como lugar y oportunidad de realización de la supremacía de 
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la Constitución, buscando mejorarla vida de los ciudadanos, plasmado en el Estado 
constitucional de derechos y justicia que hoy tenemos la sociedad ecuatoriana.   
      
                         Montaña Pinto (2012. Pág. 207) de la obra ya mencionada dice que, Para 
conseguir este último objetivo lo más importante era alcanzar la sujeción por 
primera vez en la historia republicana del Ecuador, del poder al derecho y la 
garantía del orden jurídico por un poder independiente a los partidos políticos 
tradicionales. Estos fines no son alcanzables si no se da una transformación 
estructural del modelo de Estado y de justicia y del papel de los jueces en el 
ordenamiento constitucional. El artículo 1 de la Constitución dispone que el 
nuevo Estado ecuatoriano es un Estado constitucional de derechos y justicia. 
Este cambio aparentemente semántico, tiene una significación enorme porque 
implica la superación definitiva, en el Ecuador, del estado legalista o de 
legalidad que había prevalecido en el país desde los inicios de la república por 
allá en 1830, para adoptar el llamado modelo constitucional garantista. El 
paradigma constitucional garantista pretende en última instancia la 
rematerialización de la Constitución por medio de su conversión en norma 
jurídica, o mejor, en conjunto normativo plenamente eficaz. Ya que el principal 
objetivo de este modelo de Constitución es justamente garantizar efectivamente 
los derechos de las persona mediante un sistema de garantías jurídicas  
eficaces. 
 
Los ciudadanos debíamos ser consientes con la dificultad del momento en que atravesaba el 
país, que los cambios que se proponía hacer el gobierno eran muy ambiciosos y nada sencillos, 
se trataba de hacer cambios que revolucionarían la cotidianidad de la difícil situación de cada 
uno de los habitantes ecuatorianos, que para lograr dicho objetivo, lo imprescindible era 
alcanzar la sujeción por primera vez en la historia republicana del Ecuador, la sujeción del poder 
al derecho y la garantía del orden jurídico por un poder independiente a los partidos políticos 
tradicionales. Fines estos que no son alcanzables si no se da una transformación estructural del 
modelo de Estado y de justicia y del papel de los jueces en el ordenamiento constitucional. 
 
Hay que resaltar, que el proceso constituyente propuesto por el actual gobierno y 
mayoritariamente respaldado por el pueblo, se propuso revolucionar al país transformando las 
caducas estructuras políticas, económicas y jurídicas que en las últimas cinco décadas habían 
llevado al país a la debacle, y a un  estado de postración moral e institucional donde la 
corrupción era a todo nivel, reflejado claramente en los años 90-2000 que incluso nos llevó a 
perder nuestra moneda símbolo de soberanía nacional. 
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Por ello hay que manifestar que: denominar al nuevo Estado ecuatoriano en un “Estado 
constitucional de derechos y justicia social tiene una significación importante porque conlleva la 
superación definitiva en el Ecuador del Estado legalista o de mera legalidad que había 
prevalecido en el país desde inicios de la república en 1830, para adoptar el modelo 
constitucional garantista o garantizado. Ya que el principal objetivo de este modelo de 
Constitución es garantizar efectivamente los derechos de las personas mediante un sistema de 
garantías jurídicas eficaces.          
        
2.2. La Acción Extraordinaria de Protección en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional 
 
La ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional es aquella herramienta 
que regula el procedimiento de utilización por parte de los ciudadanos y los requisitos que se 
deben cumplir previo a solicitar la petición de las garantías jurisdiccionales, por tanto también 
de la acción extraordinaria de protección. 
   
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(LOGJCC), artículo 58 establece  que,  Objeto.- La acción extraordinaria de 
protección tiene por objeto la protección de los derechos constitucionales y 
debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza de 
sentencia, en los que se hayan violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución. 
 
Por lo que se puede manifestar que: en lo que se refiere a esta garantía jurisdiccional la 
encontramos determinada en los artículos 58 y 64 el primero que trata sobre el objeto de la 
acción extraordinaria que es básicamente la protección de derechos constitucionales y por otro 
lado el artículo 64 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
que a continuación se transcribe y que se refiere a las probables sanciones a los profesionales 
del derecho que presentaren esta acción extraordinaria de forma arbitraria donde no exista 
violación de derechos constitucionales o el debido proceso, el mismo que dice lo siguiente:  
 
                         Por su parte en artículo 64 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional trata de las, Sanciones.- Cuando la acción 
extraordinaria de protección fuere interpuesta sin fundamento alguno, la Corte 
Constitucional establecerá los correctivos y comunicará al Consejo de la 
Judicatura para que sancione a la o el abogado patrocinador, de conformidad 
con el Código Orgánico de la Función Judicial. La reincidencia será 
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sancionada con suspensión del ejercicio profesional, de conformidad con lo 
dispuesto en el Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
De lo expuesto se puede expresar que: esta garantía jurisdiccional como es la acción 
extraordinaria de protección en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y control 
Constitucional lo encontramos en el Capítulo VIII en los artículos 58 hasta el 64 inclusive, en 
los mismos que trata en primer lugar del Objeto, de la Legitimación Activa, de los términos para 
accionar, de los requisitos para demandar, de la Admisión, de la sentencia, y  de las sanciones. 
En lo que tiene que ver con este último artículo sobre las sanciones a los abogados que 
patrocinen una acción extraordinaria cuando no existiere fundamento, es decir, que sin existir 
violación de derechos de derechos constitucionales o el debido proceso fuere presentada esta 
garantía constitucional intentado retardar la tramitación del proceso serán sancionados, en caso 
de reincidencia será suspendido en el ejercicio profesional.  
      
                         El tratadista Juan Montaña Pinto (2012. Págs. 217, 218) Obra Genealogía de 
la Justicia Constitucional Ecuatoriana manifiesta que, En el caso de la acción 
de interpretación establecida en la Constitución tiene una melodía 
perfectamente reconocible cuyos elementos básicos fueron ya enunciados. La 
cuestión que resta es determinar el grado de fidelidad de la versión ejecutada 
por el intérprete legal respecto de la partitura original para lo cual hay que 
definir con buenos argumentos si la ley aprobada puede considerarse una 
variación legítima de la Constitución, o sí por obra de la voluntad de los 
miembros de la función legislativa la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional ha terminado siendo un tema nuevo 
totalmente ajeno a la melodía constitucional original. Observaciones de 
forma.- La primera variación de la ley respecto de la Constitución sería más 
bien de armonía o de tiempo, es decir no que en principio no afectan la 
eficacia de la institución; la acción de interpretación es regulada por la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en el título V 
que regula residualmente aquellas competencias que no tienen un sitio claro 
dentro del esquema general de control constitucional. Este etiquetamiento 
como procedimiento residual si bien está dentro del espacio de la libre 
configuración del legislador secundario, y no tiene mayor influencia sobre la 
eficacia de la acción comporta una carga simbólica importante y reflejan 
claramente la intención de la Asamblea Nacional de minimizar su valor dentro 
de la estructura de la justicia constitucional ecuatoriana. 
 
De lo anteriormente anotado se puede deducir, que una cosa es lo que el Asambleísta 
Constituyente expreso al elaborar la Constitución de 2008, y era de cambiar las viejas 
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estructuras caducas de los regímenes anteriores, donde el Estado de derecho era puramente 
legalista la misma que descartaba la defensa de los derechos fundamentales, aunque si bien 
existían garantías de derechos como el recurso de amparo. Lo que por desgracia en realidad se 
da en la realización de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
es una reacción de la Asamblea Nacional que si bien mantiene armonía con la Carta Suprema y 
como instrumento de interpretación no vemos que sea un instrumento jurídico que venga a 
reforzar tanto el espíritu de la Constitución como del constituyente. Es un producto que la 
Asamblea Nacional crea basado en la Constitución pero que al mismo tiempo no tiene mayor 
influencia sobre la eficacia de la acción extraordinaria, comporta minimizar los esfuerzos que 
inspiraron a los Asambleístas Constituyentes, más bien es la demostración del espíritu 
reaccionario de los miembros que componen la Asamblea Nacional, que difiere de los principios 
que buscaba la Asamblea constituyente de Montecristi en el año 2008.     
 
                         Continúa Juan Montaña (2012. Págs. 217, 218) en la obra ya mencionada que, 
Si no existiera tal designio legislativo es obvio que la facultad de la Corte 
Constitucional de interpretar de forma vinculante y con autoridad la 
Constitución debería estar regulada antes del control abstracto de 
constitucionalidad, tal cual hace el artículo. 436 de la Constitución pues está 
claro que la capacidad hermenéutica es la facultad más importante de un 
tribunal encargado de garantizar la supremacía de la Constitución. La 
desconfianza del legislador hacia la institución y sus efectos y el cambio de 
jerarquía respecto de la inicialmente establecida por el constituyente, es 
comprensible como una reacción institucional y una defensa extemporánea de 
las prerrogativas y fueros que en vigencia del antiguo régimen tenía la función 
legislativa como única instancia de interpretación de la Constitución. Lo que 
dice el texto de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional es más elocuente que su literalidad. El mensaje del legislador 
en este apartado de la ley es un claro rechazo a la revolución jurídica 
institucional y el cambio de paradigma estatal que se impulsa desde la 
constituyente. La función legislativa tiene todavía focos de reacción y 
resistencia al interior de la nueva asamblea nacional, cuyos miembros o la 
mayoría de ellos (si se analiza su comportamiento a la luz de las decisiones 
tomadas en relación con la regulación legal de la acción de interpretación), 
todavía no acaban de sintonizar con la nueva forma del Estado y con la 
posición subordinada que tiene la función legislativa respecto de la 
Constitución y sus mandatos. 
 
Esto demuestra de que, cada quien va por su lado, y más bien se ve con claridad que en la 
Asamblea Nacional no están por la labor de cambiar esas viejas estructuras del pasado, con la 
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nueva forma de Estado y con la posición subordinada que tienen todos los poderes del estado y 
en este caso la legislatura con la Constitución, y lo demuestran al crear esta ley como un claro 
rechazo a la revolución jurídica institucional, al cambio de paradigma estatal que fue impulsada 
por el Constituyente, ese es al menos al criterio del autor sobre la creación de la ley 
interpretativa de la constitución por parte de quienes conformaban la Asamblea nacional al 
momento de su aprobación por parte del legislativo. Esto es al menos lo que expresa el artículo 
436 de la Constitución de que la Corte Constitucional es la máxima instancia de interpretación, 
y garantizar la supremacía de la de la Constitución cosa que no hizo la Asamblea Nacional, más 
bien existió una desconfianza hacia la institución a los efectos y cambios jerárquicos que en sus 
inicios estableció la constituyente el texto de la ley Orgánica de Garantías Constitucionales y 
Control Constitucional es más elocuente que su literalidad, el mensaje dado por la Asamblea 
Nacional en lo que a esta garantía constitucional se refiere, es un claro rechazo a la revolución 
jurídica institucional y al cambio de paradigma estatal que se impulsó desde la constituyente, 
aún se observa en la Asamblea focos de reacción y resistencia que todavía no acaban de 
sintonizar  con la nueva forma de Estado, y con la subordinación de todos los poderes del 
Estado le deben a la Constitución. 
 
2.3. Objeto de la Acción Extraordinaria de Protección 
     
La Ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional sobre el objeto que tiene 
la acción extraordinaria de protección establece de manera clara que busca proteger tanto los 
derechos constitucionales y las reglas del debido proceso.  
      
                         Como ya se había expresado el artículo 58 de la ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional sobre el objeto establece lo siguiente, 
Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección 
de los derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos 
definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado 
por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución. 
   
Como ya habíamos señalando anteriormente que: en la mencionada Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional en el Capítulo VIII que trata sobre la acción 
extraordinaria de protección encontramos que sobre dicha garantía empieza desde el Art. 58 y 
hasta el Art. 64 y que se refieren en primer lugar Art. 58., sobre el Objeto la acción 
extraordinaria es la protección de los derechos constitucionales y el debido proceso, luego 
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tenemos la Legitimación Activa Art. 59. Termino para accionar Art. 60. Requisitos Art. 61. 
Admisión Art.62. Sentencia Art. 63, y Sanciones Art. 64.               
 
Por tanto el objeto de la acción extraordinaria de protección es proteger derechos 
constitucionales y el debido proceso vulnerados por jueces o tribunales de justicia, que se lo 
deberá plantear ante el único organismo encargado del control de constitucionalidad en el país, 
para el caso es la Corte Constitucional, y luego de haber agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios que exige la Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control de Constitucionalidad.       
 
                         Por su parte el tratadista Luis Cueva Carrión (2012.pág. 60) en su obra la 
Acción Constitucional Extraordinaria de Protección manifiesta que, La Acción 
Extraordinaria de Protección, tiene un objeto preciso y bien determinado por 
nuestra normatividad jurídica; la protección de los derechos reconocidos por 
la Constitución y el debido proceso. Esta protección se hace efectiva, mediante 
esta acción, cuando en sentencias o en autos definitivos se les hubiere violado 
en cualquier forma. Esta acción constitucional extraordinaria de protección 
tiene como objeto fundamental reparar las violaciones cometidas por los 
órganos judiciales del Estado ecuatoriano contra derechos reconocidos por la 
Constitución cuando se hubieren agotado todos los recursos ordinarios o 
extraordinarios porque ya no es posible su reparación dentro de la misma 
línea jurisdiccional a la que se acusa de tal violación; de aquí dimana su 
carácter excepcional que caracteriza a esta acción. 
 
Por lo que podemos manifestar que: del estudio realizado tanto al derecho constitucional y muy 
particularmente de la acción extraordinaria de protección, se puede aseverar que el objeto básico 
y fundamental de esta garantía constitucional, de acuerdo al Art. 1 de nuestra Constitución de la 
República al denominarse como Estado constitucional de derechos y justicia social, lo que hace, 
es velar por que los derechos fundamentales de los ciudadanos así como del debido proceso se 
encuentren debidamente garantizados y protegidos por el Estado, ante violaciones de derechos 
reconocidos en la Constitución y tratados internacionales de derechos humanos debidamente 
reconocidos por el Ecuador, vulneraciones a los derechos realizados por parte de jueces y 
tribunales, para lo cual el ciudadano cuenta con esta acción para demandar la violación de sus 
derechos, que lo tramitara ante la Corte Constitucional una vez cumplidos los requisitos tales 
como haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios.        
  
La Ley Orgánica de Garantías jurisdiccionales y Control Constitucional determina el objeto de 
la acción extraordinaria de protección abarca:  
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El jurista Francisco José Bustamante Romoleroux (2013. Pág. 144, 145) en la 
obra Manual de Justicia Constitucional manifiesta que, La protección de 
derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, 
resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución” En otras palabras, el fin 
“de la acción extraordinaria de protección radica en la defensa de los 
derechos constitucionales y las normas del debido proceso ante su 
vulneración, a través de sentencias o autos firmes o ejecutoriados. Sin 
embargo el hecho que a través de esta garantía se puedan revisar sentencias o 
autos que ponen fin a un proceso ha ocasionado que se la mal interprete y se 
la llegue a utilizar como un medio de impugnación adicional, fuera de la 
justicia ordinaria y así elimina la predictibilidad que debe tener el derecho en 
un Estado de derecho, introduciendo por la puerta de atrás el subjetivismo y la 
arbitrariedad en las decisiones judiciales, entre otros argumentos en contra 
que ha recibido esta garantía jurisdiccional. 
 
En definitiva como ya hemos analizado, la acción extraordinaria de protección protege derechos 
constitucionales y el debido proceso cuando se hayan vulnerado los mismos por acción u 
omisión por parte de los operadores de justicia en sentencias o autos definitivos y resoluciones 
con fuerza de sentencia. Pero lo que ha ocasionado las críticas de quienes no están conformes 
con la existencia de esta garantía constitucional ha hecho que se mal interprete y se la considere 
como un recurso con el que se pueden revisar aspectos meramente formales o como un medio 
de impugnación adicional fuera de la justicia ordinaria, introduciendo el subjetivismo y la 
arbitrariedad en las decisiones judiciales entre otros argumentos en contra que ha recibido y que 
además no tiene nada que ver con el espíritu para el que fue creada esta garantía constitucional. 
Lo cierto es que los ciudadanos tienen en esta garantía jurisdiccional una herramienta para 
defender sus derechos que se han visto conculcados por los operadores judiciales, por su parte la 
Corte Constitucional tiene la facultad de control constitucional de esas decisiones de los jueces 
o tribunales, pero tan solo va a revisar si ha existido violaciones a los derechos constitucionales 
o el debido proceso, específicamente en el ámbito constitucional que es su competencia, de 
ninguna forma revisa asuntos de mera legalidad, razón está por la que de ninguna forma se la 
puede considerar como una instancia adicional a las ya existentes en la vía jurisdiccional 





2.4. Características de la Acción Extraordinaria de Protección 
      
                         La autora María Mercedes Lema (2012.pág. 132) en la obra Apuntes de 
Derecho Procesal Constitucional determina que, Independencia. No guarda 
relación procesal con respecto a otras garantías jurisdiccionales tales como la 
acción de protección, ni resuelve sobre los asuntos litigiosos que motivaron un 
proceso en la jurisdicción ordinaria. Excepcionalidad. Toda vez que solo 
procede contra determinadas actuaciones judiciales, y bajo el cumplimiento de 
ciertos requisitos de procedibilidad establecidos por la misma norma 
constitucional. Especialidad. Porque solo puede ser activada respecto de la 
vulneración de derechos constitucionales, producidos por acción u omisión. 
Residualidad. Porque únicamente cabe cuando se han agotado todos los 
mecanismos ordinarios y extraordinarios de impugnación de las decisiones 
jurisdiccionales cuestionadas.  
 
La doctora Lema considera que: la acción extraordinaria de protección, es independiente, 
porque no tiene relación procesal con respecto a otra garantía jurisdiccional. Goza de 
excepcionalidad, porque procede contra determinadas actuaciones judiciales y bajo el 
cumplimiento de ciertos requisitos de procedimiento establecidos tanto en la Constitución como 
en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. También goza de 
especialidad, porque solo es activada cuando se ha violado las reglas del debido proceso y 
derechos constitucionales por acción u omisión. Goza de residualidad porque únicamente cabe 
cuando se han agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios de impugnación de 
decisiones judiciales cuestionadas por las partes en conflicto.        
 
El Constitucionalista doctor José García Falconí (2008. Pág. 164, 165) en su obra La Corte Constitucional 
y la Acción Extraordinaria de Protección en la nueva Constitución política del Ecuador considera que esta 
garantía debe ser:  
 
“Entre otras son, la sencillez, rapidez, y efectividad. 
Sencillez, esto es el mayor o menor complejidad del Procedimiento. 
Rapidez, mayor o menor duración del proceso. 
Efectividad, es una combinación de las dos anteriores, pero hay que tener en 
cuenta que se orienta al resultado del proceso. En esta clase de acciones el 
juez constitucional desplaza al juez ordinario, cuando este haya dictado 
sentencias autos, o resoluciones definitivas en los que se haya violado por 
acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución o en Tratados 
Internacionales sobre Derechos Humanos vigentes en el país o reglas del 
Debido Proceso. 
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La doctor García considera que: la acción extraordinaria de protección debe tener estas 
determinadas cualidades de ser sencilla rápida y efectiva porque solo de esta forma estaría 
cumpliendo con la finalidad para la que fue creada de ser una garantía constitucional, debe ser 
sencilla porque no debe ser compleja, ser rápida en tiempo, porque quienes la utilizan ya han 
pasado mucho tiempo en las diferentes etapas del proceso, además porque no se fija en aspectos 
de pura legalidad, sino más bien en violación de derechos fundamentales y el debido proceso, y 
debe ser efectiva porque dará la razón a quien en realidad la tenga, por ello es que el juez 
constitucional desplaza al juez ordinario al haber dictado sentencias autos o resoluciones con 
fuerza de sentencia violatorias a derechos fundamentales que se encuentran debidamente 
reconocidos en la Constitución así como en instrumentos internacionales de derecho humanos, 
solamente ahí cuando se han cumplido estos requisitos, es cuando se puede utilizar esta  
garantía jurisdiccional constitucional.       
 
                         El doctor José García Falconí (2008. Págs. 165, 166) en la antes mencionada 
obra expresa que, La Corte Nacional de Justicia de acuerdo a la nueva 
Constitución de 2008, es el máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordinaria y su 
autoridad se desarrolla a través de sus Salas especializadas; Salas que 
actualmente están sujetas al principio de la diversidad igualitaria, esto es que 
cada Sala es separada, es independiente de las restantes, pues los asuntos 
encomendados a cada una de las Salas son diferentes de las asignadas a las 
demás, de tal modo que consultan y resuelven su propia especialidad. Hay que 
tener en cuenta que la calidad de máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria, 
que corresponde a la Corte nacional de Justicia se comunica a cada una de 
sus Salas, pues es a través de ellas que se ejerce tal condición, de tal manera 
que ninguna Sala, ni siquiera el Pleno de la Corte Nacional de Justicia, 
detenta respecto de otra jerarquía o precedencia alguna, ni puede interferir en 
su autonomía. La acción extraordinaria de protección se la debe utilizar como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, por la supuesta 
violación de un derecho constitucional por acción u omisión en una sentencia 
o auto definitivo dictado por las Salas de la Corte Nacional de Justicia o por 
los jueces, anotando que el examen de cualquier sentencia judicial no debe 
ignorar que debe privilegiar el derecho sustancial por cuanto este constituye el 
fin principal de la Administración de Justicia, de tal manera que la validez de 
una decisión judicial de carácter procesal debe necesariamente juzgarse a 
partir del problema de fondo del derecho sustantivo a cuya resolución ella se 
enderece.    
 
El mencionado autor doctor García considera que: al referirse sobre las garantías 
jurisdiccionales que  la Constitución de 2008 concede a la Corte Nacional de Justicia la calidad 
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de máximo órgano de justicia ordinaria su autoridad y funcionamiento se desarrolla a través de 
salas especializadas en las diferentes ramas del derecho, de acuerdo al principio de diversidad 
igualitaria, ninguna Sala, ni siquiera el Pleno de la Corte Nacional de Justicia, detenta respecto 
de otra jerarquía o precedencia alguna, ni puede interferir en su autonomía, es decir todas las 
salas en sus decisiones y resoluciones son autónomas e independientes unas de otras, nadie 
puede interferir y mucho menos incidir o influir en dicha autonomía e independencia.   
 
Por otro lado hace referencia a que la acción extraordinaria de protección se la debe utilizar 
como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, por la supuesta violación 
de un derecho constitucional o del debido proceso por acción u omisión en sentencia auto 
definitivo o resolución con fuerza de sentencia emitido y dictado por las Salas de la Corte 
Nacional de Justicia o por los jueces, enfatizando que la revisión de cualquier sentencia no debe 
ignorar que se debe privilegiar el derecho sustancial porque constituye el fin primero y último 
de la administración de justicia de manera que una decisión debe juzgarse a partir del problema 
de fondo del derecho sustantivo.  
        
Por su parte el doctor Luis Cueva Carrión (2012. Pág. 63) en su obra la Acción Constitucional 
Extraordinaria de Protección dice sobre las características de esta garantía constitucional que: 
 
La acción constitucional extraordinaria de protección presenta las siguientes 
características:  
a) Es constitucional; 
b) Es extraordinaria 
c) Procede luego de agotados los recursos ordinarios y extraordinarios; 
d) Protege los derechos reconocidos en la Constitución cuando hubieren sido 
violados; 
e) La violación debe haberse producido en sentencias definitivas, en autos 
definitivos o en resoluciones con fuerza de sentencia; 
f) Debe ser presentada por quien tenga legitimación activa; y,  
g) La competencia para conocer esta acción la tiene la Corte Constitucional.       
 
De otra parte el doctor Cueva considera que: la acción extraordinaria de protección es 
constitucional porque se encuentra preestablecida en la Constitución, es extraordinaria de 
protección porque se diferencia de la acción ordinaria de protección así como sus requisitos, 
porque deben agotarse los recursos ordinarios y extraordinarios, porque protege derechos 
fundamentales, porque la violación de derechos deben haberse producido por acción u omisión 
en sentencias autos y resoluciones con fuerza de sentencia, se debe tener legitimación activa y la 
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competencia la tiene la Corte Constitucional como único órgano encargado del control de 
constitucionalidad.          
 
2.5. Función de la Acción  
      
                         La autora Carmen Estrella (2010. Pág. 75) en su tesis Programa de maestría 
Mención en derecho Constitucional de la Universidad Andina Simón Bolívar 
manifiesta que, Si el objetivo principal de la acción extraordinaria de 
protección es ofrecer una garantía de derechos y proporcionar un medio de 
respuesta frente a la vulneración de los mismos en las causas en la justicia 
ordinaria por acción u omisión de los jueces, esta no es su única función, pues 
existe otra que trasciende la solución del caso concreto, cual es la de 
coadyuvar a la aplicación de los preceptos constitucionales que consagran los 
derechos humanos, mediante el control que la Corte realice a las decisiones 
judiciales presentadas a su conocimiento y resolución por vulneración de 
derechos. Con la resolución de una causa que tutele derechos vulnerados, la 
Corte no solo preservará o restablecerá derechos y evitará la arbitrariedad 
judicial por falta de corrección de errores en los procesos ordinarios mediante 
los recursos que deben constituir el escenario ideal para la protección de 
derechos, sino que, mediante el ejercicio interpretativo que la Constitución le 
faculta realizar, determinará la forma en que deberá actuarse en situaciones 
similares. 
 
La autora Estrella manifiesta que: la acción extraordinaria de protección ofrece una garantía de 
defensa de los derechos proporcionando una respuesta frente a la vulneración de estos, por parte 
de los jueces y tribunales además no siendo esta la única y exclusiva función de la acción 
extraordinaria, coadyuva en la aplicación del texto constitucional consagrado en la Declaración 
Universal de los Derechos del hombre y del ciudadano, por medio del control que la Corte 
Constitucional realiza a las decisiones judiciales que conozca. Con la resolución de un proceso 
que vulnere derechos, el máximo organismo de control de constitucionalidad en el Ecuador no 
solo preservará y restituirá derechos violentados la Corte Constitucional evitará la arbitrariedad 
judicial, y al mismo tiempo está interpretando la constitucionalidad de las normas, determinará 
así mismo la forma en que deberá actuarse en casos y situaciones similares, utilizando los 
mismos mecanismos que ya se desarrollaron con anterioridad.    
 
                         Así mismo Carmen Estrella (2010.pág. 68) de la mencionada obra dice que, 
En tanto los jueces y tribunales podrían sostener distinta interpretación sobre 
el alcance de una disposición constitucional relativa a derechos de las 
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personas, más aún, cuando la nueva Carta Fundamental tiene fuerte 
orientación garantista de derechos y definitivamente carácter de norma 
directamente aplicable, coincidiendo con el criterio de Mauricio García y 
Rodrigo Uprimy, se puede concluir en la necesidad de la existencia de un 
órgano que asegure la unificación de la interpretación de los derechos 
humanos que, a la vez, garantice la seguridad jurídica y la coherencia del 
sistema jurídico al permitir que exista una unificación en el entendimiento del 
alcance de los derechos humanos, de ahí la viabilidad de un tribunal que diga 
la última palabra sobre el sentido y alcance de los derechos, es por ello que 
“la supremacía de la interpretación del tribunal constitucional es la 
consecuencia lógica de la supremacía de la constitución y de la necesidad de 
unificar su interpretación”. Esto no significa que para admitir la acción deba 
existir siempre un precedente, sino una interpretación acorde con la 
Constitución. La fijación de pautas y criterios que deben observar los jueces 
en cuanto a los derechos reconocidos constitucionalmente es, pues, la función 
más amplia que esta acción está llamada a desempeñar, al garantizar la 
unidad interpretativa de los derechos. En efecto, como señala Pablo Pérez 
Tremps, “(…) cualquier actuación opuesta a dicha interpretación y en su caso, 
las sentencias de los tribunales ordinarios, que pudieren confirmar esta 
actuación, acabarán quedando sin efecto al poder ser recurridos ante el 
Tribunal Constitucional. 
 
La misma autora señala además que: la necesidad de un órgano que asegure la unificación de la 
interpretación constitucional en materia de derechos humanos ese órgano es la Corte 
Constitucional que aparte de tener la última palabra en interpretación constitucional a la vez, 
garantice la seguridad jurídica y la coherencia del sistema jurídico al permitir que exista una 
unificación en el entendimiento del alcance de los derechos humanos por ello que, la 
supremacía de interpretación de la Corte Constitucional es la consecuencia lógica de la 
supremacía de la constitución y de la necesidad de unificar la interpretación.  Los criterios que 
deben observar los jueces en cuanto a los derechos reconocidos constitucionalmente es la 
función más amplia que esta acción está llamada a desempeñar, al garantizar la unidad 
interpretativa de los derechos constitucionales. 
 
Además Carmen estrella (2010. Págs. 76, 77 y 78) de la mencionada tesis 
manifiesta que, Mediante esta garantía que protege de manera definitiva 
derechos que fueren vulnerados por operadores de la justicia ordinaria, se 
podrán reducir las probabilidades de demandas al Estado ecuatoriano ante 
organismos internacionales de derechos humanos por falta de protección de 
los mismos. En efecto, la Corte Americana en su jurisprudencia, como 
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manifiesta Gozaíni, sostiene que cada Estado tiene un deber de cumplimiento 
que supone acciones positivas y en el que las omisiones son causales de 
responsabilidad, así como las violaciones a los principios que en cada caso 
enumera; en relación al debido proceso, varias son las sentencias en las que 
ha determinado responsabilidad estatal. Cabe señalar finalmente que la 
Constitución de la República, prevé, de manera expresa, las consecuencias de 
violaciones de derechos en procedimientos judiciales, así como su reparación, 
lo que, como se prevé anteriormente, reducirá las posibilidades de que el 
Estado sea objeto de queja o denuncia internacional, concretamente ante la 
Corte Interamericana de Derechos, en el marco de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, de la que el Ecuador es Estado Parte, objetivo hacia el 
cual coadyuva la acción extraordinaria de protección. “El Estado será 
responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido 
proceso”. A continuación el quinto inciso prevé: “Cuando una sentencia 
condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que 
haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la 
responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, 
administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos”. 
 
La acción extraordinaria de protección como garantía jurisdiccional en el Ecuador y protectora 
de derechos fundamentales violentados por jueces o tribunales de la justicia ordinaria, vendrá a 
por un lado proteger los derechos constitucionales de los ciudadanos, por otro lado reducirá las 
demandas al Estado ecuatoriano por violación de derechos fundamentales ante organismos 
internacionales de derechos humanos como La Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
los que el Ecuador es Estado Parte. Además de las sanciones por violaciones a derechos 
reconocidos en la constitución en procedimientos judiciales así como su reparación fijando para 
ello el derecho de repetición contra los operadores de justicia. Así el artículo 11 numero 9 inciso 
cuarto prevé el “Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo 
injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial 
efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso”  por su parte el 
quinto inciso dispone que “Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el 
Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada 
la responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 
judiciales, se repetirá en contra de ellas o ellos. 
 
                         El tratadista José Francisco Bustamante Romeleroux (2013. Págs. 139, 140) 
en la obra Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana expresa que, La 
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Constitución expedida en el 2008 ha desarrollado una importante cantidad de 
derechos y los relaciona con el buen vivir como modelo de desarrollo, con el 
afán de tutelar adecuadamente estos derechos, la Norma Fundamental 
incorpora una serie de garantías  constitucionales entre las que encontramos 
las garantías normativas, de políticas públicas, servicios públicos y 
participación ciudadana y jurisdiccionales. Y al verse ampliado el tipo de 
acciones al que los ciudadanos pueden acudir para la protección de sus 
derechos constitucionales se puede afirmar que las garantías jurisdiccionales 
entre ellas la acción extraordinaria de protección constituyen “la posibilidad 
de ejercer el derecho de acción para lograr la tutela judicial efectiva de los 
derechos a través de una serie de instrumentos procesales que dentro del 
sistema jurídico estatal cumplen la función de la tutela directa de los derechos 
constitucionales. De esta forma el accionar de estos mecanismos 
jurisdiccionales pretende proteger derechos constitucionales y derechos 
recogidos en instrumentos internacionales de derechos humanos mediante la 
declaración de vulneración de un derecho y la debida reparación del mismo. 
Por lo que se colige que a través de las garantías jurisdiccionales, no se busca 
únicamente cesar la vulneración del derecho sino la reparación integral de los 
mismos, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional que de manera general prevé que esta “procurará que 
la persona o personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el 
derecho de la manera más adecuada y posible y que se restablezca a la 
situación anterior a la violación.           
 
Por su parte el doctor Francisco Bustamante manifiesta que: la acción extraordinaria de 
protección como garantía constitucional prescrita en la Constitución de 2008, lo relaciona con el 
buen vivir de los ciudadanos, nos conduce a ejercitar el derecho de acción para lograr la tutela 
judicial efectiva de los derechos por parte de los jueces lo que está estrechamente relacionado 
con el papel que cumplen los funcionarios judiciales en las democracias contemporáneas.  
 
El Juez en el contexto ecuatoriano cumple un papel muy importante ahora es el protagonista de 
la acción del estado porque existen en la actualidad garantías constitucionales muy 
sobresalientes que van en beneficio y por tanto a facilitar la vida de los ciudadanos, tales como; 
la acción de medidas cautelares, la acción de protección, la acción de medidas cautelares 
autónomas, la acción de acceso a la información pública, el hábeas corpus, hábeas data, la 
acción extraordinaria de protección, la acción por incumplimiento y la acción de 
incumplimiento de sentencias y dictámenes constitucionales de esta forma estos mecanismos 
jurisdiccionales protegen derechos constitucionales y derechos recogidos en instrumentos 
internacionales de derechos humanos mediante la declaración de vulneración y su debida 
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reparación, de tal manera que con esta y las demás garantías jurisdiccionales no solo se busca 
cesar la vulneración de un derecho sino también la reparación integral del derecho conculcado. 
Además la acción extraordinaria de protección como garantía jurisdiccional constituye la 
posibilidad de ejercer el derecho de acción, de defensa y lograr así la tutela judicial efectiva de 
los derechos, esto se lo logra a través de una serie de instrumentos procesales que dentro del 
sistema jurídico nacional cumplen funciones por conseguir la tutela directa de los derechos 








LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN EN LA 
LEGISLACIÓN COMPARADA 
 
3.1. Contexto Constitucional y de Derecho Internacional en que se crea la Acción 
Extraordinaria de Protección 
 
     Como hemos tratado al inicio de este trabajo sobre el origen y antecedentes históricos de los 
derechos y garantías impuestas, de acuerdo a las necesidades de la sociedad de aquel momento, 
como sabemos se inició en Roma pasando por el derecho Ingles donde tuvo un agresivo reclamo 
por parte de los nobles que eran afectados con las decisiones del Rey. Luego a Constituciones 
norteamericanas para finalmente llegar a Latinoamérica. Pero esto no ha sido el fin 
continuamente se ha ido avanzando en la evolución de los derechos y garantías en tratados y 
declaraciones que los estados firman en las diferentes regiones del mundo como el caso del 
“Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de 
1950, la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos o también denominado Pacto de San José de Costa Rica de 1969”, otras que rigen 
a nivel Universal como la “Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales”. 
      
La jurista Carmen Estrella (2010. Pág. 10, 11) en su tesis Programa de Maestría 
en derecho Mención en Derecho Constitucional de la Universidad Andina 
Simón Bolívar dice que, La Constitución de la República incorpora una nueva 
garantía de derechos denominada acción extraordinaria de protección, 
orientada a tutelar los derechos que resulten vulnerados en procesos judiciales 
resueltos por los jueces y tribunales en su actividad jurisdiccional. La 
inclusión de esta acción en el sistema de garantías de derechos, diseñado por 
la Constitución de la República, suscitó fuertes críticas, fundamentalmente 
desde sectores de la Función Judicial, la academia y la abogacía por 
considerar que se trataba de una intromisión en las actividades 
jurisdiccionales que deben ser desarrolladas con total independencia y por el 
resquemor de que la creada garantía pudiere convertirse en una nueva 
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instancia. No resulta extraño que la innovación realizada por la Carta 
Fundamental cause estas reacciones si se tiene en consideración que la acción 
del Órgano de Control de Constitucionalidad va a incursionar en ámbitos que 
antes estuvieron limitados exclusivamente al cumplimiento de la ley, como es 
la actuación de los jueces en las causas puestas a su conocimiento y decisión; 
no obstante, dicha reacción es natural en tanto que es expresión de un 
recurrente temor al cambio.    
 
La doctora Carmen Estrella señala que: un nuevo mecanismo de garantías y protección de 
derechos exige conocer el marco jurídico nacional e internacional en el que se crea, los 
antecedentes que la originaron, el debate en torno a su creación, así como las experiencias en 
otras legislaciones, a fin de contar con elementos que permitan comprender su naturaleza y 
funcionamiento. En Ecuador se crea la acción extraordinaria de protección, orientada a tutelar 
los derechos que resulten vulnerados en procesos judiciales resueltos por los jueces y tribunales 
en su actividad jurisdiccional.  
      
La inclusión de la acción extraordinaria de protección en el sistema de garantías de derechos, 
ocasionó críticas, desde sectores de la Función Judicial, la academia y la abogacía porque se 
trataba decían de una intromisión en las actividades jurisdiccionales que deben ser desarrolladas 
con total independencia y por el resquemor de que la creada garantía pudiere convertirse en una 
nueva instancia. Es normal que la innovación realizada en la Carta Fundamental cause 
reacciones si se tiene en consideración que la acción del Órgano de Control de 
Constitucionalidad va a incursionar en ámbitos que antes estuvieron limitados exclusivamente al 
cumplimiento de la ley, no obstante, dicha reacción es natural en tanto que es expresión de un 
recurrente temor al cambio. 
 
3.2. La Tutela sobre sentencias en Colombia 
      
La web es.wikipedia.org/wiki/acción_de_tutela sobre la Tutela en Colombia 
manifiesta que, La acción de tutela es el mecanismo previsto en el artículo 86 
de la Constitución Política de Colombia vigente, que busca proteger los 
Derechos constitucionales fundamentales de los individuos "cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública", es decir al no haber otro recurso para hacerlos 
cumplir o en el caso de que exista peligro inminente.  
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Definición de acción de tutela.- Es la garantía constitucional, del derecho que 
tiene toda persona a la protección judicial de sus derechos fundamentales a 
través de un recurso efectivo. 
      
La constitución señala claramente que: "La protección consistirá en una orden 
para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de 
hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante 
el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional 
para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
      
Plazo.- "En ningún caso podrán transcurrir más de diez días hábiles entre la 
solicitud de tutela y su resolución, en todo caso el mecanismo de tutela siempre 
es preferente y goza de prelación frente a otras actuaciones judiciales. 
      
Marco legal de la acción de tutela.- El marco legal se basa en el Decreto 
extraordinario 2591/91 de Colombia, el cual trata del reglamento para el 
ejercicio de la acción de tutela. 
      
De lo expuesto podemos señalar en resumen lo siguiente: la acción de tutela se encuentra 
establecida en la Constitución Política de Colombia en el artículo 86, busca proteger derechos 
fundamentales de los ciudadanos si estos resultan vulnerados o amenazados por acción u 
omisión de autoridad pública. Se encuentra definida como garantía constitucional, del derecho 
que tiene toda persona a la protección judicial de sus derechos. La protección consiste en una 
orden para aquel respecto de quien se solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo 
será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente, este lo remitirá a la 
Corte Constitucional para su revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. El plazo para interponerla es de 10 días hábiles entre la 
solicitud de tutela y su resolución, la tutela siempre es preferente y goza de prelación. Sobre el 
marco legal, está el decreto extraordinario 2591/de Colombia.  
 
La misma web expresa que él, Objeto de la acción de tutela.- Según el artículo 
1 del Decreto 2591 de 1991, toda persona tendrá derecho a la acción de tutela 
para reclamar ante los jueces en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quieran que estos resulten vulnerados por la acción u 
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omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que 
señale este decreto. Todos los días y horas son hábiles para interponer la 
acción de tutela, siendo este un mecanismo preferente y residual. Derechos 
protegidos por la acción de tutela.- Según el artículo 2, del Decreto 2591 se 
garantizan los derechos fundamentales. Cuando una decisión de tutela se 
refiera a un derecho no señalado expresamente por la constitución como 
fundamental, pero cuya naturaleza permita su tutela para casos concretos, la 
corte constitucional le dará prelación en la revisión en esta decisión. Protege 
los derechos humanos ratificados por Colombia. Según la Corte 
Constitucional de Colombia, el que un derecho sea fundamental no se puede 
determinar sino en cada caso en concreto, según la relación que dicho caso 
tenga con uno u otro derecho fundamental; es decir, la Constitución no 
determina de una manera clara cuáles son los derechos fundamentales, de tal 
manera que como tales no se puede considerar únicamente a los que la 
Constitución de 1991 enuncia en el Capítulo I del Título II. 
 
El objeto el artículo 1 decreto 2591/de 1991, toda persona tendrá derecho a la acción de tutela 
para reclamar ante los jueces en todo momento y lugar mediante un procedimiento preferente y 
sumario por sí mismo o por quien actúe en su nombre la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales  cuando resulten vulnerados por acción u omisión de cualquier 
autoridad pública o de particulares, todos los días y horas son hábiles para interponer la acción 
de tutela siendo este un mecanismo preferente y residual. La tutela fue instaurada como una 
acción, no como un recurso, que se ejerce por la violación de un derecho fundamental ante 
cualquier juez de la República. Es un mecanismo sencillo, sin mayores consideraciones 
técnicas, al punto que se puede invocar oralmente y, como es de su esencia, sin abogado. 
 
                                                   Finalmente esta web sobre las características de la acción de tutela 
manifiesta que, Características de la acción de tutela.- Los caracteres 
distintivos que ofrece la acción de tutela son: 
- Subsidiaria o residual: Porque solo procede cuando no se dispone de otro 
medio de defensa judicial.        
-  Inmediata: Porque su propósito es otorgar sin dilaciones la protección 
solicitada. 
- Sencilla o informal: Porque no ofrece dificultades para su servicio. 
- Específica: Porque se contrae a la protección exclusiva de los derechos 
fundamentales. 
-  Eficaz: Porque en toda caso exige del juez un pronunciamiento de fondo 
para         conceder o negar el amparo del derecho. 
- Preferente: Porque el juez la tramitará con prelación a otros asuntos, salvo 
la acción de habeas corpus. Los plazos son perentorios e improrrogables. 
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- Sumaria: Porque es breve en sus formas y procedimientos.  
 
Las características de la acción de tutela colombiana: es subsidiaria y residual, porque no se 
dispone no existe en la legislación colombiana otro medio de defensa judicial; es inmediata, 
porque su propósito es otorgar sin dilaciones ni retardo alguno la protección de derechos 
fundamentales; es sencilla o informal, porque no ofrece dificultades por el contrario ofrece 
muchas facilidades para que los ciudadanos puedan acceder a ella; es específica, porque se 
contrae a la protección única y exclusiva de los derechos fundamentales; es eficaz, porque exige 
del juez un pronunciamiento de fondo para conceder o negar el amparo del derecho; es 
preferente, porque el juez lo tramitará con prelación a otros asuntos salvo la acción de hábeas 
corpus; es sumaria, porque es breve en sus formas y procedimientos. La acción de tutela es 
considerada la más efectiva herramienta de defensa de los derechos fundamentales y el 
mecanismo más popular y más invocado de la Constitución de 1991. A partir de su aparición se 
convirtió rápidamente en una medida de uso común, en el mayor hito de la nueva Constitución 
y, a la vez, en el mecanismo que dio a conocer masivamente la Carta Política y la acercó, como 
ninguna otra en la historia, a todos los colombianos. Los jóvenes se enfrentaron por esta vía al 
poder de los colegios, logrando por primera vez ser sujetos de derechos y colocando fin a los 
abusos que los planteles educativos ejercían ante, los otrora, indefensos estudiantes. Niñas en 
embarazo no volvieron a ser expulsadas, jóvenes de pelo largo reclamaron por su libre 
desarrollo de la personalidad, campesinos e indígenas derrotaron a los que parecían imbatibles 
terratenientes y acaudalados empresarios. 
             
3.3. La Acción de Amparo en el Perú 
 
La web http://es.wikipedia.org/wiki/recurso_de_amparo#Per.C3.BA manifiesta 
que, En Perú, el amparo está regulado como un proceso constitucional (en el 
artículo 200 inciso 2 de la Constitución, dentro del Título V: Garantías 
Constitucionales), y procede contra cualquier autoridad, funcionario, y 
además contra particulares. Para que el amparo pueda ser utilizado como 
mecanismo de protección de derechos fundamentales, se tienen que agotar las 
vías previas (administrativa) y paralela (judicial), salvo ciertas excepciones 
establecidas en la ley, concretamente en el Código Procesal Constitucional. 
Así, se considera un amparo residual. 
 
En nuestro vecino del sur: la legislación peruana existen varios aspectos a resaltar en 
comparación con nuestra legislación: primero que la acción de amparo está establecido en la 
Constitución artículo 200 numeral 2, (en nuestro caso ecuatoriano la acción extraordinaria de 
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Protección artículo 94 y 437 de la Constitución), el amparo se encuentra regulado en el Código 
Procesal Constitucional CPC, (en nuestro caso la acción extraordinaria de protección se 
encuentra regulado por la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
LOGJCC), el amparo procede contra cualquier autoridad, funcionario o particulares, es decir va 
contra personas que desempeñan funciones públicas administrativas o autoridades, incluso 
contra particulares, (en cambio en el derecho ecuatoriano el artículo 94 de la Constitución 
expresa: la acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias autos definitivos en 
los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, es decir 
va contra los jueces y tribunales de justicia que hayan violado derechos fundamentales, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional). Otro aspecto importante es que, mientras en el Código 
Procesal Constitucional CPC dice: que para que el amparo pueda ser utilizado como mecanismo 
de protección de derechos fundamentales se tiene que agotar las vías previas (administrativas) y 
paralela (judicial).  
 
Aunque el Código Procesal Constitucional, CPC, regula la acción de amparo, a la que denomina 
proceso constitucional. En relación a la procedencia del amparo contra decisiones judiciales, el 
primer inciso del artículo 4 del título II dispone: “el amparo procede respecto de resoluciones firmes 
dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso a la justicia y el 
debido proceso. Es improcedente cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo.” 
Como podemos apreciar lo que no menciona la Constitución Peruana lo expresa completándolo 
el Código Procesal Constitucional CPC.  
 
Mientras que (en nuestro ordenamiento jurídico expresa: Que el recurso procederá cuando se 
hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal. Se refiere 
única y exclusivamente a violaciones de derechos realizados en procesos judiciales donde 
participan los operadores judiciales, son los jueces y tribunales quienes provocan esa 
vulneración, además por eso se han determinado como garantías jurisdiccionales), y el caso del 
amparo, la Carta política expresa: que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier 
autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la 
Constitución, por su lado el artículo 4 del título II del Código Procesal Constitucional CPC, 
equipara a los jueces y no solo a las autoridades, disponiendo:  el amparo procede respecto de 
resoluciones firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, es decir, le 
hace similar a la acción extraordinaria de protección, solo cuando el Código Procesal 
Constitucional incluye a los jueces.             
                         Por su parte la jurista Carmen Estrella (2010. Pág. 50) en la tesis Programa de 
Maestría en Derecho. Mención en Derecho Constitucional de la Universidad 
Andina Simón Bolívar dice que, La Constitución de Perú consagra la acción 
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de amparo como garantía de derechos en el artículo 200: “Son garantías 
constitucionales: (…) 2. La Acción de Amparo, que procede contra el hecho u 
omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera 
o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, con excepción 
de los señalados en el inciso siguiente. No procede contra normas legales ni 
contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular. El Código 
Procesal Constitucional, CPC, regula la acción de amparo, a la que denomina 
proceso constitucional, igual que lo hace con otras garantías. En relación a la 
procedencia del amparo contra decisiones judiciales, el primer inciso del 
artículo 4 del título II dispone: “El amparo procede respecto de resoluciones 
judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, 
que comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente 
cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo. 
 
La acción de amparo peruano procede contra hecho u omisión de parte de cualquier autoridad 
que vulnere o amenace derechos reconocidos constitucionalmente, no procede contra normas 
legales ni resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular, él Código Procesal 
Constitucional lo regula y  lo denomina procedimiento constitucional, procede contra 
resoluciones judiciales firmes emitidas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que 
comprende el acceso a la justicia y el debido proceso artículo 4 título II.     
 
                         Dice también Carmen Estrella (2010.pág. 50, 51) en su tesis antes 
mencionada que, A diferencia del recurso de amparo español y de la tutela 
colombiana, mediante las que pueden impugnarse decisiones judiciales por 
vulneración tanto al derecho al debido proceso como a otros derechos, la 
acción de amparo peruano, por disposición del Código Procesal 
Constitucional, protege el derecho a la tutela procesal efectiva en sus dos 
componentes: el poder acceder a la justicia y a contar con un debido proceso, 
cuando resultan agraviados por resoluciones judiciales. El referido artículo 4 
del CPC considera la tutela judicial efectiva como la situación jurídica de una 
persona en la que se respetan los siguientes derechos: a) libre acceso al 
órgano jurisdiccional, b) a probar, c) de defensa, d) al contradictorio e 
igualdad sustancial en el proceso, e) a no ser desviado de la jurisdicción 
predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la 
ley, f) a la obtención de una resolución fundada en derecho, g) a acceder a los 
medios impugnatorios regulados, h) a la imposibilidad de revivir procesos 
fenecidos, i) a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las 
resoluciones judiciales y j) a la observancia del principio de legalidad 
procesal penal. 
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De lo expuesto podemos en resumen señalar que: a diferencia del recurso de amparo español y 
de la acción de tutela colombiana, por medio de las que se pueden impugnar decisiones 
judiciales por vulneración tanto al derecho al debido proceso como a otros derechos, la acción 
de amparo peruano, por disposición del Código procesal Constitucional, protege el derecho a la 
tutela procesal efectiva en sus dos componentes: el poder acceder a la justicia y a contar con un 
debido proceso, cuando resultan agraviados por resoluciones judiciales. Y la tutela Procesal 
Efectiva de acuerdo al artículo 4 del código procesal constitucional de la situación jurídica de 
una persona hace respetar sus derechos; a acceder a la justicia, a probar, a la defensa, al 
contradictorio e igualdad en el proceso, a no ser desviado de su jurisdicción ni sometido a 
procedimientos distintos a los prescritos en la ley, a obtener resolución fundada en derecho, a 
acceder a medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos concluidos, a 
la actuación adecuada y oportuna  de las resoluciones judiciales, y, a la observancia del 
principio de legalidad procesal penal.      
 
                         Además manifiesta Carmen Estrella (2010.pág. 51, 52) en su misma obra que, 
Se encuentra legitimado para interponer demanda de amparo el afectado, 
personalmente, o por representante procesal (artículos 38 y 39). El plazo para 
interponer una demanda contra resoluciones se inicia cuando la resolución 
queda firme, concluyendo treinta días hábiles después de la notificación de la 
resolución que ordena se cumpla lo decidido (artículo 44 CPC). De acuerdo a 
lo previsto en el artículo 45, el amparo sólo procede cuando se hayan agotado 
las vías previas; por consiguiente, tratándose de amparos contra resoluciones 
judiciales, se debe agotar los medios impugnatorios al interior del proceso 
correspondiente. La misma disposición señala que en caso de duda sobre el 
agotamiento de la vía previa se preferirá dar trámite a la demanda de amparo. 
La demanda se interpone ante la Sala Civil de turno de la respectiva Corte 
Superior de Justicia de la República, la que designa a uno de sus miembros, a 
quien le corresponde verificar los hechos referidos al presunto agravio. 
      
De esta manera está determinando que: está legitimado para demandar el amparo el afectado en 
forma directa o un representante procesal, el plazo para interponerlo se inicia cuando la 
resolución queda firme 30 días hábiles después de la notificación de la resolución,  artículo 44. 
El amparo solo procede cuando se hayan agotado las vías previas, por lo que se debe agotar los 
medios impugnatorios al interior del proceso. En caso de duda sobre el agotamiento de la vía 
previa se preferirá la demanda de amparo. La demanda se interpone ante la Sala de lo Civil de 
turno de la respectiva Corte Superior de Justicia de la República.  
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Por último esta jurista Carmen Estrella (2010.pág. 52) en su trabajo de 
investigación manifiesta que, Es preciso señalar que el Código Procesal  
Constitucional, en el artículo 5.6 excluye de la acción de amparo las 
resoluciones firmes recaídas en otros procesos constitucionales, previsión 
cuyo objeto es impedir que el amparo se convierta en una instancia más de 
discusión del restablecimiento de un derecho ya restablecido o denegado 
porque no hubo acto lesivo, pudiendo la autoridad haber actuado de manera 
regular. El Tribunal Constitucional, en aplicación del artículo 200 de la 
Constitución que posibilita el amparo contra resoluciones judiciales 
irregulares, ha señalado que esa prohibición solo es referida a resoluciones de 
amparo emitidas de acuerdo a derecho y con respeto a todas las garantías del 
proceso, en un procedimiento regular, sin afectación a derechos 
fundamentales. En este sentido se ha pronunciado en el caso Municipalidad 
Provincial de San Pablo Exp. Nº 3846-2004-PA/TC. 56. De ahí que, no 
obstante la prohibición legal, el Tribunal Constitucional de Perú, mediante 
desarrollo jurisprudencial, haya contemplado la procedencia de amparo 
contra amparo. 
      
De lo expuesto se puede expresar que: el artículo 5.6 del Código  Procesal Constitucional 
excluye de la acción de amparo las resoluciones firmes recaídas en otros procesos 
constitucionales, previsión cuyo objeto es impedir que el amparo se convierta en una instancia 
más de discusión del restablecimiento de un derecho ya restablecido o denegado porque no hubo 
acto lesivo, pudiendo la autoridad haber actuado de manera regular. El Tribunal Constitucional 
del Perú, artículo 200 de la Constitución que posibilita el amparo contra resoluciones judiciales 
irregulares, señalando que esa prohibición solo es referida a resoluciones de amparo emitidas de 
acuerdo a derecho y con respeto a todas las garantías del proceso, en un procedimiento regular, 
sin afectación a derechos fundamentales. De ahí que, no obstante la prohibición legal, el 
Tribunal Constitucional de Perú, mediante desarrollo jurisprudencial, haya contemplado la 
procedencia de amparo contra amparo. Es decir una resolución de amparo no sería definitiva 
porque podría darse el caso que se vuelva a solicitar amparo, contra aquel amparo que se 
entiende no terminó de resolver el litigio entre las partes procesales.    
 
Sobre el presente tema como es el recurso de amparo en Perú la siguiente 
página web www.abogadosperu.com/index.php?cont=6&cmbconsulta=18 
manifiesta que, La Acción de Amparo es una acción de garantía constitucional 
que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, 
funcionario o persona, que vulnera o amenaza cualquier derecho reconocido 
por la Constitución (Art. 200 inc. 2); que no sea la libertad individual - 
protegido por la acción de Habeas Corpus; la misma que se ejerce con la 
49 
finalidad de reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de 
violación del derecho. (Ley 23506, Art. 1). ¿Cuándo se debe interponer? 
Cuando violen o amenacen derechos no contemplados en la acción de Hábeas 
Corpus, por ejemplo: cuando violen nuestro domicilio (entren e nuestra casa 
sin nuestro permiso); cuando atenten contra nuestra libertad de trabajo (nos 
obliguen e trabajar para alguien); cuando pretenden restringir nuestra 
libertad de contratación (nos obliguen a contratar con una persona que 
queremos) o de empresa (nos denieguen un permiso para instalar una 
industria); cuando violen nuestro derecho de propiedad (el Estado o una 
persona pretendan apropiarse de nuestra propiedad), etc. ¿Quién lo debe 
interponer? La persona natural o su apoderado o representante (generalmente 
es el gerente, administrador o abogado) de la persona jurídica (una empresa, 
un negocio o comercio, un club, una ONG, etc.). Cualquier otra persona 
siempre y cuando al final el afectado ratifique la acción. ¿Ante quién se 
interpone? Son competentes para conocer de la Acción de Amparo, los Jueces 
de Primera Instancia en lo Civil o los Jueces de Trabajo si la Acción de 
Amparo corresponde a un derecho de naturaleza laboral, del lugar donde se 
afectó el derecho o donde se cierne la amenaza, o donde tiene su domicilio el 
autor de la infracción o amenaza, a elección del demandante. En los lugares 
donde no hubiese Juzgados Especializados, es competente .el Juez Mixto. Si 
la violación o amenaza se origine en un mandato judicial, son competentes la 
Sala Civil, Laboral o Mixta de la Corte Superior de Justicia respectivo, quien 
encargo el trámite a otro Juez Especial izado de Primera Instancia, según el 
caso. ¿En qué forma? Hay un plazo de 60 días, desde que se produjo la 
violación o amenaza del derecho para interponerlo. Puede ser escrita o verbal. 
¿Cuáles son las consecuencias? a) En general: reponer las cosas al estado 
anterior a la violación o amenaza a mi derecho protegido por esta acción. Por 
ejemplo: Si nos obligaron a contratar con una persona que no queremos, la no 
existencia de dicho contrato; si invadieron nuestra propiedad, desalojando a 
quien o quienes la invadieron. Si al concluir el proceso de esta acción se ha 
identificado el culpable, se procederá a denunciarlo penalmente. 
      
Por lo tanto se puede señalar que: la acción de amparo es una acción de garantía constitucional 
como las demás existentes en nuestro entorno esto es, la acción de tutela colombiana  el recurso 
de amparo español, y nuestra acción extraordinaria, solo que esta acción de amparo peruana 
procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que 
vulnera o amenaza cualquier derecho reconocido por la Constitución se ejerce con la finalidad 
de reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación del derecho. En 
definitiva todas buscan un mismo fin, ser garantía constitucional, cuando hay violación de 
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derechos pero defieren en su procedimiento, como ejemplo el amparo peruano procede contra el 
hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, comparada con 
nuestra acción extraordinaria procede contra sentencias o autos definitivos en los que se haya 
violado por acción u omisión derechos reconocidos en la constitución, en la primera parte, 
hecho en el caso peruano, y acción en el nuestro vendría a ser lo mismo, omisión en los dos 
casos, por parte de cualquier autoridad funcionario o persona expresa de una manera general 
autoridad pública donde también se encuentra la función jurisdiccional y funcionario podría ser 
de cualquier poder del Estado incluyendo jueces y tribunales, caso de Perú, caso nuestro contra 
sentencias o autos definitivos, se refiere directamente a las resoluciones de los jueces y 
tribunales de justicia, y que todas buscan ser una garantía constitucional por vulneración de 
derechos fundamentales.         
 
La debemos interponer cuando violen o amenacen derechos no contemplados en la acción de 
Hábeas Corpus, por ejemplo: cuando violen nuestro domicilio; cuando atenten contra nuestra 
libertad de trabajo; cuando pretenden restringir nuestra libertad de contratación; de empresa; 
cuando violen nuestro derecho de propiedad, etc. La interpondrá la persona natural o su 
apoderado o representante de la persona jurídica el gerente administrador o abogado de una 
empresa, un negocio o comercio, cualquier otra persona siempre y cuando el afectado ratifique 
la acción. 
 
Son por tanto competentes para conocer de la Acción de Amparo, los Jueces de Primera 
Instancia en lo Civil o los Jueces de Trabajo si la Acción de Amparo corresponde a un derecho 
de naturaleza laboral. En los lugares donde no hubiese Juzgados Especializados, es competente 
.el Juez Mixto. Puede ser escrita o verbal. Hay un plazo de 60 días, desde que se produjo la 
violación o amenaza del derecho para interponerlo. Las consecuencias en general es: reponer las 
cosas al estado anterior a la violación o amenaza a mi derecho protegido por esta acción. Por 
ejemplo: Si nos obligaron a contratar con una persona que no queremos, la no existencia de 
dicho contrato; si invadieron nuestra propiedad, desalojando a quien o quienes la invadieron. Si 




3.4. El recurso de Amparo contra decisiones judiciales en España  
     
                         La web html.es.wikipedia,org/recurso-de-amparo_1.html determina que con 
respecto al, Concepto.- El recurso de amparo es un medio de impugnación 
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extraordinario y subsidiario que cabe interponer ante el Tribunal 
Constitucional contra la última resolución definitiva emanada del poder 
judicial por haber vulnerado dicha resolución un derecho fundamental. Está 
dirigido a obtener la declaración de nulidad de esta resolución, el 
reconocimiento del derecho fundamental infringido y por último la adopción 
de las medidas necesarias para su restablecimiento.  
 
                         Finalidad.- El Tribunal Constitucional tiene como misión la defensa de los 
derechos fundamentales en doble sentido: 
-  Subjetivo: El Tribunal Constitucional asume la defensa de estos derechos 
respecto de los     cuales tiene la última palabra. 
- Objetivo: El Tribunal Constitucional interpreta las normas 
constitucionales. Esto se impone a todos los poderes públicos. 
      
                          El recurso de amparo va a resultar procedente contra cualquier vulneración 
que los poderes públicos puedan cometer contra los derechos fundamentales. 
      
En América latina hemos de ser conscientes que nuestras legislaciones las hemos importado 
históricamente, y en este caso en nuestra legislación ecuatoriana existen similitudes que son 
innegables, la acción extraordinaria con el recurso de amparo español, así también con la tutela 
colombiana por ser más cercano a nuestra realidad, sobre garantías constitucionales, por ello se 
puede señalar que el recurso de amparo es un medio de impugnación extraordinario y 
subsidiario que se interpone ante el Tribunal Constitucional contra la última resolución 
definitiva emanada del poder judicial por vulnerar un derecho fundamental, dirigido a obtener la 
declaración de nulidad de la resolución, el reconocimiento del derecho fundamental vulnerado y 
finalmente la adopción de las medidas necesarias para su restablecimiento. 
  
El Tribunal Constitucional  es el defensor de los derechos fundamentales. Es subjetivo.- porque 
asume la defensa de estos derechos respecto de los cuales tiene la última palabra.  Es objetivo.- 
porque interpreta las normas constitucionales, esto se impone a todos los poderes públicos. Y el 
recurso de amparo va a resultar procedente contra cualquier vulneración que los poderes 
públicos puedan cometer contra los derechos fundamentales. 
      
                         La misma web al referirse a la, Naturaleza jurídica.- Generalmente, es 
necesario agotar la vía jurisdiccional antes de acudir al recurso de amparo. 
Existe una polémica, que consiste en determinar si el proceso de amparo ante 
el Tribunal Constitucional es un proceso autónomo y distinto al seguido ante 
los tribunales ordinarios, y por tanto, el término recurso no sería aplicable; o 
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si el Tribunal Constitucional se limita a revisar la aplicación o interpretación 
del derecho que han hecho los tribunales ordinarios. El Tribunal 
Constitucional se limita a examinar, partiendo de los hechos fijados por los 
tribunales de primera instancia, la aplicación o interpretación que los mismos 
han realizado de las normas constitucionales. Ámbito de aplicación.- Los 
derechos del Art. 53.2 CE.- Se aplica a los derechos establecidos en la Sección 
I, Capítulo II, Título I de la Constitución: Art. 14 (Igualdad), y Art. 30 
(Objeción de conciencia). Otros derechos subjetivos.- Se pueden invocar 
derechos subjetivos no fundamentales siempre que se relacionen con algún 
derecho fundamental. Pasa igual con los derechos del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos. 
      
Sobre la Naturaleza jurídica es importante en la legislación española agotar la vía jurisdiccional 
antes de acudir al recurso de amparo. Existe  una polémica, que consiste en determinar si el 
proceso de amparo ante el Tribunal Constitucional es un proceso autónomo y distinto al seguido 
ante los tribunales ordinarios, por tanto, el término recurso no sería aplicable; o si el Tribunal 
Constitucional se limita a revisar la aplicación o interpretación del derecho que han hecho los 
tribunales ordinarios. Examina, partiendo de los hechos fijados por los tribunales de primera 
instancia, la aplicación o interpretación que han realizado de las normas constitucionales. 
Ámbito de aplicación, los derechos del Art. 53.2 CE.- Se aplica a los derechos establecidos en la 
Sección I, Capítulo II, Título I de la Constitución: Art. 14 (Igualdad), y Art. 30 (Objeción de 
conciencia). Se pueden invocar derechos subjetivos no fundamentales pero siempre que se 
relacionen con algún derecho fundamental. Cosa similar ocurre con los derechos del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos. 
 
                        También expresa que, La pretensión de amparo constitucional es una 
declaración de voluntad fundada en la amenaza o lesión efectiva de alguno de 
los derechos fundamentales. La lesión debe ser cometida y dirigida contra 
alguno de los poderes públicos del Estado y se solicita del órgano 
jurisdiccional el reconocimiento del derecho y la adopción de las medidas 
necesarias para restablecer o preservar su libre ejercicio. La pretensión de 
amparo y su contestación, constituyen el objeto del proceso y sobre ella debe 
recaer la decisión del tribunal que debe ser congruente con las pretensiones de 
las partes. 
     Por lo que se puede manifestar en resumen que: la pretensión de amparo constitucional, es 
una declaración de voluntad fundada y amparada en la amenaza o lesión efectiva de derechos 
fundamentales, la lesión, violación o vulneración debe ser cometida y dirigida contra alguno de 
los poderes públicos del Estado y se pide del órgano jurisdiccional el reconocimiento del 
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derecho y la adopción de las medidas necesarias para restablecer o preservar su libre ejercicio. 
La pretensión de amparo por parte de quien  ha visto conculcados sus derechos y su 
contestación por parte de quien  ha cometido dicha lesión o vulneración de derechos, 
constituyen el objeto del proceso y sobre ella, sobre aquella última resolución definitiva 
emanada del poder judicial debe recaer la decisión del Tribunal Constitucional que debe ser 
congruente con las pretensiones de las partes. 
 
                         Así mismo hace referencia a los, Sujetos.- Partes.- Como consecuencia de la 
vigencia del principio de dualidad de posiciones, en el proceso de amparo 
tiene que haber dos partes y dentro de cada una pueden existir una pluralidad 
de partes. Como nota esencial, el demandante debe ser siempre una persona 
privada o pública actuando en régimen de Derecho Privado y la parte 
demandada será siempre alguno de los poderes públicos, en cuya 
representación y defensa actúa siempre el Abogado del Estado. 
      
Señalando que: las partes, necesariamente tiene que haber dos partes como consecuencia de la 
vigencia en el Estado Español del principio de dualidad de posiciones en el proceso de amparo 
tiene que haber dos partes y dentro de cada una puede existir una pluralidad de partes. El 
demandante debe ser siempre una persona privada o pública actuando en régimen de derecho 
privado y la parte demandada será siempre alguno de los poderes públicos, en cuya 
representación y defensa actúa el abogado del Estado.            
       
                         Otro de los aspectos importantes es el, Órgano jurisdiccional.- De acuerdo 
con el principio de subsidiariedad, la pretensión de amparo debe realizarse 
tras agotar la vía jurisdiccional ordinaria. El amparo ordinario y el 
constitucional no encierran dos pretensiones de distinta naturaleza (es el 
mismo): Pretensión de que se restablezca al demandante su derecho 
fundamental. La litispendencia constitucional no surge cuando se interpone la 
demanda ante el Tribunal Constitucional, sino cuando se ha interpuesto antes 
ante los tribunales ordinarios. El objeto del proceso constitucional queda ya 
delimitado cuando se deduce la pretensión por el demandante y su 
contestación por el demandado ante los tribunales ordinarios. Para 
determinar si ha habido o no una transformación en el petitum hay que acudir 
a los escritos presentados por las partes en el proceso ordinario y si es distinta 
se inadmite el procedimiento de amparo porque no cumple los requisitos 
procesales. La fundamentación de hecho o fáctica se establece en el Art. 41.2 
LOTC. El recurso de amparo protege a todos los ciudadanos frente a la 
vulneración de derechos fundamentales y la libertad pública originadas por 
disposición, de actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos.  
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En lo que tiene que ver con el órgano jurisdiccional, de acuerdo al principio de subsidiariedad, 
la pretensión de amparo debe realizarse tras agotar la vía jurisdiccional ordinaria. El amparo 
ordinario y el constitucional no encierran dos pretensiones de distinta naturaleza (es el mismo): 
Pretensión de que se restablezca al demandante su derecho fundamental. Sobre la litispendencia 
constitucional no surge cuando se interpone la demanda ante el Tribunal Constitucional, sino al 
momento en que inició el proceso, cuando se ha interpuesto mucho antes, ante los tribunales 
ordinarios.  
Por tanto el objeto del proceso constitucional queda ya delimitado cuando se deduce la 
pretensión por el demandante y su contestación por el demandado ante los tribunales ordinarios. 
Para determinar si ha habido o no una transformación en el petitum en la petición inicial 
presentada, por ello es indispensable acudir a los escritos presentados por las partes en el 
proceso ordinario y si es distinta se inadmite el procedimiento de amparo porque no cumple los 
requisitos procesales. La fundamentación de hecho o fáctica se establece en el Art. 41.2 LOTC. 
El recurso de amparo protege a todos los ciudadanos frente a la vulneración de derechos 
fundamentales y libertad pública, originadas por disposición, actos jurídicos o simple vía de 
hecho de los poderes públicos.  
                         Sobre la importancia que tiene la, fundamentación de la pretensión de 
amparo, está constituida por la concurrencia de dos elementos:  
 
- El bien litigioso sobre el que recae la pretensión (derecho fundamental o 
libertad    pública presuntamente vulnerada). 
- El objeto material por el que se produce tal vulneración por disposición, 
actos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públicos. 
      
Disposición: Reglamentos que dicta la Administración Pública. La ilegalidad 
del reglamento debe provenir de la infracción de la Constitución Española y 
no de leyes ordinarias.  Actos jurídicos: Pueden ser expresos y también caben 
las omisiones, tanto del poder judicial como del poder ejecutivo. Vía de hecho: 
Vulneración por parte de la Administración de un derecho fundamental sin que 
haya acto administrativo o cuando se dé una omisión total de las normas de 
competencia o procedimiento administrativo. Por su naturaleza, sólo es 
predicable en la actuación de la Administración, y por ello, la LOTC no 
contempla la posibilidad de que el poder judicial o ejecutivo no pueda 
cometerlas. 
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La importancia de la fundamentación de la pretensión de amparo, esta, está constituida por la 
participación y concurrencia de dos elementos: a) El bien litigioso sobre el que recae la 
pretensión (derecho fundamental o libertad pública presuntamente vulnerada), b) El objeto 
material por el que se produce tal vulneración por disposición, de actos jurídicos o simple vía de 
hecho de los poderes públicos. 
      
Destacando que la figura jurídica denominada “disposición”, son reglamentos que dicta la 
Administración Pública. La ilegalidad del reglamento debe provenir de la infracción de la 
Constitución Española por contravenir a expresas disposiciones constitucionales y no respetar el 
orden jerárquico establecido en el ordenamiento jurídico español. Actos jurídicos, pueden ser 
expresos y también caben las omisiones, tanto del poder judicial como del poder ejecutivo. Vía 
de hecho, vulneración por parte de la Administración de un derecho fundamental sin que haya 
acto administrativo o cuando se dé una omisión total de las normas de competencia o 
procedimiento administrativo. Por su naturaleza, sólo es predicable en la actuación de la 
Administración, y por ello, la LOTC no contempla la posibilidad de que el poder judicial o 
ejecutivo no pueda cometerlas. 
      
                         Lo sobresaliente de, La pretensión de amparo constitucional se distingue de 
las demás por la necesidad de estar fundada en una norma de Derecho 
Constitucional pero exclusivamente en los Arts. 14-30.2 CE. A la hora de 
determinar el objeto procesal del recurso de amparo, la fundamentación 
jurídica no es un requisito esencial de la pretensión. Así, la existencia o no de 
la pretensión de la invocación del derecho constitucional que se considera 
vulnerado cuando existe o no dicha vulneración. 
           
De igual forma, la pretensión de amparo constitucional debe estar fundada en una norma de 
derecho constitucional pero exclusivamente en los Arts. 14-30.2 CE caso contrario sería 
improcedente por tanto rechazada cualquier petición de amparo constitucional. A la hora de 
determinar el objeto procesal del recurso de amparo, la fundamentación jurídica no es un 
requisito esencial de la pretensión. Así, la existencia o no de la pretensión de la invocación del 
derecho constitucional que se considera vulnerado cuando existe o no dicha vulneración. 
      
Muy importante es que, La petición.- El contenido de la pretensión de amparo 
es mixto: 
-  Declarativo: Porque se debe solicitar la declaración de nulidad del acto 
causante de la vulneración del derecho o libertad y su reconocimiento. 
- Condenatorio: El demandante debe pedir el restablecimiento de las 
medidas que considere necesarias para su conservación. 
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                         Las partes: 1. Capacidad.- Todas las personas que pueden ser titulares de 
derechos fundamentales. A pesar de que la Constitución Española (Art. 53.2 
CE) y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (Art. 41.2 LOTC) emplean 
el término “ciudadano” para referirse a los titulares del recurso de amparo, 
los que tienen capacidad para interponerlo son los nacionales, los ciudadanos 
de la Unión Europea, los extranjeros residentes y las personas físicas y 
jurídicas en pleno ejercicio de sus derechos civiles (capacidad procesal).       
                         2. Legitimación.- Activa: Según el Art. 161.1.b CE tienen legitimidad activa 
todas las personas naturales o jurídicas que invoquen un interés legítimo, el 
Defensor del Pueblo, y el Ministerio Fiscal. Estos dos últimos tienen como 
misión velar por los derechos fundamentales, y el Art. 46.1 LOTC les concede 
legitimación para interponer recurso de amparo constitucional. Legitimación.- 
Pasiva: El recurso de amparo sólo protege a los ciudadanos frente a las 
violaciones de derechos y libertades con motivo de los poderes públicos del 
estado español. Quedan fuera del ámbito de amparo de vía de hecho las 
lesiones que puedan producir los poderes públicos extranjeros o 
supranacionales. Los poderes públicos son los estados que por obra de un 
tratado ejercitan una potestad de imperio, tienen prerrogativas materiales 
estatales. Por ejemplo, el Art. 163 CE y los Acuerdos con la Santa Sede sobre 
educación o Enseñanza (Iglesia Católica). Los poderes públicos son el 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
     
Señalando en resumen que: la petición.- El contenido de la pretensión de amparo es mixto: a) 
Declarativo, porque se debe solicitar la declaración de nulidad del acto causante de la 
vulneración del derecho o libertad y su reconocimiento, b) Condenatorio, el demandante debe 
pedir el restablecimiento de las medidas que considere necesarias para su conservación. 
 
Por otro lado las partes deben cumplir los siguientes requisitos: 1. Capacidad.- Todas las 
personas que pueden ser titulares de derechos fundamentales. A pesar que los (Art. 53.2 CE) y 
(Art. 41.2 LOTC) emplean el término “ciudadano” para referirse a los titulares del recurso de 
amparo, los que tienen capacidad para interponerlo son los nacionales, los ciudadanos de la 
Unión Europea, los extranjeros residentes y las personas físicas y jurídicas en pleno ejercicio de 
sus derechos civiles (capacidad procesal). 2. Legitimación.- Activa: Según el Art. 161.1.b CE 
tienen legitimidad activa todas las personas naturales o jurídicas que invoquen un interés 
legítimo, el Defensor del Pueblo, y el Ministerio Fiscal. Estos dos últimos tienen como misión 
velar por los derechos fundamentales, y el Art. 46.1 LOTC les concede legitimación para 
interponer recurso de amparo constitucional. Pasiva: El recurso de amparo sólo protege a los 
ciudadanos frente a las violaciones de derechos y libertades de los poderes públicos del estado 
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español. Quedan fuera del ámbito de amparo de vía de hecho las lesiones que puedan producir 
los poderes públicos extranjeros o supranacionales. Los poderes públicos son los estados que 











LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN COMO 
GARANTÍA CONSTITUCIONAL 
 
4.1. La Acción Extraordinaria de Protección como garantía constitucional está 
ocasionando perjuicios a las partes procesales 
      
                         El constitucionalista doctor Patricio Pazmiño (2013. Pág. 37, 38) en la obra 
Revista de Derecho Constitucional Umbral manifiesta que, El Art. 62 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional establece el 
procedimiento de admisión de la acción extraordinaria de protección. En su 
primer inciso establece que se deberá remitir el expediente completo a la Corte 
Constitucional una vez que se presenta la demanda. Al respecto, resulta 
evidente que la Ley no determina de manera expresa que es lo que el juez debe 
hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, toda vez que la acción 
extraordinaria no detiene el proceso o causa. Cabe plantearse el interrogante 
sobre la obligación o, la posibilidad de que se dejen copias certificadas para 
que continúe el proceso de ejecución? Al tener que remitir el expediente 
original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, su reacción 
natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de 
nuevo el proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los 
jueces no han comprendido que su competencia no está suspendida, aunque 
está en el ambiente y en la mente del juez la pregunta ¿qué pasa si la Corte le 
concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es una interrogante 
que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez a quo. El inciso tercero del numeral 8 
del artículo en análisis establece que "la admisión de la acción no suspende 
los efectos del auto o sentencia objeto de la acción"; cuando debió referirse a 
que la presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia 
accionada y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o 
sentencia materia de la acción extraordinaria de protección, seguirá 
sustanciando con copias certificadas del proceso o en su defecto remitir las 
copias certificadas a la Corte Constitucional.  
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El problema y motivo del presente proyecto de investigación, y que el autor de esta tesis, a 
diferencia de la visión del doctor Pazmiño lo que más bien propone es reformar este tercer 
inciso número 8 del artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional. Que establece el procedimiento de admisión de la acción extraordinaria de 
protección. En su primer inciso establece que se deberá remitir el expediente completo a la 
Corte Constitucional una vez que se presenta la demanda. Resulta evidente que la Ley no 
determina de manera expresa que es lo que el juez debe hacer para continuar con la ejecución de 
la sentencia, toda vez que la acción extraordinaria no detiene el proceso o causa. Cabe 
plantearse el interrogante sobre ¿la obligación o, la posibilidad de que se dejen copias 
certificadas para que continúe el proceso de ejecución? Al tener que remitir el expediente 
original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, su reacción natural y lógica es que 
suspenderán su competencia hasta que reciban de nuevo el proceso.  
 
Lo que está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido que su 
competencia no está suspendida, aunque sí en el ambiente y en la mente del juez la pregunta 
¿qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es una 
interrogante que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, mas no 
configura un problema del juez a quo. El inciso tercero del número 8 del artículo 62 establece 
que "la admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción"; cuando 
debió referirse a que la presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia 
accionada y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o sentencia materia de la 
acción extraordinaria de protección, seguirá sustanciando con copias certificadas del proceso o 
en su defecto remitir las copias certificadas al máximo organismo de control de 
constitucionalidad en el país.    
 
                         Por su parte el Constitucionalista doctor Salim Saidan (2012. Págs. 13, 14) en 
su obra Neoconstitucionalismo Teoría y Práctica en el Ecuador quien, Se 
muestra crítico con la importación de normas constitucionales que en su letra 
parecen adecuadas, pero que no resultan compatibles con nuestra realidad, la 
Constitución del 2008 habría establecido un sistema de garantías 
constitucionales aceptable mejor que la Constitución de 1998 la práctica lo 
estaría tornando inútil, dice “el progresismo normativo no es nada sin el 
progresismo práctico”. Se perfecciona muchos de estos principios, es verdad, 
pero ello no implica que hayan sido una creación de la constituyente de 
Montecristi. No es la Constitución de 2008 la que abandona el iuspositivismo 
estatalista en materia de reconocimiento, de derechos fundamentales. 
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Aunque en el país existen muchos opositores y críticos, no solamente al sistema de garantías 
constitucionales implantado en la actual Constitución de la república, sino de manera general al 
texto constitucional en su totalidad, y en este caso en particular básicamente el abogado Saidan 
crítica por ejemplo, la importación de normas constitucionales que  parecen adecuadas, pero no 
resultan compatibles con nuestra realidad, que la Constitución no sea solo en lo semántico, es 
decir, que se cumpla pero que no regule la limitación del poder, ni asegure el ejercicio de los 
derechos fundamentales. La Constitución habría establecido un sistema de garantías 
constitucionales aceptable mejor que la Constitución de 1998 la práctica lo estaría tornando 
inútil. El progresismo normativo no es nada sin el progresismo práctico. Se perfecciona muchos 
de estos principios, es verdad, pero ello no quiere decir que hayan sido una creación de la 
constituyente de Montecristi, no es la Constitución de 2008 la que abandona el iuspositivismo 
estatalista en materia de derechos fundamentales.  
 
                         El catedrático Saidan (2012. Págs. 13, 14) dice que, Ese divorcio es el que 
crítica el autor: la diferencia entre lo que se dice y lo que se pretende decir en 
el texto constitucional, en la práctica la Constitución del 2008 habría 
establecido un sistema de garantías constitucionales aceptable mejor que la 
Constitución de 1998. Que la Constitución de 2008 perfecciona muchos de 
estos principios, es verdad, pero ello no implica que hayan sido una creación 
de la última constituyente. No es la Constitución de 2008 la que abandona el 
iuspositivismo estatalista en materia de reconocimiento, de derechos 
fundamentales: es en la primera codificación constitucional de 1983 de la 
Constitución de 1978-79 en que derechamente,  se dice que el reconocimiento 
de los derechos “sin perjuicio de otros derechos necesarios para el pleno 
desenvolvimiento moral y material que se deriva de la naturaleza de la 
persona”, ello ya se consagraba en la Constitución de 1967 así como el 
principio de no regresividad, ello se demuestra una vez más como no basta 
establecer normas si no hay voluntad de cumplirlas. 
 
Señala de manera categórica, la diferencia entre lo que se dice y lo que se pretende decir en el 
texto constitucional, en la práctica la Constitución habría establecido un sistema de garantías 
constitucionales aceptable mejor que la Constitución de 1998 la práctica lo estaría tornando 
inútil. 
 
Expresa con absoluta seguridad en sus planteamientos que el progresismo normativo no es nada 
sin el progresismo práctico”. Que la Constitución de 2008 perfecciona muchos de estos 
principios, es verdad, pero ello no quiere decir que hayan sido una creación de la constituyente 
de Montecristi, no es la Constitución de 2008 la que abandona el iuspositivismo estatalista en 
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materia de derechos fundamentales: es en la primera codificación constitucional de 1983 de la 
Constitución de 1978-79 en que, se dice que el reconocimiento de los derechos “sin perjuicio de 
otros derechos necesarios para el pleno desenvolvimiento moral y material que se deriva de la 
naturaleza de la persona”, ello ya se consagraba en la Constitución de 1967 así como el principio 
de no regresividad, ello se demuestra una vez más como no basta establecer normas si no hay 
voluntad de cumplirlas. 
  
                         El profesor Salim Saidan (2012. Págs. 15, 16 y 18) expresa además que, Es 
innegable que por una parte, el sistema de control constitucional se haya 
perfeccionado, por lo menos en lo normativo, pero por otra parte resulta 
curioso que se haya eliminado la declaratoria de inaplicabilidad que permitía 
a cualquier juez o tribunal declarar inaplicables los preceptos 
inconstitucionales. Se priva a los jueces la posibilidad de inaplicar preceptos 
inconstitucionales estableciendo que en esos casos se debe consultar a la 
Corte Constitucional. No está de acuerdo  con el artículo 428 de la 
Constitución de 2008, que los jueces no pueden inaplicar bajo ningún 
concepto, toda vez que se ha eliminado el sistema difuso, de este modo quita a 
los jueces la posibilidad de que inapliquen preceptos inconstitucionales, y a la 
vez entregar a jueces no especializados en derecho procesal constitucional el 
conocimiento de las garantías constitucionales. Lo que es un contrasentido que 
jueces de todas las materias, sin que se les haya capacitado, hagan algo que 
no es de su experticia y, en cambio no puedan aplicar las normas 
constitucionales por sobre las secundarias inconstitucionales, En el aspecto 
interpretativo, los principios deben desplazar a las reglas lo que para algunos 
puede generar inseguridad jurídica, la regla stare decisis debe ser tenida como 
puntal indiscutible y no confundirla con la jurisprudencia vinculante. 
 
Manifiesta de manera contundente al señalar que, por una parte, el sistema de control 
constitucional se ha perfeccionado, por lo menos en lo normativo, pero por otra, resulta por 
decir lo menos curioso que se haya eliminado la declaratoria de inaplicabilidad que permitía a 
cualquier juez o tribunal declarar inaplicables los preceptos inconstitucionales. Privando a los 
jueces la posibilidad de inaplicar preceptos inconstitucionales estableciendo que en esos casos 
se debe consultar a la Corte Constitucional. No está de acuerdo, con el artículo 428 de la 
Constitución, que los jueces no puede inaplicar bajo ningún concepto, toda vez que se ha 
eliminado el sistema difuso, ni siquiera invocando derechos constitucionales contravenidos por 
norma secundaria, se quita a los jueces la posibilidad de que inapliquen preceptos 
inconstitucionales, y a la vez entregar a jueces no especializados y por tanto sin preparación, sin 
conocimiento en derecho procesal constitucional el conocimiento de las garantías 
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constitucionales. Lo que es un contrasentido que jueces de todas las materias, sin que se les 
haya capacitado, hagan algo que no es de su experticia y, en cambio no puedan aplicar las 
normas constitucionales por sobre las secundarias inconstitucionales. En el aspecto 
interpretativo, los principios deben desplazar a las reglas lo que para algunos puede generar 
inseguridad jurídica, la regla stare decisis debe ser tenida como puntal indiscutible y no 
confundirla con la jurisprudencia vinculante.      
 
Así mismo Salim Saidan (2012, págs. 18, 19) en su obra 
Neoconstitucionalismo teoría  y Práctica en el Ecuador manifiesta que, 
También resultó curioso que la Corte Constitucional en transición haya 
dictado esas “reglas” invocando el principio de aplicación directa de la 
Constitución que se emplea a falta de norma secundaria con la finalidad que 
no se invoque la falta de desarrollo normativo como justificativo para no 
aplicar normas constitucionales. La Corte Constitucional ha  justificado la 
asunción de facultades normativas por parte de otros órganos del poder 
público invocando este principio, la creación del derecho en este caso positivo, 
también ha incurrido en otras confusiones con el principio de aplicación 
directa de la Constitución al indicar que uno de los ejercicios que se hace con 
éste es el examinar la constitucionalidad de las normas lo que es propio de los 
principios de fuerza normativa y de supremacía de la Constitución.                                 
 
Por esta razón considera que es, importante señalar que de acuerdo al nuevo Estado 
constitucional de derechos y justicia social el aspecto interpretativo, los principios deben 
desplazar a las reglas lo que para algunos puede generar inseguridad jurídica y, a futuro, una 
nueva escalada iuspositivista como reacción a los excesos que puede generar la indeterminación 
la regla stare decisis debe ser tenida como puntal indiscutible y no confundirla con la 
jurisprudencia vinculante. Resultó curioso que la Corte Constitucional en transición haya 
dictado esas “reglas” invocando el principio de aplicación directa de la Constitución que se 
emplea a falta de norma secundaria con la finalidad que no se invoque la falta de desarrollo 
normativo como justificativo para no aplicar normas constitucionales. 
 
Expresa que el máximo órgano de control de constitucionalidad e interpretación en el país como 
es la Corte Constitucional ha  justificado la asunción de facultades normativas por parte de otros 
órganos del poder público invocando este principio, la creación del derecho en este caso 
positivo, también ha incurrido en otras confusiones con el principio de aplicación directa de la 
Constitución al indicar que uno de los ejercicios que se hace con éste es el examinar la 
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constitucionalidad de las normas lo que es propio de los principios de fuerza normativa y de 
supremacía de la Constitución.                                  
 
4.2. Las debilidades de la Acción Extraordinaria de Protección. 
       
                         El tratadista Patricio Pazmiño (2013. pág. 34) de la Revista de Derecho 
Constitucional Umbral se refiere a los problemas que rodean a la acción 
extraordinaria de Protección manifestado que, En cuanto a los resultados de la 
Acción extraordinaria de protección en estos casi 5 años de vigencia podemos 
citar varios problemas que le restan efectividad, y que en algunos casos ha 
llegado a desnaturalizar la figura.  
      
                         Problemas conceptuales: Un importante número de acciones, cuentan con 
pretensiones que por parte de quienes patrocinan las acciones extraordinarias 
de protección, han tenido como objetivo principal, la revisión de las decisiones 
judiciales en el fondo de lo ya resuelto. Lo que lleva a considerar que persiste 
una apreciación de que el amparo contra sentencias judiciales significa la 
instauración de una instancia adicional, intentando que la acción 
extraordinaria de protección opere como un recurso. En derecho procesal una 
acción significa el inicio de un proceso y es el acto mediante el cual se inicia 
la actividad jurisdiccional de los jueces de instancia. Un recurso siempre 
estará dentro de un proceso, sin embargo una acción sólo inicia un nuevo 
proceso.  
 
Por su parte el Presidente de la actual Corte Constitucional considera que hay varios problemas 
que le restan efectividad, e incluso se ha llegado a desnaturalizar la figura. Problemas 
conceptuales: La mayoría de acciones, han tenido como objetivo principal, la revisión de las 
decisiones judiciales en el fondo de lo ya resuelto. Por lo que persiste una apreciación de que el 
amparo contra sentencias judiciales significa la instauración de una instancia adicional, 
intentando que la acción opere como un recurso. En derecho procesal una acción significa el 
inicio de un proceso y es el acto mediante el cual se inicia la actividad jurisdiccional de los 
jueces de instancia. Un recurso siempre estará dentro de un proceso, sin embargo una acción 
sólo inicia un nuevo proceso.  
      
                         Pazmiño Freire (2013. Pág. 35) Revista de derecho Constitucional Umbral 
manifiesta que, Sí se acude a recursos como el de apelación o de nulidad, se 
mantiene el objeto del litigio y las partes procesales. El recurso de apelación o 
el de casación tienen la particularidad de que el juez que lo resuelve dicta 
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nueva sentencia, el recurso de nulidad devuelve al juez que conocía la causa 
para que continúe sustanciando el proceso desde el momento en que se 
produjo la nulidad. En uno y otro caso el efecto es sobre el proceso original. 
Por el contrario, la acción extraordinaria de protección tiene como 
presupuesto de base, el hecho de que las personas acudieron a la justicia 
ordinaria para reclamar la violación de sus derechos o que dentro del trámite 
del proceso se violaron los mismos, sin que dicha vía haya resultado efectiva 
para garantizarle el derecho a la tutela judicial. Siendo una acción, el objeto 
de la causa es determinar si existió una violación a los derechos humanos que 
haya sido provocada en el proceso o que aquella no pudo ser tutelada 
mediante el mismo, de manera que debe repararse el daño ocasionado.  
      
Expresa que los recursos como el de apelación o de nulidad, se mantiene el objeto del litigio y 
las partes procesales. El recurso de apelación o el de casación tienen la particularidad de que el 
juez que lo resuelve dicta nueva sentencia, el recurso de nulidad devuelve al juez que conocía la 
causa para que continúe sustanciando el proceso desde el momento en que se produjo la nulidad.  
La acción extraordinaria de protección las personas acudieron a la justicia ordinaria para 
reclamar la violación de sus derechos o que dentro del trámite del proceso se violaron los 
mismos, sin que dicha vía haya resultado efectiva para garantizarle el derecho a la tutela 
judicial. Si fuese un recurso significa que las partes continúan siendo las que litigaron en la 
justicia ordinaria y que la decisión versaría sobre la materia que dio origen a dicho litigio, lo 
cual sería una grave desnaturalización de la acción extraordinaria de protección, y el objeto es 
determinar si existió una violación a los derechos humanos que haya sido provocada en el 
proceso o que aquella no pudo ser tutelada mediante el mismo, de manera que debe repararse el 
daño ocasionado.  
 
                         Además Pazmiño Freire (2013. Pág. 36) Revista de Derecho Constitucional 
Umbral dice de los, Problemas estructurales: El objetivo del Estado de 
Derecho y los objetivos más importantes del proceso constituyente ecuatoriano 
fue, la sujeción del poder al derecho. Para lograrlo, es indispensable construir 
una Justicia Constitucional eficaz y altamente profesionalizada autónoma del 
resto de los poderes del Estado, incluida la función judicial. Se discutieron 
profundas modificaciones de la estructura y función de los jueces, 
relacionados con la necesidad de dar efectos reales y concretos al principio de 
supremacía de la Constitución en materia judicial. Los efectos que se consigue 
con la acción extraordinaria de protección, es verificar si el juez ordinario ha 
violado el debido proceso u otro derecho constitucional. Consecuentemente, si 
la Corte hallare tal violación, deberá declararla en sentencia y adoptar 
medidas para su reparación integral.  
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     Así mismo asevera que los problemas estructurales. El objetivo del Estado de Derecho y los 
objetivos del proceso constituyente ecuatoriano fue, la sujeción del poder al derecho. Para 
hacerlo, es imprescindible construir una Justicia Constitucional eficaz y altamente 
profesionalizada autónoma del resto de los poderes del Estado, incluida la función judicial. Se 
discutieron profundas modificaciones de la estructura y función de los jueces, relacionados con 
la necesidad de dar efectos  concretos al principio de supremacía de la Constitución en materia 
judicial. Los efectos que se consiguen con la acción extraordinaria de protección, es verificar si 
el juez ordinario ha violado el debido proceso u otro derecho constitucional. Consecuentemente, 
si la Corte hallare tal violación, deberá declararla en sentencia y adoptar medidas para su 
reparación integral.  
      
                         Patricio Pazmiño (2013. Pág. 37) Revista de Derecho Constitucional Umbral 
se refiere también a los, Problemas en la práctica: La Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, los requisitos con los que 
deberá cumplir la demanda y consecuentemente los parámetros de 
admisibilidad de la acción. Que busca  una regulación estricta, tendientes a 
evitar su uso abusivo y distorsión hasta convertirla en una nueva instancia. El 
artículo 64 establece procedimientos sancionatorios contra los abogados que 
interpusieren la acción sin fundamento alguno. Los efectos de la acción 
extraordinaria de protección, tanto para quienes administran justicia, como 
para muchos abogados que recurren a este amparo extraordinario con la 
finalidad de dilatar aún más los procesos judiciales, llegando alarmantemente 
a intentar atacar incluso la cosa juzgada en sentencia y, por tanto, afectando 
gravemente la seguridad jurídica. No obstante, el porcentaje de inadmisiones 
de la acción extraordinaria de protección de la Corte Constitucional, denota 
que ha existido por parte de la Corte Constitucional una tendencia a demarcar 
con rigurosidad la excepcionalidad de esta garantía jurisdiccional. Es 
importante señalar que la admisión de una acción extraordinaria de 
protección por parte de la Corte Constitucional, no involucra un análisis de 
fondo, razón por la cual la garantía puede ser aún desechada por el Pleno de 
la Corte Constitucional a través de sentencia.  
      
Señala que los requisitos que deberán cumplir la demanda y los parámetros de admisibilidad de 
la acción extraordinaria de protección. Busca una regulación estricta, tendientes a evitar su uso 
abusivo y distorsión hasta convertirla en una nueva instancia. El artículo 64 establece 
procedimientos sancionatorios contra los abogados que interpusieren la acción sin fundamento 
alguno.  
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Asegura que los efectos de la acción extraordinaria de protección, tanto para quienes 
administran justicia, como para muchos abogados que recurren a este amparo extraordinario con 
la finalidad de dilatar aún más los procesos judiciales, llegando alarmantemente a intentar atacar 
incluso la cosa juzgada en sentencia y, por tanto, afectando gravemente la seguridad jurídica. 
No obstante, el porcentaje de inadmisiones de la acción extraordinaria de protección que se 
desprende de los datos de la Corte Constitucional, denota se ha procedido a demarcar con 
rigurosidad la excepcionalidad de esta garantía jurisdiccional. Por otra parte es preciso señalar 
que la admisión de una acción extraordinaria de protección por parte de la Corte Constitucional, 
no involucra un análisis de fondo, razón por la cual la garantía puede ser aún desechada a través 
de sentencia por el Pleno de la Corte Constitucional.  
 
Finalmente el doctor Pazmiño Freire (2013. Págs. 37, 38) de la Revista de 
Derecho Constitucional Umbral expresa que, El Art. 62 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional establece el 
procedimiento de admisión de la acción extraordinaria de protección. En su 
primer inciso establece que se deberá remitir el expediente completo a la Corte 
Constitucional una vez que se presenta la demanda. Al respecto, resulta 
evidente que la Ley no determina de manera expresa que es lo que el juez debe 
hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, toda vez que la acción 
extraordinaria no detiene el proceso o causa. Cabe plantearse el interrogante 
sobre la obligación o acaso, la posibilidad de que se dejen copias certificadas 
para que continúe el proceso de ejecución? Al tener que remitir el expediente 
original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, su reacción 
natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de 
nuevo el proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los 
jueces no han comprendido que su competencia no está suspendida, aunque 
está en el ambiente y en la mente del juez la pregunta ¿qué pasa si la Corte le 
concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es una interrogante 
que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez a quo. El inciso tercero del numeral 8 
del artículo en análisis establece que "la admisión de la acción no suspende 
los efectos del auto o sentencia objeto de la acción"; cuando debió referirse a 
que la presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia 
accionada y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o 
sentencia materia de la acción extraordinaria de protección, seguirá 
sustanciando con copias certificadas del proceso o en su defecto remitir las 
copias certificadas a la Corte Constitucional.  
 
67 
Señalando en resumen lo siguiente: la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional en el Art. 62 establece el procedimiento de admisión de la acción extraordinaria 
de protección. El primer inciso expresa que se deberá remitir el expediente completo a la Corte 
Constitucional una vez que se presenta la demanda. Al respecto, la Ley no determina de manera 
expresa que es lo que el juez debe hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, toda 
vez que la acción extraordinaria no detiene el proceso o causa. Cabe plantearse el interrogante 
sobre la obligación o acaso, la posibilidad de que se dejen copias certificadas para que continúe 
el proceso de ejecución?  
      
Al tener que remitir el expediente original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, 
su reacción natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de nuevo el 
proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido 
que su competencia no está suspendida, aunque está en el ambiente y en la mente del juez la 
pregunta ¿qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es 
una interrogante que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez a quo. El inciso tercero del numeral 8 del artículo en 
análisis establece que "la admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de 
la acción"; cuando debió referirse a que la presentación de la acción no suspende los efectos de 
la providencia accionada y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o 
sentencia materia de la acción extraordinaria de protección, seguirá sustanciando con copias 
certificadas del proceso o en su defecto remitir las copias certificadas a la Corte Constitucional”.  
 
4.3. Resarcimiento del perjuicio causado 
 
                         El jurista Jhoel Escudero Soliz (2013. Págs. 273, 274 y 275) en la obra 
Manual de Justicia Constitucional Ecuatoriana determina que, El presente 
análisis sobre el derecho a la reparación integral se enfoca en su dificultosa 
aplicación. No cabe duda de que el desarrollo de este concepto, originado en 
el derecho internacional de los derechos humanos, es una gran contribución 
para la realización de la justicia. En este sentido, sobre la reparación integral 
se revisa: 1) El origen de la reparación integral en el derecho internacional de 
los derechos humanos; 2) La reparación integral como norma constitucional 
en el Ecuador; y, 3) la compleja implementación de la reparación integral. El 
origen de la reparación integral la encontramos en el derecho internacional 
humanitario como parte de la lucha contra la impunidad, surge el derecho a 
obtener reparaciones que se derivan de la obligación general de todos los 
estados de respetar y hacer respetar los derechos humanos. El proceso para la 
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elaboración de los fundamentos y directrices de la reparación integral se 
enfocó en crear un remedio para casos impunes e ignorados. Dentro de este 
contexto se pueden citar casos extremos como: la desaparición forzada, la 
tortura, la ejecución extrajudicial, la vulneración a la integridad física, 
detenciones arbitrarias, entre otros. La Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 16 de diciembre de 2005 adoptó los principios básicos y las 
directrices del derecho a reparar integralmente a las víctimas de graves 
violaciones de derechos humanos y concentrándose en difundir los parámetros 
de este derecho. Del mismo modo recomendó a los Estados acoger estos 
principios y aplicarlos. 
 
No está por demás resaltar que esta es la primera ocasión en la historia republicana del Ecuador 
en que encontramos plasmado en una Constitución la reparación del perjuicio causado el 
resarcimiento del daño, relacionado con el derecho de repetición, y la dificultad en su aplicación 
hecho desarrollado en el derecho internacional y que trata de los derechos humanos y se revisan 
tres punto importantes a mencionar 1) El origen de la reparación integral en el derecho 
internacional de los derechos humanos; 2) La reparación integral como norma constitucional en 
el Ecuador; y, 3) la compleja implementación de la reparación integral. Por otra parte el origen 
de esta figura jurídica la encontramos como ya se mencionó en el derecho internacional 
humanitario y que es parte de la lucha contra la impunidad de esta forma surgiendo el derecho a 
la reparación y que tiene que ver con la obligatoriedad de todos los Estados de respetar y hacer 
respetar los derechos humanos de sus ciudadanos, en la elaboración de los fundamentos de la 
reparación integral se dirigió a crear un remedio y solución para los crímenes atroces cometidos 
mayormente por los Estados como: la desaparición forzada, la tortura, la ejecución extrajudicial, 
la vulneración a la integridad física, detenciones arbitrarias, etc. Por otro lado la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en diciembre de 2005 adoptó los lineamientos y principios 
básicos del derecho a reparar integralmente a las víctimas de graves violaciones a los derechos 
humanos así como difundió los parámetros de este derecho y recomendó a los estados a 
acogerlos y aplicarlos.  
 
Escudero Soliz (2013. Págs. 275, 276) en la obra ya mencionada manifiesta 
que, El contenido de los términos “remedio”, “reparación”, “compensación”, 
en el contexto de las infracciones del derecho internacional humanitario, el 
derecho internacional de los derechos humanos en los sistemas regionales y el 
derecho interno de los Estados se usan de forma diferente para expresar 
conceptos similares. La palabra reparación hace referencia a un amplio rango 
de medidas que pueden adoptarse a una violación real o potencial que abarca 
tanto la sustancia de la ayuda, así como el procedimiento a través del cual se 
la puede obtener. No existen parámetros definidos para un único uso de la 
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palabra, pero para efectos del reconocimiento de los estados, se expresa como 
una doble obligación hacia las víctimas: para que sea posible el alivio del 
daño sufrido y proporcionar un resultado final que en realidad ocupa el daño. 
La justicia para las víctimas exige mecanismos procesales que resulten el 
alivio final y positivo de la vulneración de derechos. La reparación frente a la 
perspectiva de la víctima admite varias cuestiones, tales como: ¿Qué 
violaciones están obligadas por la reparación?¿Qué remedio ofrece la 
justicia? ¿Qué criterios deben aplicarse para determinar el tipo de reparación 
ofrecida (monetaria u otra)? La víctima es quien de forma individual y 
colectiva sufre el daño grave, incluye el daño físico, mental, sufrimiento 
emocional, pérdidas económicas, afectaciones a sus derechos a través de actos 
u omisiones que construyen graves violaciones del derecho internacional de 
los derechos humanos. La víctima incluye la familia sus dependientes directos 
así como personas que tienen lazos afectivos con la víctima, las primeras son 
víctimas directas y las segundas indirectas, estas últimas también tienen 
acceso a la reparación así como las víctimas personales y colectivas. Ante este 
panorama se han adecuado varias formas de protección a las víctimas, por 
medio de las cuales se deben garantizar los derechos de las personas, 
buscando generar una apropiada legislación y administración de la 
reparación que al interior de los Estados poseen matices diferentes. El deber 
de investigar de forma eficaz, rápida, completa e imparcial las violaciones de 




Señala que los términos sinónimos, remedio, reparación, compensación en el derecho 
internacional humanitario y el derecho internacional de derechos humanos, en sistemas 
regionales y derecho interno de cada estado se utilizan de forma diferente para expresar 
conceptos similares.  Para el caso que tratamos reparación se refiere a un amplio rango de 
medidas que pueden adoptarse cuando hay una violación real o potencial que abarca tanto la 
sustancia de la ayuda, así como el procedimiento a través del cual se la puede obtener. No 
existen parámetros definidos para una única utilización de la palabra, pero para efectos del 
reconocimiento de los estados, se expresa como una doble obligación hacia las víctimas: para 
que sea posible el alivio del daño sufrido y proporcionar un resultado final que en realidad 
ocupa el daño. Como no podía ser otra manera la justicia para las víctimas exige mecanismos 
procesales que resulte el alivio final y positivo de la vulneración de derechos de las personas. 
 
Expresa que  solo la reparación frente a la perspectiva de la víctima admite varias cuestiones, 
tales como: ¿Qué violaciones están obligadas por la reparación? ¿Qué remedio ofrece la 
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justicia? ¿Qué criterios deben aplicarse para determinar el tipo de reparación ofrecida 
(monetaria u otra)? La víctima es quien de forma individual y colectiva sufre el daño grave, 
incluye el daño físico, mental, sufrimiento emocional, pérdidas económicas, afectaciones a sus 
derechos a través de actos u omisiones que construyen graves violaciones del derecho 
internacional de los derechos humanos. La víctima incluye la familia inmediata sus 
dependientes directos así como personas que tienen lazos afectivos con la víctima, las primeras 
son víctimas directas y las segundas indirectas, estas últimas también tienen acceso a la 
reparación es decir las personas que tienen lazos afectivos así como las víctimas personales y 
colectivas. Ante esta situación se han adecuado varias formas de protección a las víctimas, por 
medio de las cuales se deben garantizar los derechos de las personas, buscando generar una 
apropiada legislación y administración de la reparación que al interior de los Estados poseen 
matices diferentes. El deber de investigar de forma eficaz, rápida, completa e imparcial las 
violaciones de derechos, dar a quienes afirman ser víctimas acceso efectivo a la justicia y 
proporcionarles reparación”. 
      
                         El catedrático y constitucionalista John Almeida Villacís Revista Jurídica 
Online de la Faculta de Jurisprudencia y Ciencias Sociales y Políticas de la 
Universidad Católica de Santiago de Guayaquil dice que, Hacer justicia 
significa reparar el daño causado y hacer efectiva la responsabilidad del 
Estado y eventualmente la del juez, si se diera el caso. La indemnización por 
error judicial se debe presentar no como un acto caritativo del Estado, sino 
como un aspecto y hecho de justicia”. (Sentencia de la Corte Constitucional 
No. 007-09-SEP-CC, caso No. 0050-08-EP, del 19 de mayo del 2009, 
publicado en el R.O. 602 del 1 de junio del 2009). (9) 
 
Señala que la base de la justicia en cualquier estado de derecho, es proteger los derechos 
fundamentales en nuestro caso ecuatoriano derechos reconocidos en la constitución, los mismos 
que habiéndose comprobado su violación, se debe reparar el daño haciendo efectiva la 
responsabilidad del Estado pagando indemnización por error judicial. Más aun cuando se lo 
debe considerar como un hecho de justicia.    
      
                         Por su lado el doctor Patricio Pazmiño Freire (2013. Págs. 21, 22) de la obra 
revista de derecho Constitucional Umbral manifiesta que, Las constituciones 
contemporáneas de las democracias constitucionales han creado ciertas vías 
que permiten a los particulares "acudir ante los jueces para que se ponga en 
funcionamiento el aparato del Estado con el fin de que se tutelen sus derechos 
y se logre el resarcimiento de los daños y perjuicios causados. En ese sentido 
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son instrumentos que atienden a la necesidad de proteger los derechos 
promulgados en la Constitución.  
 
Finalmente determinando que casi la mayoría de países tienen ciertas garantías denominadas 
garantías constitucionales que permiten a los ciudadanos acudir ante los jueces y tribunales en 
busca de proteger sus derechos fundamentales y su posterior restablecimiento de los mismos y 
su resarcimiento por los perjuicios causados.   
 
4.4. La Corte Constitucional 
      
                         El catedrático constitucionalista doctor José García Falconí (2008. Pág. 75, 
76) de su obra La Corte Constitucional y la Acción Extraordinaria de 
protección en la Nueva Constitución Política del Ecuador manifiesta que, De 
acuerdo a la nueva Carta Política, la Corte Constitucional es el máximo 
Tribunal en la jurisdicción constitucional, al confiarle la  guarda de los 
derechos y garantías constitucionales, más aún de este modo se va a unificar 
la jurisprudencia nacional sobre derechos constitucionales y esto va a 
producir cosa juzgada constitucional y por tal tendrá trascendencia en la vida 
jurídica del resto de los jueces y del ordenamiento jurídico del país. La Corte 
Constitucional regulada en la nueva Constitución, entre las principales 
atribuciones tenemos, el Art. 436 numeral 6 de la Constitución dice “Expedir 
sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante respecto de las acciones 
de protección…” mientras que en numeral 9º señala “Conocer y sancionar el 
incumplimiento de las sentencias y dictámenes constitucionales. 
      
El doctor García señala que, de acuerdo a la nueva Constitución, la Corte Constitucional es el 
máximo Tribunal en la jurisdicción constitucional, confiándole la  guarda de los derechos y 
garantías constitucionales, también se va a unificar la jurisprudencia nacional sobre derechos 
constitucionales y esto va a producir cosa juzgada constitucional.  La Corte Constitucional 
regulada en la Constitución, entre las principales atribuciones tenemos, el Art. 436 numeral 6 de 
la Constitución dice “Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante respecto de las 
acciones de protección…” mientras que en numeral 9º señala “Conocer y sancionar el 
incumplimiento de las sentencias y dictámenes constitucionales 
 
El doctor García Falconí (2008. Págs. 76, 77) de la obra antes mencionada dice que, La Corte 
Constitucional es la encargada de guardar la supremacía y la integridad de la 
nueva Constitución Política, definir los alcances de los preceptos 
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constitucionales en los principios constitucionales, de esta manera es el 
máximo órgano de control de constitucionalidad y de administración de 
justicia en esta materia. El art. 274 de la Constitución de 1998 señalaba 
“Cualquier juez o tribunal, en las causas que conoce podrá declarar 
inaplicable de oficio o a petición de parte, un precepto jurídico contrario a las 
normas de la Constitución o de los tratados y convenios internacionales, sin 
perjuicio de fallas sobre los asuntos controvertidos, esta declaración no tendrá 
fuerza obligatoria si no en las causas en las que se pronuncie. El juez tribunal 
o sala presentara un informe sobre la declaratoria de inconstitucionalidad 
para que el Tribunal Constitucional resuelva con carácter general y 
obligatorio”. Mientras que la nueva Constitución señala en su art. 428 
“Cuando una jueza o juez de oficio o a petición de parte, considere que una 
norma jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos 
internacionales de Derechos Humanos que establezcan derechos más 
favorables que los reconocidos en la Constitución, suspenderá la tramitación 
de la causa y remitirá en consulta el expediente a la Corte Constitucional, que 
en un plazo no mayor de cuarenta y cinco días resolverá sobre la 
inconstitucionalidad de la norma. Si transcurrido el plazo previsto la Corte no 
se pronuncia el perjudicado podrá interponer la acción correspondiente”, de 
tal manera dice: insisto que el Control Constitucional ya no es mixto ahora es 
concentrado y se le ejerce por medio exclusivo de la Corte Constitucional en 
forma directa y principal, de este modo se ha limitado el poder de los jueces y 
se ha reforzado el Control Constitucional por parte de la Corte Constitucional. 
      
Indica con la debida seguridad que es la encargada de guardar la supremacía y la integridad de 
la nueva Constitución, definir los alcances de los preceptos, en los principios constitucionales, 
siendo el máximo órgano de control de constitucionalidad y de administración de justicia en 
esta materia. Haciendo una comparativa: El art. 274 de la Constitución de 1998 señalaba 
“Cualquier juez o tribunal, en las causas que conoce podrá declarar inaplicable de oficio o a petición de 
parte, un precepto jurídico contrario a las normas de la Constitución o de los tratados y convenios 
internacionales […]”. Mientras que la nueva Constitución señala en su art. 428 “Cuando una jueza 
o juez de oficio o a petición de parte, considere que una norma jurídica es contraria a la Constitución o a 
los instrumentos internacionales de Derechos Humanos que establezcan derechos más favorables que los 
reconocidos en la Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y remitirá en consulta el 
expediente a la Corte Constitucional, que en un plazo no mayor de cuarenta y cinco días resolverá sobre 
la inconstitucionalidad de la norma. Si transcurrido el plazo previsto la Corte no se pronuncia el 
perjudicado podrá interponer la acción correspondiente”, de tal forma que el Control Constitucional 
ya no es mixto ahora es concentrado y se le ejerce por medio exclusivo de la Corte 
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Constitucional en forma directa y principal, de este modo se ha limitado el poder de los jueces y 
se ha reforzado el Control Constitucional por parte de la Corte Constitucional. 
 
El tratadista José García Falconí, (2008. págs. 77, 78), determina en su obra denominada La 
corte Constitucional y la Acción Extraordinaria de Protección en la Nueva Constitución Política 
del Ecuador, que: 
      
La Corte Constitucional rige su actividad y funcionamiento por las normas 
establecidas en la Constitución Política, los Tratados Internacionales sobre 
derechos Humanos. Desde el artículo, 429 al 440 de la nueva Carta Política, 
trata sobre la Corte Constitucional, el artículo, 429 la Corte Constitucional es 
el máximo órgano de control e interpretación constitucional y de 
administración de justicia, ejerce jurisdicción nacional y su sede es la ciudad 
de Quito, artículo 430 gozara de autonomía administrativa y financiera, el 
artículo 431 los miembros de la Corte Constitucional no estarán sujetos a 
juicio político ni podrán ser removidos por quienes los designen, el 432 la 
Corte Constitucional estará integrada por nueve miembros que ejercerán sus 
funciones en plenario y en salas de acuerdo con la ley. Desempeñaran sus 
cargos por un período de nueve años sin reelección inmediata y serán 
renovados por tercios cada tres años.  
       
Así mismo manifiesta que la Corte Constitucional basa su actividad y funcionamiento por las 
normas establecidas en la Constitución Política, los Tratados Internacionales sobre derechos 
Humanos. Desde el artículo. 429 al 440 de la nueva Carta Política, trata sobre la Corte 
Constitucional, artículo. 429 la Corte Constitucional es el máximo órgano de control e 
interpretación constitucional y de administración de justicia, ejerce jurisdicción nacional y su 
sede es la ciudad de Quito, artículo 430 gozara de autonomía administrativa y financiera el 
artículo 431 los miembros de la Corte Constitucional no estarán sujetos a juicio político ni 
podrán ser removidos por quienes los designen, el 432 la Corte Constitucional estará integrada 
por nueve miembros que ejercerán sus funciones en plenario y en salas de acuerdo con la ley. 
Desempeñaran sus cargos por un período de nueve años sin reelección inmediata y serán 
renovados por tercios cada tres años.  
  
El constitucionalista Diego Núñez Santamaría (2013. Pág. 49) en la obra 
Manual Justicia Constitucional Ecuatoriana cita al tratadista Manuel García 
Pelayo, en la misma que afirma que, los órganos constitucionales del Estado 
son aquellos que reciben “directamente de la Constitución su status y 
competencias esenciales, a través de cuyo ejercicio se actualiza el orden 
jurídico fundamental proyectado por la misma Constitución”. Bajo esta 
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afirmación entendemos que el estatus de los Tribunales o Cortes 
Constitucionales está dado por la Constitución, pero al revisar la 
configuración de los órganos constitucionales a partir de experiencias de 
Europa y América Latina se puede ver que el estatus no es uno solo, sino que 
son varios. Por medio de un ejercicio hipotético, pretendemos encontrar cual 
estatus y que configuración es la que mejor brinda legitimidad a una Corte 
Constitucional. 
                                                          
Según el tratadista García Pelayo afirma que los órganos constitucionales del Estado son 
aquellos que reciben “directamente de la Constitución su status y competencias esenciales, a través de 
cuyo ejercicio se actualiza el orden jurídico fundamental proyectado por la misma Constitución”. Bajo 
esta afirmación entendemos que el estatus de la Corte Constitucional está dado por la 
Constitución, pero al revisar la configuración de los órganos constitucionales a partir de 
experiencias de Europa y América Latina se puede ver que el estatus no es uno solo, sino que 
son varios. Por medio de un ejercicio hipotético, pretendemos encontrar cual estatus y que 




INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
5.1. ANALISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS  
 
5.1.1.  Análisis e interpretación de datos obtenidos en las encuestas. 
      
De conformidad al Plan de Tesis presentado y aprobado por las autoridades de la Carrera de 
Derecho, he aplicado las encuestas a un grupo de  abogados profesionales en libre ejercicio de la 
profesión, egresados y estudiantes de Derecho, un total de 56 encuestas, en la ciudad de Quito, 





En la Constitución de 2008 se incorporó la Acción Extraordinaria de Protección ¿considera 
usted que su inclusión es?      
 
Cuadro 1 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
BUENA 40 74.27% 
MALA 0 0% 
EXCELENTE 14 25.73% 












Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 
 Autor: José González   
 
 
Interpretación y análisis: 
 
En esta pregunta de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, cuarenta de ellas que equivalen 
al 75% respondieron que la incorporación de la Acción extraordinaria de Protección en nuestra 
Constitución es Buena, mientras que no hubo respuestas que opinaran que esta incorporación 
era Mala y por otra parte las catorce personas restantes que corresponde al 25% respondieron 
que es Excelente la incorporación de la garantía constitucional como es la Acción 
Extraordinaria de Protección.  
 
Por mi parte, estoy totalmente de acuerdo la respuesta de la mayoría de los encuestados quienes 
consideran que la inclusión de la Acción Extraordinaria de Protección en nuestra Constitución 
es buena y excelente, sin embargo la vulneración de los derechos de los ciudadanos se dan por 
la mala administración de justicia, por la complejidad de los procedimientos para demandar la 
reparación de los daños ocasionados por sentencias o resoluciones que carecen de motivación 
jurídica, es por ello que la Acción Extraordinaria de Protección se hace inaplicable en nuestro 






¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección tiene vacíos?    
   
 
Cuadro 2 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 44 76,89% 
NO 10 23.11% 





Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 













Interpretación y análisis: 
 
En esta pregunta de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, cuarenta y cuatro de ellas que 
equivalen al 76.89% respondieron que la Acción Extraordinaria de Protección si tiene vacíos; 
Mientras que, diez de ellos que corresponden al 23.11% contestaron que la Acción 
Extraordinaria de Protección no tiene vacíos legales. 
 
A mi criterio, concuerdo con las respuestas de la mayoría de las personas que intervinieron en la 
presente encuesta en vista que consideran que la Acción Extraordinaria de Protección si tiene 
vacíos legales, por ser considerado un instrumento jurídico de rápido accionar, el problema aquí 
son los operadores que administran justicia por su falta de formación en derecho constitucional, 
al ser esta una nueva figura aún se encuentra dando sus primeros pasos la acción constitucional 




























¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección como garantía constitucional está 
solucionando los problemas de los ciudadanos?   
 
Cuadro 3 
INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 38 73.65% 
NO 16 26.35% 
TOTAL 54 100% 
 
 
 Gráfico 3 
 
Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 











Interpretación y análisis: 
 
En la presente interrogante de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, treinta y ocho de 
ellas que equivalen al 73,65% respondieron que la Acción Extraordinaria de Protección si está 
resolviendo los problemas de los ciudadanos; Mientras que, dieciséis de ellos que corresponden 
al 26,35% contestaron que la Acción Extraordinaria de Protección no resuelve los problemas de 
los ciudadanos. 
 
Mi criterio personal es que, de acuerdo con las respuestas de la mayoría de las personas que 
intervinieron en la presente encuesta, aunque siendo sincero me esperaba muchas más 
respuestas favorables en vista que manifiestan que la Acción Extraordinaria de Protección 
garantiza los derechos de los ciudadanos, derechos que han sido vulnerados por la 
administración de justica en la que mediante sentencia o resolución se violenta derechos y 
garantías consagrados en nuestra Constitución, y es por ello que la acción extraordinaria de 

























   
¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección garantiza los derechos reconocidos 
en nuestra Constitución, cuando estos han sido vulnerados por una Sentencia o Resolución que 




INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 46 77.97% 
NO 8 22.03% 




Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 










Interpretación y análisis: 
 
En la presente pregunta de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, cuarenta y seis de ellas 
que equivalen al 77.97% respondieron que la Acción Extraordinaria de Protección garantiza los 
derechos contemplados en nuestra Constitución; Mientras que, ocho de ellos que corresponden 
al 22.03% contestaron que la acción extraordinaria de protección no garantiza los derechos 
contemplados en la Constitución. 
 
A mi criterio, concuerdo con las respuestas de la mayoría de las personas que intervinieron en la 
presente encuesta  en vista que consideran que la acción extraordinaria de protección está 
garantizando ciertamente los derechos que contempla nuestra Constitución, derechos que deben 
ser velados y respetados por los administradores de justicia de nuestro país, en muchos de los 

































INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 39 74.19% 
NO 15 25.81% 





Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 













Interpretación y análisis: 
 
En la presente pregunta de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, treinta y nueve de ellas 
que equivalen al 74.19% respondieron que si es correcta la aplicación a la Acción 
Extraordinaria de Protección por tanto garantiza los derechos contemplados en nuestra 
Constitución de la República; Mientras que, quince de ellos que corresponden al 25.81% 
contestaron que la acción extraordinaria de protección no es correcta la aplicación en nuestro 
país. 
 
Mi criterio personal, concuerdo con las respuestas de la mayoría de las personas que 
intervinieron en la presente encuesta puesto que manifiestan que la acción extraordinaria de 
protección está siendo aplicada correctamente o su aplicación es correcta por parte de la 
administración de justicia en nuestro país, buscando solucionar los problemas de los ciudadanos 
cuando han sido vulnerados sus derechos que se encuentran garantizados por nuestra 
Constitución de la República, asegurando la seguridad jurídica, ya que con la mala aplicación de 
una norma o una equivoca interpretación por parte de los jueces deja en absoluta vulnerabilidad 
























¿Considera usted que se debería realizar una reforma a la Ley Orgánica de Garantías 




INDICADORES PORCENTAJE  TOTAL % 
SI 41 75.27% 
NO 13 24.73% 





Fuente: Profesionales en libre ejercicio, egresados y estudiantes del Derecho. 









Interpretación y análisis: 
 
En la presente interrogante de las cincuenta y cuatro personas encuestadas, cuarenta y uno que 
equivalen al 75.27% contestaron que si es necesaria una reforma a la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional con la finalidad de llenar los vacíos existentes en el 
procedimiento y aplicación de la acción extraordinaria de protección; Mientras que trece de los 
encuestados, correspondiente al 24.73% dieron una respuesta negativa contestando que no es 
necesaria una reforma.  
  
La respuesta emanada de la mayoría de los encuestados considero es acertada, porque en 
nuestro país la acción extraordinaria de protección si bien está cumpliendo con las expectativas 
para las que fue creada, no es menos cierto que existe un problema latente que se encuentra 
presente tal y como lo ha reconocido el presidente de la Corte Constitucional, reformas que 
deben ser implementadas en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, con la finalidad de garantizar la aplicabilidad normativa de la acción 
extraordinaria de protección en vista que debe ser una herramienta de rápida solución cuando 




















5.1.2.  Análisis e interpretación de datos obtenidos en las entrevistas 
     
Según el plan presentado y aprobado por las autoridades de la Carrera de Derecho de la 
Universidad Central del Ecuador, he aplicado 6 entrevistas a profesionales de las instituciones 
públicas como: a Jueces, Catedráticos docentes Universitarios en Derecho Constitucional, cuyo 




1.- La Constitución de 2008 incorporó en su texto las garantías constitucionales entre ellas la 
Acción Extraordinaria de Protección ¿Qué consideración tiene al respecto?   
 
a.- La Inclusión de la acción extraordinaria de protección entre las garantías 
constitucionales jurisdiccionales representa un avance porque lo que supone es un 
sometimiento del poder judicial al principio de la supremacía constitucional, 
básicamente lo que supone es que el poder judicial está sometido a la Constitución, en 
la tramitación de las causas en la resolución de las causas tiene que obviamente 
considerar lo que dice la Constitución, por lo tanto debe sustanciar las causas 
respetando el debido proceso y debe resolver las causas con la debida motivación.  
b.- La incorporación de la acción extraordinaria de protección es algo muy positivo para la 
justicia y la administración de justicia, porque esta y las demás garantías 
constitucionales incorporadas en la nueva Constitución de Montecristi, lo que hacen es 
cubrir con las deficiencias existentes en el estado ecuatoriano.   
c.- Es excelente haber incluído esta garantía constitucional por parte de la Asamblea 
Constituyente de Montecristi, la acción extraordinaria de protección viene a superar el 
largo período de obscuridad y opacidad en lo que a garantías ciudadanas se refiere y en 
la nueva Constitución de la República se consagra el garantismo en el Ecuador.    
d.- Creo que la incorporación de las garantías constitucionales en la actual Constitución y 
particularmente de la acción extraordinaria de protección es un acierto y por tanto es 
positivo que los ciudadanos cuenten con una amplia gama de garantías jurisdiccionales 
con la finalidad de que los órganos de la administración pública respeten los derechos 
fundamentales de los ciudadanos consagrados en la Constitución.    
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e.- Considero que es positivo la inclusión de la acción extraordinaria de protección y de las 
garantías constitucionales en la actual y vigente Constitución de la República en 
beneficio de la sociedad ecuatoriana.   
f.- Bueno la implementación de la acción extraordinaria de protección en nuestra 
Constitución en una excelente incorporación, que trata de velar por los derechos de los 




En esta pregunta la totalidad de los entrevistados han dado un criterio único y por tanto acertado 
en cuanto a la incorporación de la acción extraordinaria de protección y de las demás garantías 
jurisdiccionales en la Constitución del 2008, criterios con los que concuerdo porque ciertamente 
esta incorporación es excelente por cuanto garantiza y restituye los derechos de los ciudadanos 
cuando estos han sido vulnerados por sentencias o resoluciones de jueces o tribunales, en 
definitiva el control constitucional sobre las resoluciones judiciales es algo muy positivo, cosa 
que hasta antes de la Constituyente de Montecristi era inexistente, aunque no es menos cierto 
que algunos hacen observaciones de una manera crítica y hasta negativa pese a responder que es 
buena, positivo, excelente o un avance el haber incluído esta garantía constitucional en la 





2.- ¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección tiene imperfecciones, vacíos 
que no le permiten cumplir con su función para la que fue creada?  
 
a.- Existe una imprecisión en cuanto a la materia impugnable, yo advierto ahí un error en el 
sentido que no se precisan que tipo de sentencias o autos son los que se pueden 
impugnar, vía acción extraordinaria en algunas partes de la Constitución y la ley se 
hablan de sentencias ejecutoriadas en otras partes de la Constitución y la ley se habla de 
sentencias o autos definitivos, me parecería que son sentencias ejecutoriadas o autos 
definitivos.  
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b.- Considero que se debería realizar un control estricto de regulación para la aceptación a 
trámite de la acción extraordinaria de protección, los requisitos que tienen que ser 
observados por la Sala de Admisión el momento de ser revisada la sentencia por parte 
de la Corte Constitucional.    
c.- Más que vacíos considero que hace falta una estricta regulación en torno a la aceptación 
a trámite de la acción extraordinaria de protección en contra de sentencias que tienen 
que ver con las garantías constitucionales pues no debemos olvidar que aparte de la Sala 
de Admisión existe también la selección y revisión facultada a la Corte Constitucional.    
d.- Creo que si existen errores que tanto el Asambleísta constituyente como el Asambleísta 
Nacional cometieron errores, sin embargo creo también que no regula la posibilidad de 
poner demanda de acción extraordinaria de protección contra el arbitraje. 
e.- Cree que existen errores que deben ser corregidos de manera urgente y desconoce si 
dichos errores tienen un fin institucional o material.    
f.- Las imperfecciones los problemas y los probables vacíos los encontramos en la Ley 




Tomando en cuenta las respuestas de los entrevistados existen criterios concordantes, porque 
unos manifiestan que más que vacíos existen errores problemas en las garantías constitucionales 
y específicamente en lo que atañe a nuestro estudio como es la acción extraordinaria de 
protección, esto se da porque nuestra Constitución es una norma general de inmediata 
aplicación, sin embargo el procedimiento a darse a la acción extraordinaria de protección está 
enmarcado en la ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es por 
ello que la complejidad, el procedimiento aun siendo complementado no es suficiente mucho 
menos eficiente no por falta de normatividad, sino por la poca y escasa utilización que le dan los 
funcionarios encargados de administrar justicia, cuando los derechos de un ciudadano han sido 
vulnerados por sentencias carentes de legitimidad jurídica. Me da la impresión que las 
operadoras y operadores de justicia tienen miedo de aplicar los principios las normas 
Constitucionales por miedo a equivocarse y perder sus puestos de trabajo o por no estar de 
acuerdo con los cambios constitucionales realizados, y al ser contrarios a estos principios 
sencillamente no los quieren aplicar por hacer quedar mal de alguna manera al gobierno y a 
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quienes fueron los ideólogos del nuevo constitucionalismo o neo constitucionalismo en el 
Ecuador, al menos esa es la impresión que personalmente tengo sobre este aspecto, y no soy el 





3.- ¿Considera usted que la Acción Extraordinaria de Protección está cumpliendo su función de 
ser una garantía constitucional, por tanto solucionando los problemas de los ciudadanos? 
 
a.- No está solucionando los problemas de los ciudadanos sino los problemas de las 
autoridades, lastimosamente lo que hizo la Corte Constitucional, al interpretar el 
artículo 437 de la Constitución, es favorecer a las autoridades públicas para que puedan 
presentar acciones extraordinarias de protección en los juicios que han perdido, cuando 
el artículo 437 tiene que ser interpretado utilizando el método gramatical porque el 
sentido es claro, el sentido literal nos dice que solamente los ciudadanos en forma 
individual y colectiva puedan proponer acción extraordinaria.    
b.- En los años de vigencia de la actual Constitución de 2008 con seguridad se puede 
manifestar que es acertada y con relación a las garantías constitucionales también ha 
sido exitoso, porque en un importante porcentaje, la mayoría de resoluciones emitidas 
por la Corte Constitucional en lo que tiene que ver con esta garantía constitucional 
como es la acción extraordinaria de protección está solucionando los problemas sociales 
y jurídicos de los ciudadanos.   
c.- Mi consideración personal es que no está solucionando los problemas sociales y mucho 
menos jurídicos de los ciudadanos porque no tiene fuerza vinculante más allá de sus 
efectos inter partes, de manera que los problemas jurídicos encontrados en procesos o 
causas no llegan a tener verdadera trascendencia e importancia. 
d.- La acción extraordinaria de protección no está solucionando los problemas de los 
ciudadanos debido a que esta acción está siendo recurrida por grupos económicos 
medios y altos mientras que la gran mayoría de la población no soluciona sus problemas 
vía judicial.  
e.- Estima que la acción extraordinaria de protección si está solucionando los problemas de 
los ciudadanos por ello se puede constatar en el sentido que se ha revertido las 
violaciones de derechos constitucionales en los procesos judiciales. 
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f.- Realmente no toda norma por más que sea garantista cumple con sus funciones 
emanadas, mucho menos si los mismos administradores de justicia son los encargados 
de quebrantar los derechos de los ciudadanos. 
      
Comentario. 
 
Es necesario tomar en cuenta los criterios de los entrevistados en la presente interrogante, en 
vista que los mismos, que son mayoría tomando en cuenta la última respuesta un tanto ambigua, 
consideramos que es no al decir que “no toda norma por más garantista cumple con su función”, 
consideran que la acción extraordinaria de protección no está cumpliendo con la función para la 
que fue creada e implementada en nuestra Constitución, consideramos que esto se debe a la 
complejidad al momento de demandar la restitución de los derechos quebrantados por la mala 
administración de justicia, por distintos aspectos, ya lo dijo anteriormente un entrevistado que 
las garantías constitucionales son o fueron creados para la utilización de las clases media y alta 
mientras que para la gran mayoría de la población son inalcanzables el poder acceder a ellas, 
otro aspecto podría ser, por la excesiva lentitud en la resolución de los conflictos, aunque hay 
que reconocer que ha mejorado mucho, pero aún no es suficiente, en el plano operativo, porque 
las juezas jueces y tribunales no motivan sus resoluciones lo que perjudica a los ciudadanos, por 
ende la acción extraordinaria de protección es un instrumento importante para restituir los 
derechos de los ciudadanos cuando han estos se han visto vulnerados.    
 
5.1.3. Análisis e interpretación de casos 1 y 2   
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN CASO 1 
ANALISIS DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN 
     El doctor Antonio Posso Salgado Rector de la Universidad Técnica del Norte por tanto representante 
legal de este Centro de estudios Superiores de la ciudad de Ibarra, se presenta con una Acción de 
Protección ante una de las Salas de lo Civil de Imbabura en contra del Ministro de Agricultura, 
Ganadería Acuacultura y Pesca, manifiesta que con respecto al recurso de Apelación propuesto por la 
señora Bertha Elena Andrade Mantilla que cierto es que de acuerdo al Art. 44 de las reglas de 
procedimiento para el ejercicio de las competencias de la Corte Constitucional de que “Quien tuviere 
interés legítimo, debidamente justificado en el resultado del proceso, podrá intervenir en él como tercer 
interesado”, Ni la recurrente ni sus hermanos tienen interés legítimo en el resultado del proceso, por 
cuanto no son propietarios del inmueble, que está en posesión mi representada por el contrato de 
comodato celebrado con el Ministerio de Agricultura y Ganadería. 
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     La resolución dictada por el economista Walter Poveda el 3 de octubre del 2008 a las 08:30 no les 
reconoce la propiedad a la familia Andrade Mantilla, la resolución basada en el Art. 93 del Estatuto de 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, declara “extinguido de oficio por razones de 
ilegitimidad el Auto de Adjudicación dictado por el Juzgado de Coactivas de la Asistencia Social de 
Imbabura el 16 de agosto de 1960 protocolizada ante el Notario de Ibarra Dr. Manuel Almeida el 28 de 
febrero de 1964, inscrito en Registro de la Propiedad el 2 de septiembre de 1964 en el cual se adjudica a 
la Asistencia Social de Imbabura el predio denominado “la pradera” ubicado en la parroquia Chaltura 
del cantón Antonio Ante”. Manifiesta “El acto administrativo que declara extinguido un acto 
administrativo por razones de legitimidad tiene EFECTOS RETROACTIVOS” la resolución dictada por 
el Ministro tiene efectos retroactivos, no consecutivos, por lo que la propiedad sigue siendo del 
Ministerio por decreto Supremo Nº 1128 dictado por el Consejo Supremo de Gobierno el 31 de enero de 
1977 protocolizado ante el Notario Dr. Humberto González el 28 de junio de 1977 inscrita en R.P. el 4 
de julio de 1977. 
     El Recurso de Protección Constitucional propuesto por el compareciente a más de impugnar y dejar 
sin efecto y sin valor legal la resolución, es porque el Ministro da por terminado el Contrato de 
Comodato en forma inconstitucional e ilegal, atentando a los principios y derechos constitucionales del 
debido proceso, seguridad jurídica y el derecho a la defensa ya que se arroga funciones de juez, que 
solamente competen a la Función Judicial. Por ello la recurrente no tiene ningún derecho legítimo para 
que pueda presentar el recurso de apelación y hacer observaciones al proceso, la recurrente me da la 
razón al transcribir la conceptualización del Acto Ilegítimo “Un acto de Autoridad es Ilegítimo, es decir 
arbitrario cuando la autoridad no es competente para expedirlo o el acto excede de sus atribuciones 
establecidas en la constitución y la ley. 
     Existen errores de fecha en la resolución oficio Nº 001373 del 23 de octubre de 2008 del Ministro 
comunica erróneamente al anterior Rector Dr. Jorge Villarroel diciendo que el contrato de comodato 
suscrito el 23 de julio del 2008 cuando en realidad se suscribió el 24 de julio del 2003 que en la parte 
medular dice; “con fecha 3 de octubre de 2008 el Ministro dictó una resolución dentro del trámite de 
extinción de oficio por razones de legitimidad sobre el remate del predio denominado “la pradera” 
solicitado por la familia Andrade Mantilla por medio del cual se restituyó dicha propiedad a la referida 
familia”. “En razón de la resolución emitida informo a usted que el contrato de comodato referido queda 
automáticamente terminado por cuanto esté bien ya no pertenece al ministerio, razón por la que le 
solicito se sirva entregar este bien inmueble a sus legítimos propietarios” cosa que es ilegítima por 
cuanto es arbitraria porque se arroga atribuciones que solamente tienen los Jueces para dejar sin efecto 
un contrato de comodato, se ha extralimitado en sus atribuciones al declarar extinguido el auto dictado 
por autoridad competente que ya estaba prescrito, ha impugnado la legalidad del acto por arbitrarios 
ilegítimos por atentar principios y derechos constitucionales y no solamente ilegalidades como quiere 
hacer aparecer la recurrente. 
      
93 
Sobre el recurso de apelación propuesto por el Ministro manifestando que la Acción de Protección es 
improcedente por existir incompetencia del señor Juez Cuarto de lo Civil de Imbabura, dice; que de 
conformidad con lo que dispone el Art. 86 numeral 2 de la Constitución manifiesta, “Será competente la 
Jueza o Juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o donde se producen sus efectos. Los 
efectos de estos actos administrativos distados y comunicados por el Ministro se producen en la 
Provincia de Imbabura tanto en el Cantón Antonio Ante donde está ubicado el predio como en la ciudad 
y cantón Ibarra donde está ubicada y ejerce sus actividades educativas la UTN por lo tanto son 
competentes los jueces de la ciudad de Quito lugar donde emana la resolución inconstitucional e ilegal 
los jueces de Antonio Ante ciudad de Atuntaqui y los jueces de la ciudad de Ibarra. Y uno de ellos es el 
Juez Cuarto de lo Civil de Imbabura con sede en la ciudad de Ibarra. Por lo que considera que la 
alegación es infundada y de mala fe. Por tanto solicita que sean rechazados los infundados recursos de 
apelación propuestos tanto por el ministro como de la señora Bertha Andrade Mantilla, y solicita 
confirmen la sentencia dictada por el Juez Cuarto de lo Civil de Imbabura. 
 
CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA. SALA DE LO CIVIL.  
VISTOS: El Dr. Luis Antonio Posso Salgado en su calidad de Rector de la UTN deduce la Acción de 
Protección Constitucional en contra del Ministro, debiéndose contar con el Procurador del Estado, 
manifiesta los fundamentos de hecho y de derecho ya expuestos; mediante convenio de cooperación 
interinstitucional celebrado el 4 de enero de 2001 entre el MAGAP y la UTN con la finalidad de que la 
U. entre a ocupar y dar un mejor y adecuado uso de las instalaciones de la Granja “la Pradera” ubicado 
en la parroquia Chaltura Cantón Antonio Ante Provincia de Imbabura, con la implementación de un 
proyecto de rehabilitación utilización e implementación de nuevas técnicas para convertirla en un centro 
de alto nivel de capacitación técnico profesional. El 22 de julio del 2003 el MAGAP y la UTN celebraron 
el Contrato de Comodato por el cual el MAGAP concede a la U. la granja “La Pradera” de una 
superficie de 27.042 hectáreas, contrato protocolizado ante el Dr. Arturo Terán Notario Quinto del 
cantón Ibarra, inscrito en el R.P. el 25 de julio del 2003. El Ministro mediante oficio Nº 001373 de 23 de 
octubre de 2008 comunica erróneamente al anterior rector Dr. Jorge Villarroel señalando que el 
contrato de comodato suscrito el 23 de julio del 2003 cuando en realidad se suscribió el 24 de julio del 
2003 comunicación que en sus párrafos segundo y tercero manifiesta: “Con fecha 3 de octubre del 2008 
el titular de esta Cartera de Estado dictó una resolución dentro del  trámite de extinción de oficio por 
razones de legitimidad sobre el remate del predio “la Pradera”, solicitado por la familia Andrade 
Mantilla por medio del cual se restituyó dicha propiedad a la referida familia” “En razón de esta 
resolución informo a usted que el contrato de comodato queda automáticamente terminado por cuanto 
esté bien ya no pertenece al MAGAP, razón por la que solicito se sirva entregar este inmueble a sus 
legítimos propietarios”. Recabando información en el MAGAP y Registro de la Propiedad del Cantón 
Antonio Ante, se encontró la resolución administrativa dictada por el Ministro de 3 de octubre de 2008 
que en la parte resolutiva declara: “EXTINGUIDO DE OFICIO POR RAZONES DE ILEGITIMIDAD 
DEL AUTO DE ADJUDICACIÓN DICTADO POR EL JUZGADO DE COACTIVAS DE LA ASISTENCIA 
SOCIAL DE IMBABURA EL 16 DE AGOSTO DE 1960 PROTOCOLIZADA ANTE EL NOTARIO DE 
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IBARRA DR.MANUEL ALMEIDA EL 28 DE FEBRERO DE 1964 INSCRITO EN EL REGISTRO DE LA 
PROPIEDAD EL 2 DE SEPTIEMBRE DE 1964 EN EL CUAL SE LE ADJUDICA A LA ASISTENCIA 
SOCIAL DE IMBABURA EL PREDIO DENOMINADO “LA PRADERA” UBICADO EN LA 
PARROQUIA CHALTURA DEL CANTÓN ANTONIO ANTE. SE EXORTA A LOS HEREDEROS 
ANDRADE MANTILLA PARA QUE RESPETEN LA DONACIÓN REALIZADA A FAVOR DEL 
COLEGIO FISCAL CHALTURA, POR SER HECHA EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD Y 
ADICIONALMENTE PORQUE CUALQUIER ACCIÓN CONTRA ESTA DONACIÓN HABRIA 
PRESCRITO DE CONFORMIDAD CON EL ART. 2406 Y SIGUIENTES DEL CODIGO CIVIL. UNA 
VEZ QUE ESTA RESOLUCIÓN CAUSE ESTADO PROTOCOLICESE EN UNA NOTARIA E 
INSCRIBASE EN EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD CORRESPONDIENTE PARA QUE SURTA LOS 
EFECTOS DE LEY. NOTIFIQUESE”. Es decir el señor Ministro mediante esta resolución entrega un 
bien del Estado que mediante Decreto Supremo Nº 1128 del Consejo de Gobierno del 31 de enero de 
1977. Transfirió a favor del MAGAP cuya superficie era de 40 hectáreas; y se les entregó en comodato 
una superficie de 27.042 hectáreas, el 24 de julio del 2003, según escritura pública. Que la Granja “La 
Pradera” pertenecía al señor Amadeo Andrade Montalvo y su conyugué la señora Bertha Mantilla; Que 
por una deuda mantenida con la Junta de Asistencia Social de Imbabura que no fue pagada, esta entidad 
por intermedio del Juzgado de Coactivas sigue el respectivo juicio llegándose a rematar el mencionado 
inmueble, pasando a propiedad de la Junta de Asistencia Social de Imbabura, mediante auto de 
adjudicación dictado el 16 de agosto de 1960, protocolizado ante el Dr. Manuel Almeida Notario del 
Cantón Ibarra el 28 de febrero de 1964, inscrito en el Registro de la Propiedad del Cantón Antonio Ante, 
el 2 de septiembre de 1964. La Junta de Asistencia Social de Imbabura se hizo cargo del mencionado 
inmueble, pero como el valor superaba la deuda, por el saldo se hipotecó el inmueble a favor de los 
cónyuges Amadeo Andrade Montalvo y Bertha Mantilla, según consta en la adjudicación antes 
mencionada. El Consejo Supremo de Gobierno mediante decreto Supremo Nº 1128 de 31 de enero de 
1977 protocolizado ante el Notario Dr. Humberto González, con fecha 28 de junio de 1977, e inscrita en 
el Registro de la Propiedad el 4 de julio de 1977, transfiere a favor del MAGAP la Granja “La 
Pradera”. La familia Andrade Mantilla en el año 1988 instaura un juicio ejecutivo signado con el Nº 
508-98 por el cual reclama el pago del valor que le quedó adeudando la Junta de Asistencia Social de 
Imbabura y por el cual se hipotecó el inmueble en su favor. El MAGAP por la deuda y mediante un 
acuerdo transaccional le adjudica a la mencionada familia la superficie de 9.343 hectáreas que son 
desmembradas de la Granja La pradera, acuerdo que es aprobado por el Juzgado Séptimo de lo Civil de 
Pichincha según se desprende del certificado del Registro de la Propiedad que se acompaña. Que el 
acuerdo transaccional que tiene el valor de sentencia ejecutoriada pasada por autoridad de cosa 
juzgada, es suscrito con fecha posterior a un informe del señor Procurador general del Estado en el que 
se fundamenta el Ministerio para dictar esta resolución administrativa inconstitucional e ilegal. 
Mediante escritura de donación celebrada ante el Notario señor Arturo Gordillo el 7 de enero de 1988, 
el Ministro dona a favor del Colegio Fiscal “Chaltura” un lote de terreno de superficie de 19.000 metros 
cuadrados que es desmembrado de la granja “La Pradera” mediante convenio de cooperación 
institucional celebrado entre el MAGAP y la UTN con fecha 4 de enero de 2001, su representada entró a 
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posesionarse de la Granja la Pradera con la finalidad antes mencionada, para posteriormente suscribir 
el contrato de comodato con los datos y fechas antes señaladas. 
 
Para la donación de 1988 al Colegio Fiscal Chaltura ya ha prescrito cualquier acción, mientras que el 
acto de adjudicación de 16 de agosto de 1960 se ha interrumpido la prescripción para la familia 
Andrade que en el año 2001 suscribió un acta transaccional con el valor de sentencia ejecutoriada y se 
consolidaba la propiedad del Estado en la granja la Pradera, sin embargo el señor Ministro desconoce 
este instrumento y lo que es peor lo aplica en perjuicio del Estado Ecuatoriano y especialmente de los 
estudiantes de la UTN. Y sin tener la facultad legal de declarar la prescripción, que corresponde 
únicamente a los jueces dice, que ha prescrito cualquier acción en la donación hecha al Colegio Fiscal 
Chaltura, pero no ha prescrito ninguna acción respecto a la totalidad de la granja que viene desde 1960 
esto es aproximadamente 48 años. Por otro lado solo un Juez de lo Civil es el competente para declarar 
terminado y dejar sin efecto un contrato de comodato y no el Ministro por voluntad unilateral es decir se 
extralimita en sus funciones sin tener competencia para ello. En la mencionada resolución no declara la 
restitución del inmueble a la familia Andrade Mantilla, sin embargo en el oficio 001373 de 23 de octubre 
de 2008, en su parte final dispone que se entregue el inmueble a sus legítimos propietarios; 
entendiéndose que el legítimo propietario es el MAGAP y no la familia, sin considerar los certificados 
del Registro de la Propiedad, y con una simple resolución administrativa transfiere la propiedad de la 
granja la Pradera, inobservando las normas de la LOAFYC y Reglamento Sustitutivo para el manejo y 
administración de los bienes del sector público y basando el mismo    en el estatuto del Régimen Jurídico  
y Administrativo de la Función Ejecutiva. Incumpliendo lo preceptuado en el Art. 171 que se refiere a los 
límites de la revisión, ni lo que dispone el Art. 2411 del Código Civil relacionado con la prescripción, 
además realizando el trámite en el tiempo record de 60 días, deja sin efecto un auto de adjudicación del 
Juzgado de Coactivas de la Asistencia Social de Imbabura de hace 48 años. Por otro lado regalar un 
inmueble de propiedad del Estado a un particular constituye un delito previsto y sancionado en el Art. 
257 del Código Penal. Siendo la UTN comodataria por el lapso de 50 años de la granja la Pradera ha 
invertido parte de sus recursos económicos en una cantidad superior a $ 120.000 USD en infraestructura 
física, existiendo además una inversión propia del MAGAP en una cantidad aproximada de $ 200.000 
USD, y que en la mencionada resolución nada dice al respecto sigue los argumentos …..  pero en lo 
básico es que después de un largo análisis así como una extensa motivación por parte de la Jueces de la 
Sala de lo Civil de Imbabura RESUELVE: CONFIRMAR EN TODAS SUS PARTES LA SENTENCIA 
DICTADA POR EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA QUE ACEPTA LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL A FAVOR DE LA UNIVERSIDAD TÉCNICA DEL NORTE REPRESENTADA POR 
EL DR. LUIS ANTONIO POSSO SALGADO EN SU CALIDAD DE RECTOR, QUE DEJA SIN EFECTO 
LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL SEÑOR MINISTRO DE 3 DE OCTUBRE DE 2008. DE 
CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL NUMERAL 5 DEL ART. 86 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA UNA VEZ EJECUTORIADA ESTA SENTENCIA REMITASE UNA COPIA DE LA MISMA A 
LA CORTE CONSTITUCIONAL  NOTIFIQUESE.            
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PETICIÓN DE ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN SOLICITADA POR BERTHA 
ANDRADE MANTILLA Y HERMANOS, COMO APODERADA DE LOS MISMOS. 
 
Manifiesta que impugna la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Justicia de 
Ibarra el 18 de diciembre del 2008; Argumenta los derechos violentados Art. 1, 11, 66 numeral 4, 76 
numeral 7 letras a, b, c, h, que trata del derecho a la defensa, letra L, porque considera que la sentencia 
no se fundamenta en principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a 
los antecedentes de hecho; se viola el Art. 82 que trata de la seguridad jurídica, el numeral 2, el juzgador 
actúa sin competencia; Art. 88 habiendo aceptado la Acción de protección sin que proceda existiendo 
vías judiciales ordinarias para la reclamación de los hechos en vía administrativa. 
 
PRETENCIÓN.- Solicita al Pleno de la Corte Constitucional dicte sentencia declarando nulo y sin valor 
legal la sentencia dictada el 18 de diciembre de 2008. 
 
La Corte Constitucional a través de la sala de Admisión admite a trámite. 
La Sala de Sustanciación manifiesta que mediante sorteo le ha tocado conocer esta Acción al Dr. Alfonso 
Luz Yunes. 
 
Escrito de Bertha Andrade Mantilla al defensor del Pueblo, explica que la Acción Extraordinaria de 
Protección que sigue en contra de la sala de lo Civil de la Corte Provincial de Imbabura explica que se 
vulneró el Art.86, 11 numeral 2, 66 numeral 4 de la Constitución y solicita la vigilancia del debido 
proceso, y aparece con otro abogado. 
 
Escrito del Dr. Antonio Posso Rector de la UTN se refiere a la inconstitucional e ilegal Acción 
Extraordinaria de Protección se ratifica en todos y cada uno de los planteamientos hechos ante el 
inferior. 
 
Escrito de la delegada del Procurador General del Estado quien pide expresamente que se niegue la 
Acción de Extraordinaria de Protección.  
 
Escrito de los Jueces de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Imbabura, quienes manifiestan en 
uno de los puntos que el Ministro de Agricultura y Ganadería nunca alego incompetencia tanto del Juez 
de lo Civil como de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Imbabura. 
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Escrito de otro delegado de la Procuraduría General del Estado quien también pide lo propio como la 
primera en comparecer. 
 
Escrito del Dr. Antonio Posso rector de la UTN. Con un informe del MAGAP conforme manifiesta que 
una vez haya resuelto la Corte Constitucional se procederá a ceder en propiedad a la Universidad de 
salir favorable dicha resolución.         
 
Escrito del departamento Jurídico del MAGAP fijando casillero Constitucional. 
 
SENTENCIA.- 1) Desecha la Acción Extraordinaria de Protección; 2) Dispone el archivo de la causa; y 
3) Notifíquese, publíquese y cúmplase 
 
ANALISIS.- El Rector de la Universidad Técnica del Norte como representante legal de dicha 
institución presenta Acción de Protección ante una de las Salas de lo Civil de Imbabura en 
contra del Ministro de Agricultura, manifiesta que recurso de apelación propuesto Bertha Elena 
Andrade Mantilla y expresa que de acuerdo al Art. 44 de las reglas de procedimiento para el 
ejercicio de las competencias de la Corte Constitucional de que “Quien tuviere interés legítimo, 
debidamente justificado en el resultado del proceso, podrá intervenir en él como tercer 
interesado”, Ni la recurrente ni sus hermanos tienen interés legítimo en el resultado del proceso, 
por cuanto no son propietarios del inmueble, en posesión mi representada por el contrato de 
comodato celebrado con el Ministerio de Agricultura y Ganadería.  
 
La resolución dictada por el economista Walter Poveda el 3 de octubre del 2008 no les reconoce 
la propiedad a la familia Andrade Mantilla, resolución basada en el Art. 93 del Estatuto de 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, declara, “extinguido de oficio por 
razones de ilegitimidad el Auto de Adjudicación dictado por el Juzgado de Coactivas de la Asistencia 
Social de Imbabura el 16 de agosto de 1960 protocolizada ante el Notario de Ibarra el 28 de febrero de 
1964, inscrito en Registro de la Propiedad el 2 de septiembre de 1964 en el cual se adjudica a la 
Asistencia Social de Imbabura el predio denominado “la pradera” ubicado en la parroquia Chaltura del 
cantón Antonio Ante”.  
 
Manifiesta, “El acto administrativo que declara extinguido un acto administrativo por razones de 
legitimidad tiene EFECTOS RETROACTIVOS” la resolución dictada por el Ministro tiene efectos 
retroactivos, no consecutivos, por lo que la propiedad sigue siendo del Ministerio por decreto 
Supremo Nº 1128 dictado por el Consejo Supremo de Gobierno el 31 de enero de 1977 
protocolizado ante Notario el 28 de junio de 1977 inscrita en R.P. el 4 de julio de 1977. 
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El Recurso de Protección Constitucional propuesto por el compareciente a más de impugnar y 
dejar sin efecto y sin valor legal la resolución, es porque el Ministro da por terminado el 
Contrato de Comodato en forma inconstitucional e ilegal, atentando a los principios y derechos 
constitucionales del debido proceso, seguridad jurídica y el derecho a la defensa ya que se 
arroga funciones de juez, que solamente competen a la Función Judicial.  
 
Por ello la recurrente no tiene ningún derecho legítimo para que pueda presentar el recurso de 
apelación y hacer observaciones al proceso, la recurrente me da la razón al transcribir la 
conceptualización del Acto Ilegítimo “Un acto de Autoridad es Ilegítimo, es decir arbitrario cuando 
la autoridad no es competente para expedirlo o el acto excede de sus atribuciones establecidas en la 
constitución y la ley.  
 
Existen errores de fecha en la resolución oficio Nº 001373 del 23 de octubre de 2008 del 
Ministro comunica erróneamente al anterior Rector Dr. Jorge Villarroel diciendo que el contrato 
de comodato suscrito el 23 de julio del 2008 cuando en realidad se suscribió el 24 de julio del 
2003 que en la parte medular dice; “con fecha 3 de octubre de 2008 el Ministro dictó una resolución 
dentro del trámite de extinción de oficio por razones de legitimidad sobre el remate del predio 
denominado “la pradera” solicitado por la familia Andrade Mantilla por medio del cual se restituyó 
dicha propiedad a la referida familia”.  
 
En razón de la resolución emitida informo a usted que el contrato de comodato referido queda 
automáticamente terminado por cuanto esté bien ya no pertenece al ministerio, razón por la que 
le solicito se sirva entregar este bien inmueble a sus legítimos propietarios” cosa que es 
ilegítima por cuanto es arbitraria porque se arroga atribuciones que solamente tienen los Jueces 
para dejar sin efecto un contrato de comodato, se ha extralimitado en sus atribuciones al declarar 
extinguido el auto dictado por autoridad competente que ya estaba prescrito, ha impugnado la 
legalidad del acto por arbitrarios ilegítimos por atentar principios y derechos constitucionales y 
no solamente ilegalidades como quiere hacer aparecer la recurrente. 
 
Sobre el recurso de apelación propuesto por el Ministro manifestando que la Acción de 
Protección es improcedente por existir incompetencia del señor Juez Cuarto de lo Civil de 
Imbabura, dice; que de conformidad con lo que dispone el Art. 86 numeral 2 de la Constitución 
manifiesta, “Será competente la Jueza o Juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o 
donde se producen sus efectos. Los efectos de estos actos administrativos dictados y 
comunicados por el Ministro se producen en la Provincia de Imbabura tanto en el Cantón 
Antonio Ante donde está ubicado el predio como en la ciudad y cantón Ibarra donde está 
ubicada y ejerce sus actividades educativas la UTN por lo tanto son competentes los jueces de la 
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ciudad de Quito lugar donde emana la resolución inconstitucional e ilegal los jueces de Antonio 
Ante ciudad de Atuntaqui y los jueces de la ciudad de Ibarra. Y uno de ellos es el Juez Cuarto 
de lo Civil de Imbabura con sede en la ciudad de Ibarra. Por tanto solicita que sean rechazados 
los infundados recursos de apelación propuestos tanto por el ministro como de la señora Bertha 
Andrade Mantilla, y solicita confirmen la sentencia dictada por el Juez Cuarto de lo Civil de 
Imbabura. 
 
CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA. SALA DE LO CIVIL. VISTOS: El Rector de la UTN 
deduce la Acción de Protección Constitucional en contra del Ministro, debiéndose contar con el 
Procurador del Estado, manifiesta los fundamentos de hecho y de derecho ya expuestos; 
mediante convenio de cooperación interinstitucional celebrado el 4 de enero de 2001 entre el 
MAGAP y la UTN con la finalidad de que la U. entre a ocupar y dar un mejor y adecuado uso 
de las instalaciones de la Granja “la Pradera”, con un proyecto de rehabilitación utilización e 
implementación de nuevas técnicas para convertirla en un centro de alto nivel de capacitación 
técnico profesional.  
 
El 22 de julio del 2003 el MAGAP y la UTN celebraron el Contrato de Comodato por el cual el 
MAGAP concede a la U. la granja “La Pradera” de una superficie de 27.042 hectáreas, contrato 
protocolizado ante Notario Quinto del cantón Ibarra, inscrito en el R.P. el 25 de julio del 2003.  
 
El Ministro mediante oficio Nº 001373 de 23 de octubre de 2008 comunica erróneamente al 
anterior rector Dr. Jorge Villarroel señalando que el contrato de comodato suscrito el 23 de julio 
del 2003 cuando en realidad se suscribió el 24 de julio del 2003 comunicación que en sus 
párrafos segundo y tercero manifiesta: “Con fecha 3 de octubre del 2008 el titular de esta Cartera de 
Estado dictó una resolución dentro del  trámite de extinción de oficio por razones de legitimidad sobre el 
remate del predio “la Pradera”, solicitado por la familia Andrade Mantilla por medio del cual se 
restituyó dicha propiedad a la referida familia”.  
 
En razón de esta resolución informo a usted que el contrato de comodato queda 
automáticamente terminado por cuanto esté bien ya no pertenece al MAGAP, razón por la que 
solicito se sirva entregar este inmueble a sus legítimos propietarios”. Recabando información en 
el MAGAP y Registro de la Propiedad del Cantón Antonio Ante, se encontró la resolución 
administrativa dictada por el Ministro de 3 de octubre de 2008 que en la parte resolutiva declara: 
“extinguido de oficio por razones de ilegitimidad del auto de adjudicación dictado por el 
juzgado de coactivas de la asistencia social de Imbabura el 16 de agosto de 1960 protocolizada 
ante el notario de Ibarra el 28 de febrero de 1964 inscrito en el registro de la propiedad el 2 de 
septiembre de 1964 en el cual se le adjudica a la asistencia social de Imbabura el predio 
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denominado “la pradera” ubicado en la parroquia Chaltura del cantón Antonio ante. Se exhorta 
a los herederos Andrade mantilla para que respeten la donación realizada a favor del colegio 
fiscal chaltura, por ser hecha en beneficio de la comunidad y adicionalmente porque cualquier 
acción contra esta donación habría prescrito de conformidad con el art. 2406 y siguientes del 
código civil. Una vez que esta resolución cause estado protocolícese en una notaría e inscríbase 
en el registro de la propiedad correspondiente para que surta los efectos de ley. Notifíquese.  
 
Es decir el señor Ministro mediante esta resolución entrega un bien del Estado que mediante 
Decreto Supremo Nº 1128 del Consejo de Gobierno del 31 de enero de 1977. Transfirió a favor 
del MAGAP cuya superficie era de 40 hectáreas; y se les entregó en comodato una superficie de 
27.042 hectáreas, el 24 de julio del 2003, según escritura pública. Que la Granja “La Pradera” 
pertenecía al señor Amadeo Andrade Montalvo y su conyugué la señora Bertha Mantilla.  
 
Que por una deuda mantenida con la Junta de Asistencia Social de Imbabura que no fue pagada, 
esta entidad por intermedio del Juzgado de Coactivas sigue el respectivo juicio llegándose a 
rematar el mencionado inmueble, pasando a propiedad de la Junta de Asistencia Social de 
Imbabura, mediante auto de adjudicación dictado el 16 de agosto de 1960, protocolizado ante 
Notario del Cantón Ibarra el 28 de febrero de 1964, inscrito en el Registro de la Propiedad del 
Cantón Antonio Ante, el 2 de septiembre de 1964.  
 
La Junta de Asistencia Social de Imbabura se hizo cargo del mencionado inmueble, pero como 
el valor superaba la deuda, por el saldo se hipotecó el inmueble a favor de los cónyuges Amadeo 
Andrade Montalvo y Bertha Mantilla, según consta en la adjudicación antes mencionada. El 
Consejo Supremo de Gobierno mediante decreto Supremo Nº 1128 de 31 de enero de 1977 
protocolizado ante el Notario con fecha 28 de junio de 1977, e inscrita en el Registro de la 
Propiedad el 4 de julio de 1977, transfiere a favor del MAGAP la Granja “La Pradera”. La 
familia Andrade Mantilla en el año 1988 instaura un juicio ejecutivo signado con el Nº 508-98 
por el cual reclama el pago del valor que le quedó adeudando la Junta de Asistencia Social de 
Imbabura y por el cual se hipotecó el inmueble en su favor. El MAGAP por la deuda y mediante 
un acuerdo transaccional le adjudica a la mencionada familia la superficie de 9.343 hectáreas 
que son desmembradas de la Granja La pradera, acuerdo que es aprobado por el Juzgado 
Séptimo de lo Civil de Pichincha según se desprende del certificado del Registro de la 




Que el acuerdo transaccional que tiene el valor de sentencia ejecutoriada pasada por autoridad 
de cosa juzgada, es suscrito con fecha posterior a un informe del señor Procurador general del 
Estado en el que se fundamenta el Ministerio para dictar esta resolución administrativa 
inconstitucional e ilegal.  
 
Mediante escritura de donación celebrada ante el Notario el 7 de enero de 1988, el Ministro 
dona a favor del Colegio Fiscal “Chaltura” un lote de terreno de superficie de 19.000 metros 
cuadrados que es desmembrado de la granja “La Pradera”, mediante convenio de cooperación 
institucional celebrado entre el MAGAP y la UTN con fecha 4 de enero de 2001, su 
representada entró a posesionarse de la Granja la Pradera con la finalidad antes mencionada, 
para posteriormente suscribir el contrato de comodato con los datos y fechas antes señaladas. 
 
Para la donación de 1988 al Colegio Fiscal Chaltura ya ha prescrito cualquier acción, mientras 
que el acto de adjudicación de 16 de agosto de 1960 se ha interrumpido la prescripción para la 
familia Andrade que en el año 2001 suscribió un acta transaccional con el valor de sentencia 
ejecutoriada y se consolidaba la propiedad del Estado en la granja la Pradera, sin embargo el 
señor Ministro desconoce este instrumento y lo que es peor lo aplica en perjuicio del Estado 
Ecuatoriano y especialmente de los estudiantes de la UTN. Y sin tener la facultad legal de 
declarar la prescripción, que corresponde únicamente a los jueces. Por otro lado solo un Juez de 
lo Civil es el competente para declarar terminado y dejar sin efecto un contrato de comodato y 
no el Ministro por voluntad unilateral es decir se extralimita en sus funciones sin tener 
competencia para ello. En la mencionada resolución no declara la restitución del inmueble a la 
familia Andrade Mantilla, sin embargo en el oficio 001373 de 23 de octubre de 2008, en su 
parte final dispone que se entregue el inmueble a sus legítimos propietarios; entendiéndose que 
el legítimo propietario es el MAGAP y no la familia, sin considerar los certificados del Registro 
de la Propiedad, y con una simple resolución administrativa transfiere la propiedad de la granja 
la Pradera, inobservando las normas de la LOAFYC y Reglamento Sustitutivo para el manejo y 
administración de los bienes del sector público y basando el mismo en el estatuto del Régimen 
Jurídico  y Administrativo de la Función Ejecutiva. Incumpliendo lo preceptuado en el Art. 171 
que se refiere a los límites de la revisión, ni lo que dispone el Art. 2411 del Código Civil 
relacionado con la prescripción, además realizando el trámite en el tiempo record de 60 días, 
deja sin efecto un auto de adjudicación del Juzgado de Coactivas de la Asistencia Social de 
Imbabura de hace 48 años.  
 
Por otro lado regalar un inmueble de propiedad del Estado a un particular constituye un delito 
previsto y sancionado en el Art. 257 del Código Penal. Siendo la UTN comodataria por el lapso 
de 50 años de la granja la Pradera ha invertido parte de sus recursos económicos en una cantidad 
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superior a $ 120.000 USD en infraestructura física, existiendo además una inversión propia del 
MAGAP en una cantidad aproximada de $ 200.000 USD, y que en la mencionada resolución 
nada dice al respecto.  pero en lo básico es que después de un largo análisis así como una 
extensa motivación por parte de los Jueces de la Sala de lo Civil de Imbabura RESUELVE: 
CONFIRMAR EN TODAS SUS PARTES LA SENTENCIA DICTADA POR EL JUEZ DE 
PRIMERA INSTANCIA QUE ACEPTA LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL A FAVOR DE LA UNIVERSIDAD TÉCNICA DEL NORTE 
REPRESENTADA POR EL DR. LUIS ANTONIO POSSO SALGADO EN SU CALIDAD DE 
RECTOR, QUE DEJA SIN EFECTO LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL SEÑOR 
MINISTRO DE 3 DE OCTUBRE DE 2008. DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO 
EN EL NUMERAL 5 DEL ART. 86 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA UNA VEZ 
EJECUTORIADA ESTA SENTENCIA REMITASE UNA COPIA DE LA MISMA A LA 
CORTE CONSTITUCIONAL  NOTIFIQUESE.   
 
PETICIÓN DE ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN SOLICITADA POR 
BERTHA ANDRADE MANTILLA Y HERMANOS, COMO APODERADA DE LOS 
MISMOS. 
 
Manifiesta que impugna la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de 
Justicia de Ibarra el 18 de diciembre del 2008; Argumenta los derechos violentados Art. 1, 11, 
66 numeral 4, 76 numeral 7 letras a, b, c, h, que trata del derecho a la defensa, letra l, porque 
considera que la sentencia no se fundamenta en principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho; se viola el Art. 82 que trata 
de la seguridad jurídica, el numeral 2, el juzgador actúa sin competencia; Art. 88 habiendo 
aceptado la Acción de protección sin que proceda existiendo vías judiciales ordinarias para la 
reclamación de los hechos en vía administrativa. 
 
PRETENCIÓN.- Solicita al Pleno de la Corte Constitucional dicte sentencia declarando nulo y 
sin valor legal la sentencia dictada el 18 de diciembre de 2008. 
 
La Corte Constitucional a través de la sala de Admisión admite a trámite. 
La Sala de Sustanciación manifiesta que mediante sorteo le ha tocado conocer esta Acción al 
Dr. Alfonso Luz Yunes. 
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Escrito de Bertha Andrade Mantilla al defensor del Pueblo, explica que la Acción Extraordinaria 
de Protección que sigue en contra de la sala de lo Civil de la Corte Provincial de Imbabura 
explica que se vulneró el Art.86, 11 numeral 2, 66 numeral 4 de la Constitución y solicita la 
vigilancia del debido proceso, y aparece con otro abogado. 
 
Escrito del Dr. Antonio Posso Rector de la UTN se refiere a la inconstitucional e ilegal Acción 
Extraordinaria de Protección se ratifica en todos y cada uno de los planteamientos hechos ante 
el inferior. 
 
Escrito de la delegada del Procurador General del Estado quien pide expresamente que se 
niegue la Acción de Extraordinaria de Protección.  
 
Escrito de los Jueces de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Imbabura, quienes 
manifiestan en uno de los puntos que el Ministro de Agricultura y Ganadería nunca alego 
incompetencia tanto del Juez de lo Civil como de la Sala de lo Civil de la Corte Provincial de 
Imbabura. 
 
Escrito de otro delegado de la Procuraduría General del Estado quien también pide lo propio 
como la primera en comparecer. 
 
Escrito del Dr. Antonio Posso rector de la UTN. Con un informe del MAGAP conforme 
manifiesta que una vez haya resuelto la Corte Constitucional se procederá a ceder en propiedad 
a la Universidad de salir favorable dicha resolución.         
 
Escrito del departamento Jurídico del MAGAP fijando casillero Constitucional. 
SENTENCIA.- 1) Desecha la Acción Extraordinaria de Protección; 2) Dispone el archivo de la 
causa; y 3) Notifíquese, publíquese y cúmplase.                                                                                   
 
RESUMEN.- De acuerdo al Art 94 de la Constitución manifiesta: “La acción extraordinaria de 
protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El 
recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término 
legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la 
persona titular del derecho constitucional vulnerado”.                                            
 
Del análisis realizado, personalmente no encuentro que se haya obviado solemnidades 
sustanciales o que se haya incumplido requisitos. Por lo tanto cumple con todos los requisitos 
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exigidos el proceso en su totalidad, La Litis se plantea por una petición de acción de Protección 
que se ha producido en base de un acto administrativo del Ministro, considerado ilegal e 
ilegitimo y extralimitación de la autoridad que no goza de esa facultad, vedado para autoridades 
administrativas como es el caso del Ministro, y que solo tienen esta facultad potestativa los 
jueces, se plantean también una serie de documentación legal como el contrato de comodato 
realizado entre el Ministerio de Agricultura y Ganadería y la Universidad Técnica del norte, la 
falta de personería por parte de la familia Andrade mantilla que no pueden ser terceros 
interesados al no ser dueños de la propiedad, el desconocimiento exacto de las fechas en que se 
celebraron tanto el contrato de comodato como del auto de adjudicación del juzgado de 
coactivas de la asistencia social de Imbabura, también existe una donación realizada al Colegio 
Nacional Chaltura que el ministro el entregar la propiedad a la familia Andrade mantilla pide 
que la respeten. La Acción de Protección en primera instancia concede la razón al actor por 
parte del Juez Cuarto de lo Civil de Imbabura, que a su vez es impugnada, a la Corte provincial, 
la sala de lo Civil confirma en todas sus partes la sentencia dada por el inferior dejando sin 
efecto la resolución emitida por el Ministro. Finalmente la familia Andrade mantilla presenta la 
Acción Extraordinaria de Protección, por su parte la Corte Constitucional resuelve desechando 
la acción extraordinaria de protección.  
 
ANALISIS E INTERPRETACIÓN CASO 2 
 
Sentencia Nº 077-10-SEP-CC     CASO Nº 0079-10-EP 
CORTE CONSTITUCIONAL para el período de transición: 
Juez Constitucional Ponente: Dr. Edgar Zárate Zárate. 
I ANTECEDENTES 
 
De la Solicitud y sus argumentos. 
 
Cecilia María Zurita Toledo Liquidadora de Filanbanco S.A. amparada en lo dispuesto en el Art. 94 de 
la Constitución, presenta acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia emitida por la 
Sala de lo Civil Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia el 12 de noviembre del 2009, y la 
aclaración del 22 de diciembre del 2009 dictada por la misma Sala, dentro del juicio especial por 
excepciones signado con el Nº 141-2009-KR, por considerar que las referidas decisiones violan varias 
normas constitucionales. 
 
La accionante manifiesta que el señor Henry Josep Taleb Terán propuso una demanda de excepciones a 
la coactiva, en contra del Juez de Coactiva de Filanbanco S.A., en liquidación alegando falsedad 
ideológica de los pagarés suscritos por él, por los montos de USD 6.696,05; 52.881,00; 74.670,51; 
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589.698,00; 160.315,93; y falsificación material del pagaré por el monto de USD 2´361.990,40, títulos 
en los que se fundamentó el juicio coactivo Nº TA-B-4-2003-70 que sigue Filanbanco S.A. en liquidación 
en su contra. 
 
Dicha demanda fue aceptada en sentencia por el Juez Quinto de lo Civil del Guayas, decisión sobre la 
cual Filanbanco S.A. en liquidación interpuso recurso de apelación ante la Corte Superior de Justicia del 
Guayas. El Tribunal de alzada acertadamente revoca la sentencia del Juez Quinto de lo Civil del Guayas 
y desecha la demanda; sin embargo, el señor Henry Josep Taleb, por no sentirse conforme con el fallo 
emitido, interpuso recurso de casación, fundamentando su petición en las causales 1, 2 y 3 del Art. 3 de 
la Ley de Casación supuestamente por haberse violado los artículos tanto del Código Civil como del 
Código Penal. 
 
La Sala de lo Civil mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia, aceptando el recurso planteado, 
casa la sentencia de segunda instancia y confirma la sentencia emitida por el Juez de primer nivel y, por 
tanto acepta la demanda de excepciones propuesta por Henry Josep Taleb Terán.  
 
Señala la accionante que en toda la argumentación de la sentencia recurrida no se ha llegado a ninguna 
conclusión sobre las premisas que en ella misma se plantea, esto es, no se ha podido demostrar: a) la 
norma relativa a la valoración de la prueba que ha sido inaplicada, indebidamente aplicada o 
erróneamente interpretada; y b) la norma de derecho sustantivo que como consecuencia del vicio en la 
aplicación de la norma de valoración de la prueba ha sido equivocadamente aplicada o inaplicada. Por 
el contrario de la simple lectura de la sentencia se puede observar que la sentencia emitida por la Sala 
de lo Civil y mercantil de la Corte Superior de Justicia del Guayas está debidamente fundamentada, que 
existe una importante argumentación y aplicación de preceptos jurídicos sobre la valoración de las 
pruebas, razón por la que no existe la violación a la ley alegada por Henry Josep Taleb Terán. 
 
No obstante, en forma arbitraria e inconstitucional la Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte 
Nacional de Justicia casa la sentencia recurrida, concediendo el recurso interpuesto bajo argumentos 
parcializados, carentes de fundamentación y motivación, pues parten de hechos falsos al aseverar que la 
Sala de Civil y Mercantil de la Corte Superior de Justicia del Guayas no ha valorado todas las pruebas 
aportadas al proceso, sin considerar las argumentaciones esgrimidas en la sentencia casada y haciendo 
suyos los juicios del recurrente, vulnerando de esta manera los principios contenidos en los artículos 75, 
76 numerales 1 y 7, literales a, k y l, y 82 de la Constitución de la República. 
 
Pretensión Concreta.      
 
La accionante expresamente solicita: 
 
“…se admita a trámite este recurso extraordinario de protección, se lo sustancie y en sentencia se 
declare la reparación del perjuicio del que ha sido víctima mi representado (…), y disponga la 
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reparación integral de los derechos constitucionales conculcados por la Sala de lo Civil y Mercantil de 
la Corte Nacional de Justicia en la sentencia de 12 de noviembre de 2009 a las 10h30 y su negativa de 




Parte pertinente de la sentencia dictada el 12 de noviembre de 2009 por la Sala de lo Civil, Mercantil y 
Familia de la Corte Nacional de Justicia. 
 
“CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. SALA DE LO CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIA.- Quito, a 12 de 
noviembre de 2009; las 10h30.- VISTOS: Conocemos la presente causa como Jueces de la Sala de lo 
Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia, en mérito a lo dispuesto en la segunda 
disposición transitoria del Código Orgánico de la Función Judicial (…). En lo principal el actor Henry 
Josep Taleb Terán en el juicio de excepciones a la coactiva, que sigue contra el Juez de Coactiva del 
Filanbanco S.A. en liquidación deduce recurso de casación contra la sentencia dictada por la Segunda 
Sala de lo Civil, Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Guayaquil, el 5 de mayo de 2008 a las 
16h39 (fojas. 209 y 210 del cuaderno de segunda instancia, y su negativa de aclaración y ampliación del 
21 de mayo de 2008, a las 14h20 (fs. 219 del cuaderno de segunda instancia). que revocó el fallo 
impugnado desechando la demanda. El recurso se encuentra en estado de resolución para hacerlo se 
considera: (…) SEXTO (…) 6.12.- El artículo 945 del Código de Procedimiento Civil dice que el 
procedimiento coactivo se ejercerá aparejando ala coactiva el respectivo título de crédito, que consistirá 
en títulos ejecutivos; catastros y cartas de pago legalmente emitidos; asientos de  libros de contabilidad; 
y, en general cualquier instrumento público que pruebe la existencia de la obligación; por tanto es 
indispensable que los documentos que se aparejan a la coactiva, en los que se fundamenta el cobro, 
prueben fehacientemente la existencia de la obligación, hecho que  no ocurre en este caso debido a que 
la coactiva materia del proceso se fundamenta en documentos falsificados, por las razones  
precedentemente referidas, así: a) El pagaré a la orden por US $ 2.361.990,40 es falsificado por 
imitación de la firma del deudor conforma consta en los respectivos informes periciales; razón por la 
cual carece del elemento esencial de todo acto, contrato o negocio jurídico que es el consentimiento 
porque la firma constituye la formalidad del consentimiento o voluntad y conciencia del deudor; b) Los 
pagarés a la orden por US $6.696,05; 52.881; 74.670,51; 589.698,00 y 160.315,93, han sido falsificados 
para este proceso por invención de disposiciones o agregación de contenidos fuera de tiempo, porque 
aparecen endosados a Filanbanco S.A. el 30 de noviembre de 1998, sin que ello corresponda en absoluto 
a la realidad material o histórica, ya que en fecha posterior, año 1999, fueron presentados al cobro 
ejecutivo por Filanbanco Trust & Banking Corp sin endosos; c) la liquidación igualmente es falsificada 
porque aparece el actor  Henry Taleb Terán como deudor de US $ 7´610.774,99, lo que evidentemente 
constituye invención de obligaciones, por los razonamientos que en ese fallo  se han hecho constar. Por 
la consideraciones que anteceden, la Sala de lo Civil Mercantil y Familia de la Corte Nacional de 
Justicia ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y 
POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPUBLICA, casa el fallo dictado 
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por la segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de justicia de Guayaquil, el 5 de mayo 
de 2008 las 16h39,  y su negativa de aclaración y ampliación de 21 de mayo de 2008, las 14h20 confirma 
la sentencia del Juez de Primera Instancia, y acepta la demanda de excepciones propuesta por Henry 





Parte pertinente del auto dictado el 22 de diciembre del 2009, por la Sala de lo Civil, Mercantil y familia 
de la Corte nacional de Justicia 
 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA, SALA DE LO CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIA.- Quito a 22 de 
diciembre de 2009; las 9h50.- VISTOS: Agréguese al proceso el escrito presentado por la Econ. Soraya 
Bajaña Cottallat, en calidad de Juez de Coactiva de Filanbanco S.A. en liquidación, mediante el cual 
solicita aclaración de la sentencia dictada dentro de la presente causa, petición que, en su parte 
principal, tiene el siguiente texto: (…) PRIMERO.- Acorde con el artículo 281 de la Codificación del 
Código de Procedimiento Civil “El juez que dictó sentencia, no puede revocarla ni alterar su sentido en 
ningún caso; pero podrá aclararla o ampliarla, si alguna de las partes lo solicitare dentro de tres días”. 
El inciso primero del artículo 282 ibídem, complementa el precepto anterior señalando que “La 
aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, cuando no se hubiere resuelto 
alguno de los puntos controvertidos, o se hubiere omitido decidir sobre frutos, intereses o costas”. En 
caso de negarse los señalados recursos horizontales debe fundamentarse debidamente aquella negativa.- 
de las normas transcritas, se aprecia con claridad que dictada una sentencia, es inmutable para el mismo 
juez que la dictó, pero puede aclarar los pasajes obscuros de su texto o ampliar sus efectos a hechos y 
pretensiones que forman parte del objeto de la Litis y que no hayan sido cubiertas por las conclusiones 
expuestas o resolver sobre frutos, intereses o costas no tomadas en cuenta en su parte resolutiva; lo que 
significa que el peticionario deberá señalar los pasajes obscuros a aclararse, estableciendo de qué forma 
se puede concluir que el texto es confuso en el primer caso; o, señalar cuáles son los hechos 
controvertidos no resueltos, en el segundo. SEGUNDO.- respecto de la petición de aclaración presentada 
y cuyo contenido ha sido transcrito en esta providencia, se tiene que la solicitante no especifica qué parte 
de la sentencia es obscura y merece aclaración, porque se limita a decir que “se dignen aclarar la 
sentencia”, con el agregado de la fecha y hora de la sentencia y su punto de vista sobre la perdida de 
dinero del estado, pero sin ninguna explicación ni fundamentación adicional que permita a esta Sala 
Tener los elementos suficientes para considerar el pedido de aclaración.- Por la consideraciones que 
anteceden, la Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte nacional de Justicia, rechaza la petición 
de aclaración presentada por la Econ. Soraya Bajaña Cottallat, por los derechos que representa”. 
 
Argumentos de la Procuraduría General del Estado 
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Comparece la Dra. Martha Escobar Koziel, en calidad de directora Nacional de Patrocinio encargada, y 
manifiesta que ratifica la intervención realizada por la Dra. Wendy Molina, en la audiencia pública 
realizada el 15 de julio del 2010. 
 
Indica que a través de la presente acción, no se pretende que la Corte Constitucional realice o se 
pronuncie respecto al contenido de la valoración de las pruebas, pero sí que se considere que esa 
práctica vedada a la justicia constitucional, también se encuentre vedada a los jueces casacionistas, pues 
es una actividad propia de los jueces y tribunales de instancia. Si en un recurso de casación se realiza 
una nueva valoración de las pruebas aportadas en el proceso, se desnaturaliza el recurso de casación, se 
transgrede la Ley de Casación y se vulnera el debido proceso y la seguridad pública. 
 
De la lectura de la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Corte nacional de Justicia del 12 de 
noviembre del 2009 a las 10h30, se advierte la violación de los derechos previstos en los artículos 76, 
numerales 1 y 7, literales k y l, y 82 de la Constitución. 
 
Señala que existe vasta jurisprudencia que ratifica el impedimento de los jueces casacionistas para 
realizar una nueva valoración de las pruebas aportadas en el proceso. 
 
Por encontrarse reunidos los requisitos establecidos en los artículos 94 y 437 de la Constitución, 63 de la 
Ley de la materia, y por existir una evidente vulneración a las normas del debido proceso, una errada 
motivación en la sentencia, haber vulnerado la seguridad jurídica, solicita que se acepte la acción 
extraordinaria de protección y consecuentemente se deje sin efecto la sentencia recurrida.                                                      
 




El pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver sobre las acciones 
extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, 
en atención a lo previsto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República. 
 
Mediante auto de fecha 7 de junio del 2010 a las 16h11, la Sala de Admisión, al considerar que la acción 
extraordinaria de protección reúne los requisitos de procedibilidad determinados en los artículos 437 de 
la Constitución de la República y en el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, admite a trámite la presente acción. 
 
En el presente caso, la Corte Constitucional conocerá y resolverá sobre la acción extraordinaria de 
protección planteada en contra de las siguientes resoluciones: 
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1.- Sentencia del 12 de noviembre del 2009 a las 10h30, dictada por la sala de lo Civil, Mercantil y 
Familia de la Corte Nacional de Justicia. 
 
2.- Auto del 22 de diciembre del 2009 a las 09h50, expedido por la Sala de lo Civil, mercantil y Familia 




Expuestos los antecedentes de hecho, corresponde a esta Corte establecer si existió o no vulneración del 
derecho al debido proceso, por la falta de motivación de las providencias recurridas, de fechas 12 de 
noviembre del 2009 y de 22 de diciembre del 2009, expedidas por lo jueces de la Sala de lo Civil, 
Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia, mediante las cuales se casa la sentencia dictada 
por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de justicia de Guayaquil el 5 de mayo 
del 2008 a las 16h39, y la negativa de aclaración y ampliación del 21 de mayo del 2008 a las 14h20, 
confirmando la sentencia del Juez de Primera Instancia, que aceptó la demanda de excepciones 
propuesta por el demandado, y se rechaza la petición de aclaración de la sentencia del 12 de noviembre 
del 2009. 
 
Previo a resolver el problema mencionado, es necesario referirnos en primer lugar en términos 
generales al contenido constitucional del derecho al debido proceso, específicamente a la garantía 
básica del derecho de defensa relacionada con la motivación de las resoluciones de los poderes públicos 
para, acto seguido, pronunciarnos respecto a la existencia o no de violación del derecho al debido 
proceso de la accionante, con la expedición de la sentencia del 12 de noviembre del 2009, y del auto del 
22 de diciembre del 2009 por parte de la Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte nacional de 
Justicia.        
 
Análisis Constitucional:      
 
Derecho al debido proceso: Garantía fundamental del proceso 
 
El debido proceso se concibe “como el cumplimiento de todas las garantías, requisitos y normas de 
orden público que deben observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos 
los administrativos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier acto del estado que pueda afectarlos”. 
 
Este derecho constitucional encuentra asidero en el artículo 76 de la Constitución, en los siguientes 
términos: “en todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso”. En este contexto, una de las garantías básicas que integra el 
debido proceso es el denominado derecho de defensa, definido como consustancial a la existencia del 
derecho en mención. Ahora bien, conforme precisa el texto constitucional, el derecho de defensa 
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comporta, a su vez, una serie de derechos que constituyen su contenido mínimo, establecidos en numeral 
7 del artículo 76 de la Constitución. En este listado encontramos el derecho a contar con resoluciones 
motivadas de los poderes públicos, como una garantía del debido proceso, reconocida de manera 
expresa en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
 
Esta garantía básica de todo proceso, cuyo fundamento constitucional se encuentra contenido en el 
literal l, numeral 7 del artículo 76 de la Constitución, conforme la cual es imperativo que: “las 
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivados. No habrá motivación si en la resolución no 
se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su 
aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 
encuentren debidamente motivados se considerarán nulos…; ha sido alegada expresamente por la 
accionante, al señalar que en el presente caso existe falta de motivación de la sentencia y auto referidos. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional, como máximo intérprete de la Constitución, ha manifestado en 
sentencia Nº 003-10-SEP-CC del 13 de enero del 2010, lo siguiente: 
 
“Como parte esencial de los principios que forman parte del derecho al debido proceso se encuentra la 
motivación de las sentencias, puesto que con aquello se configura el accionar conforme a la Constitución 
y Derecho por parte de las diversas autoridades públicas, quienes son las primordialmente llamadas a 
velar por el cumplimiento de los principios y garantías constitucionales. En la especie, este principio de 
motivación se articula simbióticamente con el derecho a una tutela judicial efectiva; y obviamente 
aquello contribuirá a garantizar la seguridad jurídica dentro de un estado constitucional, con el objeto 
de que quienes acuden a los diversos órganos jurisdiccionales en el país no queden en la indefensión, y 
de generar la confianza debida en el sistema jurídico ecuatoriano; empero, aquello no significa 
exclusivamente acceder a los órganos jurisdiccionales, sino que una vez ejercitado aquel derecho, los 
jueces y juezas deben guiar sus actuaciones diligentemente en aras de alcanzar la tan anhelada justicia, 
y es precisamente a través de la motivación de las resoluciones judiciales cuando los jueces y juezas 
determinan que sus actuaciones se han producido con apego a la Constitución y a las leyes que rigen un 
caso en concreto. (…) Motivar es encontrar el motivo por el cual se pronunció en determinada forma el 
juez o jueza que resolvió la causa puesta a su conocimiento, la cual debe producirse de manera 
razonada, atendiendo a las circunstancias particulares del caso y apegada a los preceptos 
constitucionales y legales”. 
 
En efecto, la necesidad de motivar las resoluciones o fallos es una de las garantías básicas del derecho 
de defensa, y en concreto, es base fundamental que permite la observancia del derecho a la tutela judicial 
efectiva en el proceso. Se considera conforme con los derechos constitucionales referidos, y en especial 
cumplido el requisito de la motivación cuando en las resoluciones “se lleve a cabo la doble finalidad de 
exteriorizar, de un lado, el fundamento de la decisión adoptad, haciendo explícito que éste responde a 
una determinada interpretación del Derecho, y de permitir, de otro, su eventual control jurisdiccional 
mediante el efectivo ejercicio de los derechos”. 
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Por su parte, la Corte Constitucional de Colombia ha desarrollado una fuerte doctrina sobre el tema, 
manifestando en lo principal que la falta de motivación se presenta con “(…) el incumplimiento de los 
servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el 
entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. (…) Lo 
anterior, teniendo en cuenta que: “En un Estado democrático de derecho, en tanto garantía ciudadana, 
la obligación de sustentar y motivar de las decisiones judiciales, resulta vital en el ejercicio de la función 
jurisdiccional. La necesidad de justificar las decisiones judiciales, salvo aquellas en las cuales 
expresamente la ley ha prescindido de este deber, garantiza que sea la voluntad de la ley y no la del juez 
la que defina el conflicto jurídico. En este sentido, la motivación de los actos jurisdiccionales, puede ser 
vista como un componente que refuerza el contenido mínimo del debido proceso, dado que constituye una 
barrera a la arbitrariedad judicial y contribuye a garantizar la sujeción del juez al ordenamiento 
jurídico y el posterior control sobre la razonabilidad de la providencia”.                                                    
 
Estudio del caso concreto 
 
La Constitución de la República, en el artículo 437, establece como requisito esencial de procedencia de 
la acción extraordinaria de protección la existencia de violación por acción u omisión, del debido 
proceso u otros derechos reconocidos en la norma constitucional. Por tanto, el examen deberá centrarse 
en determinar si efectivamente se produce tal vulneración en la sentencia y auto impugnados, en las 
circunstancias que menciona la accionante.  
 
Conforme se desprende de los hechos relatados es necesario remitirnos a las argumentaciones centrales 
expuestas por la accionante, constantes en la demanda y que tienen relación con la falta de motivación y 
fundamentación de la sentencia recurrida, que a su juicio genera vulneración de derechos 
constitucionales. Principalmente, centra su argumento en considerar que en la sentencia no se llega a 
ninguna conclusión sobre las premisas que se plante, es decir no demuestra “la norma relativa a la 
valoración de la prueba que ha sido inaplicada, indebidamente aplicada o erróneamente interpretada; y, 
la norma de derecho sustantivo que, como consecuencia del vicio en la aplicación de la norma de 
valoración de la prueba, ha sido equivocadamente aplicada o inaplicada”.  
 
La sentencia del 12 de noviembre del 2009, que conforme lo menciona la accionante vulnera el derecho 
al debido proceso, resolvió el recurso de casación interpuesto por el señor Henry Josep Taleb Terán, 
contra la sentencia dictada por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia 
de Guayaquil, que revocó el fallo de primera instancia desechando la demanda.   
 
De esta forma las actuaciones procesales de la Sala de lo Civil, mercantil y Familia de la Corte Nacional 
de Justicia, conforme consta en la sentencia referida, se centraron en analizar las causales segunda y 
tercera establecidas en el artículo 3 de la Ley de Casación, en atención a lo manifestado por el 
recurrente. En tal virtud, la Sala consideró que no prospera la impugnación por la causal segunda, por 
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no cumplirse con el requisito de tipicidad y, en consecuencia, tampoco con el de trascendencia, 
elementos de nulidad procesal. 
 
En este orden, respecto a la causal tercera referida a “la aplicación indebida, falta de aplicación o 
errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, siempre que 
hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de derecho en la 
sentencia”, la Sala determinó que el “Tribunal ad quem omitió valorar las pruebas producidas para 
demostrar la falsedad ideológica o mendacidad de la liquidación aparejada a la coactiva y el auto de 
pago expedido por Filanbanco S.A. en liquidación. Esta omisión del Tribunal ad quem ha conducido a la 
no aplicación en la sentencia de las normas contenidas en el Art. 339 del Código Penal sobre falsedad 
material e ideológica, que influye obviamente en la decisión de la causa porque la falta de valoración de 
todas las pruebas impide a los juzgadores tener todos los elementos para juzgar, motivo por el cual se 
acepta el cargo de falta de aplicación del inciso segundo del artículo 115 del Código de procedimiento 
Civil y que ha conducido a la no aplicación del Art. 339 del Código penal”. Para llegar a tal conclusión, 
se precisaron las normas legales no aplicadas en la sentencia respecto a la valoración de la prueba, así 
como las pruebas obrantes en el proceso que no fueron valoradas por la Segunda Sala de lo Civil y 
Mercantil de la Corte provincial de Justicia de Guayaquil, entre ellas: “…son las que dicen relación con 
el juicio ejecutivo Nº 252.B.1999, seguido en el Juzgado Primero de lo Civil de Guayaquil por 
Filanbanco Ttrust & banking Corp., contra Henry Taleb y Mónica Jijón Bukovic, que demostrarían que 
cinco pagarés a la orden aparejados a la coactiva iniciada por Filanbanco S.A. “En liquidación” en el 
año 2004 serían materia de otro juicio, que se encontraría en trámite y cuyo accionante es otra persona 
jurídica diferente a Filanbanco S.A. (foja 32 vta.) como se desprende de la real situación del proceso, se 
desvirtúa lo manifestado por la accionante, más considerando que no se realizó una nueva valoración de 
pruebas sino que se evidenció en la sentencia la aplicación indebida de los artículos 399 del Código 
Penal y 115 del Código de Procedimiento Civil. 
 
De igual forma, conforme obra del expediente, se establece que los argumentos expuestos por la Sala de 
lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Constitucional de Justicia son pertinentes en tanto y en cuanto 
examinan la violación de la ley en la sentencia recurrida, que ameritó casar. La misma que por razones 
expuestas anteriormente. En otras palabras, la sentencia y auto recurridos no carecen de motivación ni 
contienen razonamientos incongruentes o impertinentes.  
 
Conforme lo expuesto esta Corte considera que los fallos materia de esta acción están debidamente 
motivados, al fundamentar en detalle la pertinencia de aceptar el recurso de casación, al detectar una 
omisión en la valoración de la prueba actuada en el proceso, que provoca la no aplicación de normas 
legales pertinentes al caso y necesarias para asegurar el estricto cumplimiento del derecho al debido 
proceso. En tales circunstancias, del expediente se llega a la conclusión que la Sala de lo Civil, 
Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia obró conforme lo ordenan las normas legales, 
siguiendo el proceso determinado en la ley para tales juicios, observando las garantías del debido 
proceso, y una vez concluido el mismo, casa el fallo dictado por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil 
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de la Corte Provincial de Justicia de Guayaquil del 5 de mayo del 2008  y, en consecuencia, acepta la 
demanda de excepciones.    
 
En consecuencia no existe violación del derecho del debido proceso, alegado por la accionante, en la 
sentencia del 12 de noviembre del 2009, ni en el auto del 22 de diciembre del 2009. Además, se sostiene 
que la accionante tuvo la oportunidad de presentar prueba, controvertir la presentada por el 
demandante, impugnar las decisiones que se profirieron en las distintas instancias procesales, que 
conducen a la protección del derecho a la defensa. No se puede pretender que a través de la 
interposición de una acción extraordinaria, como la que sustancia, se revoquen providencias judiciales o 




En mérito de lo expuesto, administrado justicia constitucional y por mandato de la Constitución de la 





1.- Negar la acción extraordinaria de protección planteada por la señora Cecilia María Zurita Toledo, 
en su calidad de liquidadora de Filanbanco S.A. en contra de la sentencia emitida por la Sala de lo Civil, 
Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia el 12 de noviembre de 2009, y la aclaración del 22 
de diciembre del 2009, dictada por la misma Sala dentro del juicio especial por excepciones signado con 
el Nº 141-2009-KR, por no existir vulneración del derecho al debido proceso, consagrado en el artículo 
76, numeral 7, literal l de la Constitución de la república. 
 
2.- Notifíquese, publíquese y cúmplase. 
 
 
ANALISIS: Cecilia Zurita Toledo liquidadora de Filanbanco S.A., presenta acción 
extraordinaria de protección en contra de la sentencia de la Sala de lo Civil y Mercantil y 
Familia de la Corte Nacional de Justicia el 12 de noviembre de 2009 y aclaración el 22 de 
diciembre de 2009 contra la misma sala dentro del juicio especial por excepciones Nº 141-2009-
KR por considerar que las referidas decisiones violan derechos constitucionales. 
 
La accionante manifiesta que el señor Henry Taleb Terán propuso una demanda de excepciones 
a la coactiva, en contra del Juez de Coactiva del Filanbanco S.A., en liquidación alegando 
falsedad ideológica en los pagarés suscritos por el en varios montos (5) y otro de falsificación 
material del pagaré de 2 y medio millones. 
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Dicha demanda fue aceptada en sentencia por el Juez Quinto de lo Civil del Guayas decisión 
que Filanbanco S.A., (perdió) interpuso recurso de apelación ante la Corte Superior de Justicia 
del Guayas, quien revoca la sentencia del Juez Quinto de lo Civil del Guayas y desecha la 
demanda.  
 
Henry Taleb Terán interpone recurso de casación fundamentado en las causales 1, 2 y 3 del 
artículo 3 de la Ley de Casación supuestamente por haberse violado los artículos del Código 
Civil y del Código Penal. 
 
La Sala de lo Civil Mercantil y Familia de la Corte nacional de Justicia aceptando el recurso 
planteado, casa la sentencia de segunda instancia y confirma la sentencia del juez Quinto de lo 
Civil del Guayas por tanto acepta la demanda de excepciones. 
 
La accionante inconforme señala que en toda la argumentación de la sentencia recurrida no se 
ha llegado a ninguna conclusión no se ha podido demostrar: a) la norma relativa a la valoración 
de la prueba que ha sido inaplicada, indebidamente aplicada o erróneamente interpretada; b) la 
norma derecho sustantivo que como consecuencia del vicio en la aplicación de la norma de 
valoración de la prueba ha sido equivocadamente aplicada o inaplicada. Argumenta que por el 
contrario la sentencia de la sala de lo Civil Mercantil y familia de la Corte Superior de Guayas 
está debidamente fundamentada por lo que considera arbitrario e inconstitucional, la Sala de lo 
Civil mercantil y familia de la Corte Nacional de Justicia casa la sentencia recurrida 
concediendo el recurso interpuesto bajo argumentos parcializados, carentes de fundamentación 
y de motivación partiendo de hechos falsos al aseverar que la Sala de lo Civil Mercantil y 
familia de la Corte Superior de Justicia del Guayas no ha valorado todas las pruebas aportadas al 
proceso. 
 
PRETENSIÓN CONCRETA: Se admite a trámite este recurso extraordinario de protección se 
sustancie en sentencia, se declare la reparación del perjuicio al representado y disponga la 
reparación integral de los derechos constitucionales conculcados por la Sala de lo Civil 
Mercantil y Familia de la Corte nacional de Justicia en la sentencia de 12 de noviembre de 2009 
y negativa de aclaración. 
 
SENTENCIA IMPUGNADA: El actor Henry Taleb Terán en el juicio de excepciones a la 
coactiva que sigue contra el Juez de coactivas del Filanbanco S.A., en liquidación deduce 
recurso de casación en contra de la sentencia dictada por la Segunda sala de Civil mercantil de 
la Corte Provincial de Justicia de Guayaquil el 5 de mayo de 2008 que revocó el fallo 
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impugnado desechando la demanda, el recurso se encuentra en estado de resolución para hacerlo 
se considera. SEXTO: el artículo 945 del Código de Procedimiento Civil dice que el 
procedimiento coactivo se ejercerá aparejando a la coactiva el respectivo título de crédito, 
cualquier instrumento público que pruebe la existencia de la obligación, hecho que no ocurre en 
este caso debido a que la coactiva materia del proceso se fundamenta en documentos 
falsificados, lo que evidentemente constituye invención de obligaciones. Por lo razonamientos 
que en ese fallo se han hecho constar, por las consideraciones que anteceden la sala de lo Civil 
Mercantil y Familia de la Corte nacional de Justicia resuelve casando el fallo. 
 
Hay también impugnación al auto dictado por la sala de lo Civil mercantil y familia de la Corte 
Nacional de Justicia por parte del Juez de Coactivas de Filanbanco S.A., solicitando aclaración 
con misma argumentación. 
 
Por su parte la Procuraduría General del Estado manifiesta indicando que a través de la presente 
acción no se pretende que la Corte Constitucional se pronuncie respecto al contenido de la 
valoración de pruebas, pero sí que se considere que esa práctica vedada a la justicia 
constitucional también lo está para los jueces casacionistas, solo permitido a los jueces de 
instancia, si en un recurso de casación se realiza una nueva valoración de las pruebas se 
desnaturaliza el recurso de casación y se la transgrede, y se vulnera el debido proceso y la 
seguridad jurídica, por tanto se advierte violación de los derechos previstos en los artículos 76 
numerales 1 y 7 literales k y l y 82 de la Constitución, señala que hay vasta jurisprudencia que 
impide que los jueces de casación puedan realizar nueva valoración de pruebas. 
 
Solicita la aceptación de la acción extraordinaria de protección por reunir requisitos del artículo 
94 y 437 de la Constitución 63 de la ley de la materia y por existir una evidente vulneración a 
las normas del debido proceso, errada motivación en la sentencia, vulnerada la seguridad 
jurídica y se deje sin efecto la sentencia recurrida. 
 
La Corte Constitucional: La Sala de Admisiones considera que reúne los requisitos de 
procedibilidad artículos 437 de la Constitución y 62 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional la admite a trámite la presente acción. Después de un 
extenso análisis sobre el debido proceso, la motivación y la observancia de la tutela judicial 
efectiva. 
 
CAUSAL TERCERA: aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación, la Sala 
determina que el tribunal ad-quen omitió valorar las pruebas producidas para demostrar la 
falsedad ideológica o mendacidad de la liquidación aparejada a la coactiva, esta omisión del 
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Tribunal ad-quien ha conducido a la no aplicación en la sentencia de las normas contenidas en el 
artículo 339 del código Penal sobre falsedad material o ideológica que influye en la decisión de 
la causa, porque la falta de valoración de todas las pruebas impide a los juzgadores tener a todos 
los elementos para juzgar, motivo por el cual se acepta el cargo de falta de aplicación del inciso 
segundo del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y que ha conducido a la no 
aplicación del artículo 339 del Código Penal por lo que se desvirtúa lo manifestado por la 
accionante. 
 
De igual forma los argumentos expuestos por los jueces casacionistas son pertinentes en tanto y 
en cuanto examinan la violación de la ley en la sentencia recurrida que ameritó casar, la 
sentencia y auto recurridos no carecen de motivación ni son razonamientos  incongruentes o 
impertinentes. 
 
Conforme lo expuesto esta Corte considera que los fallos están debidamente motivados al 
fundamentar en detalle la pertinencia de aceptar el recurso de casación, al detectar una omisión 
en la valoración de la prueba actuada que provoca la no aplicación de las normas asegurando el 
derecho al debido proceso.  
 
Conclusión que la Sala de Civil Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia obró 
conforme ordenan las normas legales observando las garantías del debido proceso y concluido 
casa el fallo dictado por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de 
Justicia de Guayaquil el 5 de mayo de 2008. 
 
SENTENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL: 1. Negar la acción extraordinaria de 
protección planteada por Cecilia Zurita Toledo en su calidad de liquidadora de Filanbanco S.A., 
en contra de la sentencia emitida por la Sala de lo Civil Mercantil y Familia de la Corte 
Nacional de Justicia de 12 de noviembre de 2009 por no existir vulneración del derecho al 
debido proceso consagrado en el artículo 76 numeral 7 literal l de la Constitución de la 
República.             
 
5.1.4.  Verificación de objetivos 
 
Sobre verificación de objetivos partiendo con el Objetivo General puedo manifestar que los 
resultados han sido tal y como se esperaba por parte del autor de este trabajo que 
fundamentalmente era determinar la falta de claridad de la norma mediante el estudio de la 
Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional para 
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verificar que existe una clara contraposición sobre la acción extraordinaria de protección, como 
efectivamente se ha verificado dicha contraposición. Con respecto a los Objetivos Específicos: 
a) demostrar que mediante esta evidente contraposición se está ocasionando perjuicios a las 
partes procesales, es claramente evidente toda vez que incluso quien es la primera autoridad en 
el país en materia constitucional como es el Presidente de la Corte Constitucional reconoce la 
existencia de un problema en el artículo 62 numeral 8 inciso tercero de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; b) Sobre determinar si la lentitud de 
nuestro sistema judicial mediante análisis de la acción extraordinaria de protección para 
constatar la vulneración de derechos constitucionales que ocasiona perjuicios, no solo es un 
problema en lo que tiene que ver con la garantía que estamos estudiando sino en todas la ramas 
del quehacer judicial la lentitud del sistema judicial ha sido por decir lo menos lacerante en él 
Ecuador, que ni siquiera con el advenimiento de la nueva constitución de 2008 ha mejorado, se 
está tratando de corregir pero lo cierto es que pasarán muchos años o quizá décadas para que 
esta situación cambie, porque es un problema cultural de nuestra sociedad por lo que es 
importante cambiar la estructura cultural para mejorar la lentitud y excesiva tardanza del 
sistema judicial, cosa que es un proceso muy largo y tedioso que ojala en la posteridad logre 
vencer el país, c) Sobre elaborar una propuesta de reforma a la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional con relación a la acción extraordinaria de protección 
con el objeto de corregir los errores que ocasionan perjuicios lo encontramos más adelante en el 
tema respectivo, pero tiene que ver con reformar el artículo 62 numeral 8 inciso tercero de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.                  
 
5.1.5.  Contrastación de hipótesis 
 
Una vez realizada la investigación de campo en la que se obtuvo respuestas para las encuestas y 
entrevistas, se puede hacer una contrastación de la hipótesis. Es por ello que podemos darnos 
cuenta que estábamos muy cerca de la realidad existente en la justicia de nuestro país. 
 
De acuerdo con los datos obtenidos, se puede evidenciar que existen problemas errores 
deficiencias en nuestra Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y control Constitucional en 
la aplicación de la acción extraordinaria de protección lo que hace que sean vulnerables los 
derechos de los ciudadanos por parte de la administración de justicia en nuestro país al dictarse 




Del análisis de los objetivos y de las variables de la investigación se desprende que para 
formular las conclusiones y recomendaciones es necesario tomar en cuenta también los 
resultados emanados de las encuestas y entrevistas, además la recopilación de la información 
que son muy importantes para esclarecer nuestras dudas en el desarrollo de la investigación. 
 
5.1.6.  Fundamentación jurídica de la propuesta 
      
La fundamentación jurídica de la propuesta de este trabajo de investigación la baso en el 
artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantía Jurisdiccionales y Control Constitucional que 
mientras en su primer inciso establece que se deberá remitir el expediente completo a la Corte 
Constitucional una vez que se presenta la demanda. Al respecto la Ley no determina de manera 
expresa que es lo que el juez debe hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, toda 
vez que la acción extraordinaria no detiene el proceso. Cabe plantearse el interrogante sobre la 
obligación o acaso, la posibilidad de que se dejen copias certificadas para que continúe el 
proceso de ejecución?  
      
Al tener que remitir el expediente original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, 
su reacción natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de nuevo el 
proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido 
que su competencia no está suspendida, aunque está en el ambiente y en la mente del juez la 
pregunta ¿qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es 
una interrogante que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez.  
      
Por su parte el inciso tercero numeral 8 del mismo artículo 62 establece que "la admisión de la 
acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción"; cuando debió referirse a que 
la presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia accionada y decir de 
manera contundente que el juez ejecutor del auto o sentencia materia de la acción extraordinaria 
de protección, seguirá sustanciando con copias certificadas del proceso o en su defecto remitir 
las copias certificadas a la Corte Constitucional”.  
   
Por ello me mantengo en que se debería realizar una reforma al artículo 62 numeral 8 inciso 
tercero que diría: “La admisión de la acción suspenderá  los efectos del auto o sentencia objeto de la 
acción", es decir las palabras “no suspende” por la palabra reformada, “suspenderá”, solo de esta 
forma no contribuirá a malos entendidos y malas interpretaciones de parte de los jueces o 
tribunales ordinarios. 
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5.2. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
5.2.1.  Conclusiones  
 
Si bien con la Constitución de 2008 se hizo un cambio fundamental en todos los campos, una 
revolución jurídico normativa, y especialmente, con las garantías jurisdiccionales, como 
columna vertebral del nuevo constitucionalismo ecuatoriano, el mismo que vela por los 
derechos fundamentales de los ciudadanos ante probables violaciones por parte de jueces o 
tribunales.  
 
No es menos cierto que las garantías jurisdiccionales hacen parte esencial de la nueva 
Constitución de la República y que permitió al Asambleísta Constituyente plasmar su filosofía 
garantista en nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo no significa que no hayan cometido 
errores que necesariamente deben ser corregidos, con la finalidad de que estos problemas que 
ahora mismo están ocasionando a las ciudadanas y ciudadanos pueda ser perfectamente 
identificados mediante minuciosos estudios que permitan su efectiva aplicación una vez que se 
corrijan sus imperfecciones, y que tengan plena vigencia, valides y confianza de quienes la 
utilicen, en este caso en particular de la acción extraordinaria de protección.  
 
Es necesario contar con una acción extraordinaria de protección ciento por ciento efectiva tal y 
como debió haber sido inicialmente el espíritu del asambleísta constituyente de ser la acción 
extraordinaria de protección una garantía constitucional que tenga un desarrollo pleno, efectivo, 
que no se vea obstaculizado por ciertas disposiciones jurídicas constantes en la ley de la materia, 
porque de lo contrario se produciría inseguridad jurídica como está sucediendo actualmente y la 
duda que se produce en el artículo 62 numero 8 inciso tercero de la Ley Orgánica de garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, por lo que considero urgente que el pleno de la Corte 
Constitucional en uso de sus atribuciones señaladas en los artículos 429 y 436 número 3 de la 
Constitución de la República y aclare esta disposición que como he manifestado a través de la 
presente tesis produce dudas por lo cual no se cumple el principio señalado en el artículo 82 de 
la Constitución de la República.  
 
                   El artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador establece que, El 
derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución 
y en la existencia de normas jurídicas previas, claras públicas y aplicadas por 
las autoridades competentes.    
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Que siendo clara como es la Constitución y gozando de supremacía las normas secundarias 
deben sujetarse a las normas del ordenamiento jurídico ecuatoriano y en este caso en particular 
del artículo 62 numero 8 inciso tercero de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional no lo está haciendo. Hay que insistir que la  Constitución de la 
República, y las garantías jurisdiccionales son instrumentos que debemos mantener y defender, 
que está siendo observado con mucha admiración por parte de la comunidad internacional así 
como regional de nuestros vecinos latinoamericanos, toda vez que hemos pasado de ser uno de 
los países que no reconocía derechos fundamentales, a ser uno de los sistemas más desarrollados 
de protección de derechos, debido a que frecuentemente el Estado ecuatoriano era sentenciado a 
pagar cuantiosas cifras por vulneración de derechos, una y muy reciente es la demanda de los ex 
jueces defenestrados por el gobierno de Lucio Gutiérrez, y la posterior creación de la pichi 
Corte, (Corte de Justicia a dedo). 
 
Y esto no quiere decir que no hayan existido o no se encuentren establecidas garantías, existía, 
pues estaba vigente el amparo constitucional regulado en el artículo 95 de la Constitución de 
1998, lo que no había es la voluntad política de hacerlo efectivo, o porque en aquel entonces el 
Tribunal Constitucional no tenía la potestad de la que hoy goza la Corte Constitucional o 
quienes lo utilizaban o patrocinaban no estaban muy seguros de poder lograr algo positivo con 
este recurso y preferían acudir a instancias internacionales.            

















5.2.2.  Recomendaciones 
 
Puedo señalar las siguientes:     
 
a) De acuerdo a lo establecido en el artículo uno de la Constitución de la República, el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social, razón por la que los 
poderes públicos entre ellos la Asamblea Nacional tienen el deber constitucional de 
dotar a la sociedad de una herramienta que sea lo que el espíritu del constituyente 
originalmente creo al redactar el proyecto de Constitución de la República que fue 
puesto en consideración del pueblo ecuatoriano el 28 de septiembre de 2008, el mismo 
que se aprobó con el 64 por ciento de apoyo popular, dicho resultado fue proclamado el 
15 de octubre de 2008, y publicado en el Registro oficial 429 de 20 de octubre de 2008, 
además debo señalar que el referéndum realizado el 7 de mayo de 2011 aprobado por la 
mayoría del pueblo ecuatoriano, más tarde reforma algunos artículos de la Constitución 
de la República, que fue publicado en el Registro Oficial número 490 de 13 de julio del 
2011.  
 
b) Debo reconocer que las garantías no siempre son utilizadas al ciento por ciento por parte 
de quienes vieren vulnerados sus derechos fundamentales, y por el contrario sea un 
instrumento donde se pueda lograr sus objetivos a medias, como el caso del artículo 62 
numeral 8 inciso tercero, el mismo que no está permitiendo el eficaz desarrollo y 
utilización de la acción extraordinaria de protección.  
 
c) De lo anotado puedo señalar que al redactar los artículos de la Constitución de la 
República por parte de la constituyente de Montecristi, no es menos cierto lo que 
determinado autor opinara, “que en la Asamblea Nacional no hicieron un trabajo acorde con 
lo que originalmente pensó el asambleísta constituyente al redactar los artículos 94 y 437 de la 
constitución de la República”, y de esta  manera dotar de una herramienta jurídica que no 
tenga obstáculos para reclamar la plena vigencia de los derechos por parte de los 
ciudadanos. 
 
d) El artículo 84 de la Constitución de la República del año 2008 establece:  
 
La constitución de la República del Ecuador en su artículo 84 expresa que, La 
Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación 
de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los 
derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales, y los que 
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sean necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún caso, la reforma de la 
Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder público 
atentaran contra los derechos que reconoce la Constitución.  
 
De tal manera que es urgente que la propia Corte Constitucional o el pleno de la Corte 
Nacional de Justicia presente un proyecto de reforma del artículo 62 numero 8 inciso 
tercero de la Ley Orgánica de garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional a fin 
de que se cumpla con una de las características del principio de legalidad que es el de 
contar con leyes claras y precisas, lo cual no ocurre en el presente caso y esta es la 
recomendación principal de la presente tesis.               
 
e) Por otro lado, al haber reafirmado la Corte Constitucional, que la acción extraordinaria 
de protección no es una instancia adicional, tampoco puede ser confundida con un 
recurso, mucho menos puede entrar en un proceso de valoración probatoria cuando la 
decisión objeto de la acción extraordinaria de protección provenga de la justicia 
ordinaria, es menester señalar que las abogadas y abogados deben utilizar de manera 
correcta esta garantía jurisdiccional pues la propia Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional establece que en caso de que una abogada o 
abogado utilice la acción extraordinaria de protección de manera infundada, su conducta 
debe ser sancionada para lo que, la Corte Constitucional informara al Consejo de la 
Judicatura para que sea este organismo quien mediante un expediente sancione a los 
malos profesionales.  
 
f) Por su parte las operadoras y operadores de justicia conforme lo dispone el artículo 76 
número 7 letra l de la Constitución de la República:  
 
         Por su parte el artículo 76 número 7 letra l establece que, Las resoluciones de 
los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la 
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y 
no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los 
actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 
motivados se consideraran nulos. Las servidoras y servidores responsables 
serán sancionados.   
 




         Artículo 130 número 4 del Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ) 
establece que, Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si 
en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se 
funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de 
hecho. Las resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados 
serán nulos.  
 
Por ello las operadoras y operadores de justicia tienen la obligación de emitir sus 
resoluciones debidamente motivadas so pena de incurrir en sanciones por no haber 
realizado dicha motivación o no haber tomado en cuenta las normas constitucionales al 
momento de emitir sus resoluciones. 
 
g)  Es importante que comprendamos las ecuatorianas y ecuatorianos especialmente por 
parte de la academia, de los colegios profesionales y de la misma función judicial, que 
se cumpla los estándares internacionales, esto es cumplir con  la ratio decidendi 
(razonamiento decisivo, razón para decidir), y stare decisis (mantenerse en las cosas 
decididas),  pues solo de esta manera se podrá cumplir la seguridad jurídica del artículo 
82 de la Constitución de la república y de este modo que creemos derecho 
constitucional, y que no quede al arbitrio de cada juez el decidir sentencias 
contradictorias.  
 
h) Por su parte el Estado a través del Consejo de la Judicatura debe promover una masiva 
especialización en derecho constitucional de las operadoras y operadores judiciales, de 
las abogadas y abogados en libre ejercicio profesional, se debe promover un cambio de 
matriz cultural en materia constitucional para de este modo promover un verdadero 
cambio enrumbándonos en una jurisprudencia constitucional más aún, si ahora las 
juezas y jueces de cualquier judicatura y rama del derecho deben conocer y resolver 
sobre acciones como: la acción de protección artículo 88; la acción de hábeas corpus 
artículos 89 y 90; la acción de acceso a la información pública artículo 91; la acción de 
hábeas data artículo 92; la acción por incumplimiento artículo 93; y la acción 
extraordinaria de protección artículo 94. 
 
i) Es importante que las juezas y jueces de la Corte Nacional de Justicia tengan en cuenta 
el contenido de la Sentencia de Jurisprudencia Vinculante número, 001-10-PJO-CC 
caso número, 0999-09-JP en la gaceta número, 1 de la Corte Constitucional en el caso 
denominado indulac publicado en el Registro Oficial en el que señala los parámetros en 
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los que deben actuar los jueces de la Corte Nacional de Justicia cuando conocen una 
acción extraordinaria de protección.       
 

































PROPUESTA DE REFORMA JURÍDICA 
 
6.1. Propuesta de Reforma Jurídica a la ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional 
      
El presente tema de investigación tiene el firme propósito de visibilizar por un lado y demostrar 
por otro, que el legislador, el Asambleísta Constituyente si bien hizo un excelente trabajo donde 
pusieron todo su empeño para dotar al país y al pueblo ecuatoriano de un instrumento legal 
normativo que esté por encima de todas las normas existentes que tenga como tiene, la 
característica fundamental de gozar de supremacía constitucional, que suponga el sometimiento 
del poder público a la Constitución y no solo del poder judicial, así como de declarar que el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y Justicia social, logrando de esta forma 
plasmar un instrumento nuevo moderno contemporáneo de acuerdo a las exigencias que pide y 
tiene una sociedad, y que según algunos analistas expertos en Derecho Constitucional, es la 
mejor Constitución de la república realizada jamás por país alguno, no solamente por dar 
impulso a las Garantías Constitucionales que tienen los ciudadanos sino también porque toma 
en cuenta a la naturaleza como sujeto de derechos.  
 
Sin embargo no es menos cierto que los problemas están ahí, más que vacíos, errores, 
debilidades, deficiencias, que la Corte Constitucional como único ente y máximo organismo de 
control e interpretación constitucional y administración de justicia en esta materia, así como la 
Asamblea Nacional en caso de ser necesario deben proponer una reforma constitucional 
debiendo tener muchísimo cuidado en no tocar los derechos y garantías constitucionales, en 
atención a lo señalado en el artículo 11 número 8 que establece;   
 
La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 11 número 8 establece que: 
 
                         El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través 
de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y 
garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y 
ejercicio.    
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Quienes son los llamados a tomar la determinación de ir cubriendo y desarrollando normas de 
procedimiento que puedan determinar con precisión y solvencia estas debilidades existentes en 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, más aún hoy que 
cuentan con una mayoría absoluta al interior del organismo legislativo. De tal manera que 
conforme ha sido necesaria la utilización de la acción extraordinaria de protección por parte de 
los ciudadanos se han ido evidenciando con más claridad los mencionados errores, las 
debilidades existentes en nueva y actual Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional.   
 
A continuación enuncio algunos probables aspectos en los cuales existen errores que se debe 
corregir por ejemplo, en el sentido que no se precisan que tipo de sentencias o autos son los que 
se pueden impugnar, vía acción extraordinaria de protección, en algunas partes de la 
Constitución y la ley se habla de sentencias ejecutoriadas en otras partes de la Constitución y la 
ley se habla de sentencias o autos definitivos, me parecería que son sentencias ejecutoriadas o 
autos definitivos pero tenía que haberse aclarado, tal vez se puede presentar acción 
extraordinaria con respecto a sentencias y autos definitivos que hayan alcanzado el efecto de 
cosa juzgada material, es decir que sean inmutables e inimpugnables, cuál es la característica de 
la cosa juzgada formal cuando una sentencia solamente se ejecutoría pero no es definitiva, 
aunque obviamente no es revisable lo resuelto en ese proceso dentro de ese proceso pero si 
revisable en otro proceso, llámese por ejemplo acción de nulidad o cualquier otro proceso aparte 
del proceso donde se está resolviendo la causa, entonces si hay un error, una imprecisión con 
respecto a que tipo de sentencias y autos son impugnables vía acción extraordinaria debería 
aclararse si son los ejecutoriados o los definitivos los que alcanzan cosa juzgada formal nada 
más, o los que alcanzan cosa juzgada material, esa es una imprecisión, igual también hay 
algunos requisitos que tienen que ser observados por la Sala de Admisión el momento en que la 
demanda de acción extraordinaria es revisada se dice por ejemplo que tiene que ser un asunto de 
trascendencia nacional, en la práctica vemos que no se observa ese requisito no se valora si es 
que es un asunto de trascendencia nacional, se dice también que tiene que ser un asunto 
relevante tampoco se ha observado eso, hay asuntos totalmente irrelevantes sin trascendencia 
nacional que han sido admitidos por la Corte Constitucional, así, hay que reformar la ley o 
aplicar esos requisitos que están exigidos en la ley, pero no existe un cumplimiento de los 
requisitos de la demanda de acción extraordinaria de protección. Otro error existente es que no 
hubo una delimitación material en cuanto a los derechos que podían ser objeto de protección vía 
acción extraordinaria, se puso énfasis en el debido proceso es decir protege el debido proceso y 
otros derechos, en realidad tenía que haber dicho solo debido proceso, porque dentro del debido 
proceso está lo principal que puede vulnerar en un proceso judicial por ejemplo, el derecho a la 
defensa, si es que no se respetó el debido proceso en la sustanciación, pero también se puede 
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violar el debido proceso el derecho a la defensa cuando no se motiva dentro del derecho a la 
defensa está la motivación y al momento de resolver muchos jueces no sustentan no argumentan 
correctamente los fallos que expiden, entonces bastaba con decir que el derecho tutelado es el 
debido proceso o los derechos de protección son los derechos tutelados. Entonces hubo una 
inconstitucionalidad por parte de quien expidió la ley orgánica de garantías jurisdiccionales al 
momento de poner el término personas en lugar de ciudadanos, en cuanto a legitimación activa 
tenían que haberse puesto ciudadanos, para que este en consonancia con lo que dice la 
Constitución. 
     
Por mi parte, mi intención es entregar un pequeño aporte mediante este trabajo investigativo, 
dando una pauta e iniciativa para la reforma de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en lo que tiene que ver con la aplicación y la debida utilización del Art. 
94 de la Constitución:   
 
El artículo 94 de la Constitución de la República del Ecuador establece que:  
 
                          La Acción Extraordinaria de Protección, procederá contra sentencias o 
autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 
reconocidos en la Constitución y se interpondrá ante la Corte Constitucional.  
 
En la parte final del mismo artículo manifiesta que:  
 
El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal a menos que la falta de interposición 
de estos recursos no fuere atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado.  
 
De tal forma que la propuesta de reformar la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
control Constitucional es una propuesta jurídica social, ya que la acción extraordinaria de 
protección tiene como única finalidad el velar por el respeto a los derechos fundamentales de los 
ciudadanos.  
      
                   El artículo 62 número 8 inciso tercero de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional expresa que, La admisión de la 
acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción.  
 
La Corte Constitucional al constatar que en un proceso judicial se ha vulnerado los derechos 
deberá buscar un responsable de dicha vulneración, con la finalidad de resarcir el daño 
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ocasionado, más aun cuando una de las garantías constitucionales es la acción por 
incumplimiento, y en este particular caso se deberá exigir el resarcimiento del daño ocasionado 
así como se deberá de hacer cumplir esa sentencia judicial dada por la Corte Constitucional por 
haberse dispuesto la cosa materia principal de este juicio, y que necesariamente esa 
responsabilidad será cubierta por el Estado, al no haber observado o apreciado el legislador en 
nuestro caso particular el Asambleísta Nacional, de aquellas debilidades y vacíos jurídicos, al 
desarrollar la Ley Orgánica de Garantías jurisdiccionales y Control Constitucional.  
 
Por otro lado, la Corte Constitucional, a través del Centro de Estudios y Difusión del Derecho 
Constitucional  y de su presidente doctor Patricio Pazmiño menciona la problemática y dice: El 
artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantía Jurisdiccionales y Control Constitucional en su 
primer inciso establece que se deberá remitir el expediente completo a la Corte Constitucional 
una vez que se presenta la demanda, al respecto, resulta evidente que la Ley no determina de 
manera expresa que es lo que el juez debe hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, 
toda vez que la acción extraordinaria no detiene el proceso o causa. ¿Cabe plantearse el 
interrogante sobre la obligación o acaso, la posibilidad de que se dejen copias certificadas para 
que continúe el proceso de ejecución? 
      
Al tener que remitir el expediente original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, 
su reacción natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de nuevo el 
proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido 
que su competencia no está suspendida, aunque está en el ambiente y en la mente del juez la 
pregunta ¿qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es 
una interrogante que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez a quo.  
      
                         El doctor patricio Pazmiño Freire (2013,págs. 37, 38) en la Revista de 
Derecho Constitucional Umbral en el inciso tercero, numeral 8 del artículo en 
análisis establece que, la admisión de la acción no suspende los efectos del 
auto o sentencia objeto de la acción"; cuando debió referirse a que la 
presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia accionada 
y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o sentencia 
materia de la acción extraordinaria de protección, seguirá sustanciando con 
copias certificadas del proceso o en su defecto remitir las copias certificadas a 
la Corte Constitucional.  
 
Respecto a este problema observado por el presidente de la Corte Constitucional doctor Patricio 
Pazmiño el pleno de la Corte Constitucional para el periodo de transición elabora el Reglamento 
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de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, de esta forma 
supliendo aquel problema y en el artículo 36 dice lo siguiente:  
 
                         Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 
Constitucional artículo 36 establece que, Documentación certificada.- En la 
acción extraordinaria de protección, la judicatura salas o tribunal ante la que 
se presente esta acción, deberá obtener copias certificadas de las sentencias o 
autos definitivos y de las demás piezas procesales necesarias para su 
ejecución, para que el juez de instancia haga cumplir lo resuelto en la 
sentencia o auto definitivo, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los 
artículos 21 y 62 inciso penúltimo de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional.     
   
Por mi parte entiendo que enmendado el problema existente que mencionaba el presidente de la 
Corte Constitucional con el artículo 36 del Reglamento de Sustanciación de Procesos 
mencionado anteriormente se soluciona el mismo, pero a mí personalmente me queda la duda, 
no me termino de convencer y sigo creyendo que se debería reformar este inciso en discrepancia 
para el caso me refiero al artículo 62 numeral 8 inciso tercero de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional por las siguientes consideraciones.  
      
Por ejemplo la inquietud que personalmente tengo es, ¿Qué pasa si una sentencia de una Sala o 
Tribunal que la ley ordena su ejecución y que al mismo tiempo es objeto de demanda de acción 
extraordinaria de protección viola derechos o el debido proceso, por lo tanto con seguridad la 
Corte Constitucional deberá declararla inconstitucional, pero que al mismo tiempo ejecutada 
durante el transcurso de tiempo de envió a la Corte Constitucional y hasta que el mismo se 
pronuncie se ha dispuesto de la cosa materia principal del proceso, habrá que volver las cosas a 
lo que originalmente fue, y ejecutar la resolución de la Corte Constitucional que desestimo lo 
resuelto por el tribunal contra él que se presentó la acción extraordinaria de protección, por ello 
considero que se debe reformar el inciso tercero numeral 8 del artículo 62 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y control Constitucional, entiendo que si esto ocurre se deberá exigir 
la restitución a la parte a la que dé la razón la Corte Constitucional y que el tribunal ad quen al 
estar obligado a ejecutar su resolución dio la razón a la otra parte.  
 
Ejemplo para mejor comprensión: A y B partes litigantes a A le da la razón la Sala o Tribunal, 
para el ejemplo esta resolución viola derechos constitucionales o debido proceso, siendo objeto 
de demanda de Acción extraordinaria de protección, se ejecuta la sentencia de la Sala o 
Tribunal, posteriormente la Corte Constitucional resuelve dejar sin efecto la sentencia de la Sala 
o tribunal dando la razón a B. resultado A debe restituir los derechos a B. 
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Lo que intento expresar, es que para omitir esta última restitución y resarcimiento se podría 
evitar alargar más el tedioso y largo proceso, reformando el inciso tercero numeral 8 del artículo 
62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que expresa que 
“La admisión de la acción no suspende  los efectos del auto o sentencia objeto de la acción", cambiando 
las palabras “no suspende” por la palabra “suspenderá”, para evitar de esta forma realizar dos 
veces la misma situación, ejecución de lo resuelto por la Sala o tribunal, luego la ejecución de lo 
resuelto por la Corte Constitucional,  porque solo de esta forma se contribuirá a cumplir con los 
principios de inmediación por parte de la justicia y los ciudadanos, celeridad y economía 
procesal para las partes y el Estado. 
        
6.2. Datos Informativos 
 
“La Corte Constitucional, a través del Centro de Estudios y Difusión del Derecho 
Constitucional  y de su presidente doctor Patricio Pazmiño en la Revista de Derecho 
Constitucional “Umbral” páginas 37 y 38 menciona la problemática y dice: El artículo 62 de la 
Ley Orgánica de Garantía Jurisdiccionales y Control Constitucional en su primer inciso 
establece que se deberá remitir el expediente completo a la Corte Constitucional una vez que se 
presenta la demanda. Al respecto, resulta evidente que la ley no determina de manera expresa 
que es lo que el juez debe hacer para continuar con la ejecución de la sentencia, toda vez que la 
acción extraordinaria no detiene el proceso o causa. ¿Cabe plantearse el interrogante sobre la 
obligación o acaso, la posibilidad de que se dejen copias certificadas para que continúe el 
proceso de ejecución?  
      
Al tener que remitir el expediente original a la Corte Constitucional, por parte de la judicatura, 
su reacción natural y lógica es que suspenderán su competencia hasta que reciban de nuevo el 
proceso. Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido 
que su competencia no está suspendida, aunque está en el ambiente y en la mente del juez la 
pregunta ¿qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria de protección? Pues esa es 
una interrogante que oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, 
mas no configura un problema del juez a quo.  
      
El constitucionalista Patricio Pazmiño Freire (2013. Págs. 37, 38) en la revista 
de derecho Constitucional Umbral explica refiriéndose al inciso tercero 
numeral 8 del artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional dice que, La admisión de la acción no suspende los 
efectos del auto o sentencia objeto de la acción"; cuando debió referirse a que 
la presentación de la acción no suspende los efectos de la providencia 
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accionada y decir de manera contundente que el juez ejecutor del auto o 
sentencia materia de la acción extraordinaria de protección, seguirá 
sustanciando con copias certificadas del proceso o en su defecto remitir las 
copias certificadas a la Corte Constitucional.  
 
6.3. Antecedentes de la Propuesta 
 
La propuesta está basada en razón de que mediante esta garantía que protege derechos que 
fueren vulnerados por operadores de la justicia ordinaria, sin embargo por este pequeño 
problema no está logrando ser efectiva, a mi juicio, la reforma de este controvertido inciso 
vendría de alguna manera a paliar los ya existentes problemas que se han presentado en los años 
de funcionamiento de la acción extraordinaria de protección y de esta forma se podrán reducir 
las probabilidades de demandas al Estado ecuatoriano por resarcimiento de daños causados por 
falta de protección de derechos constitucionales. 
 
                         Por otro lado, lo manifestado por el doctor Pazmiño Presidente actual de la 
Corte Constitucional como autoridad máxima en materia constitucional 
reconoce el problema y expresa una probable solución, manifestando que en el 
inciso tercero del numeral 8 del artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional establece que, La admisión de la 
acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción”; 
cuando debió referirse a que la presentación de la acción no suspende los 
efectos de la providencia accionada y decir de manera contundente que el juez 
ejecutor del auto o sentencia materia de la acción extraordinaria seguirá 
sustanciando con copias certificadas del proceso o en su defecto remitir las 
copias certificadas a la Corte Constitucional. 
      
Por mi parte sigo sosteniendo en que se debería hacer una reforma al artículo 62 numeral 8 
inciso tercero que probablemente diría lo siguiente: “La admisión de la acción suspenderá  los 
efectos del auto o sentencia objeto de la acción", es decir las palabras “no suspende” por la palabra 
reformada, “suspenderá”, solo de esta forma no contribuirá a malos entendidos y malas 
interpretaciones de parte de los jueces o tribunales ordinarios. 
 
En fin, sea cual fuere la solución, lo que está claro es que este es el problema que está haciendo 
que esta garantía constitucional no sea efectiva y más bien al contrario tenga errores y una 
deficiencia que no la permite operar con la debida solvencia, por otro lado está ocasionando 
perjuicios a sus usuarios que acuden en busca de hacer respetar sus derechos, y que en su 
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momento el asambleísta constituyente pensó en dotar de una garantía jurisdiccional fuerte y 
consistente para los ciudadanos que vieren violentados sus derechos fundamentales por acción u 
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